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Colaboraciones

Con el objetivo de fomentar el desarrollo de estudios de investigación que 
contengan un análisis crítico y recomendaciones sobre proyectos legislativos, 
legislaciones y/o políticas públicas de América Latina y el Caribe relacionadas 
con el derecho a la alimentación, la seguridad alimentaria y nutricional, la 
soberanía alimentaria, y otros temas vinculados, el Observatorio del Derecho 
a la Alimentación de América Latina y el Caribe (ODA - ALC) apoya la realiza-
ción de diversas investigaciones de universidades latinoamericanas en 
esta materia.

La presente investigación fue seleccionada en el marco de la V Convocatoria 
a becas de investigación 2016 del ODA - ALC, y financiada con el apoyo de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
(FAO) en el marco de la Iniciativa América Latina y el Caribe sin Hambre 
impulsada por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (AECID) y del programa Mesoamérica sin Hambre, apoyado por 
la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
(AMEXCID), al igual que por la Universidad de Medellín, la Universidad Pon-
tificia Bolivariana, la Institución Universitaria de Envigado y la Corporación 
Universitaria Unisabaneta.

La FAO y el Observatorio del Derecho a la Alimentación de América Latina 
y el Caribe promueven la generación de conocimiento y reflexiones en torno 
al derecho a la alimentación adecuada, con el fin de contribuir desde el sector 
académico al fortalecimiento de las políticas públicas nacionales que inciden 
en la garantía de la seguridad alimentaria y nutricional de la población.

Las denominaciones empleadas en este producto informativo y la forma en 
que aparecen presentados los datos que contiene no implican, por parte de
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la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricul-
tura (FAO), de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (AECID) y de la Agencia Mexicana de Cooperación Interna-
cional para el Desarrollo, juicio alguno sobre la condición jurídica o nivel 
de desarrollo de países, territorios, ciudades o zonas, o de sus autoridades, 
ni respecto de la delimitación de sus fronteras o límites. La mención de 
empresas o productos de fabricantes en particular, estén o no patentados, 
no implica que dichas instituciones o programas los aprueben o recomien-
den de preferencia a otros de naturaleza similar que no se mencionan. Las 
opiniones expresadas en este producto informativo son las de sus autores, 
y no reflejan necesariamente los puntos de vista o políticas de las institu-
ciones y programas mencionados con anterioridad.
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Prólogo 

NO HABRÁ PAZ SIN DESARROLLO SOSTENIBLE,  
NI DESARROLLO SOSTENIBLE SIN PAZ

El momento histórico que vive Colombia exige la participación y el esfuerzo 
de todos los sectores y de la sociedad civil. La paz, como la erradicación del 
hambre, es una decisión y es un compromiso que se va construyendo paso 
a paso y que no debe darse por sentado.

La FAO reconoce la gran contribución que la Academia puede hacer 
para avanzar hacia la consecución de la paz, el desarrollo sostenible y la 
erradicación del hambre y la pobreza. Este sector tiene el poder de generar 
evidencias, análisis y conocimiento que enriquece junto con otros actores, 
los procesos de formulación, implementación y/o monitoreo de políticas 
públicas y legislaciones vinculadas al derecho humano a la alimentación 
adecuada, imprescindible para alcanzar la paz.

El presente texto es el resultado de una exhaustiva investigación 
financiada en el marco de la V Convocatoria a Becas de Investigación 2016, 
del Observatorio del Derecho a la Alimentación en América Latina y El 
Caribe, apoyado por la FAO y las agencias de cooperación de España y de 
México, y pretende develar los retos que en materia de garantía y protec-
ción del derecho a la alimentación enfrenta Colombia en un contexto de  
posconflicto.

El sector rural fue también víctima de los más de 50 años de este 
conflicto armado y en consecuencia el campo colombiano ha visto afectada 
su productividad, ha aumentado la brecha social con las áreas urbanas y 
se han profundizado las inequidades en el país. Evidentemente, hay una 
vinculación intrínseca entre el uso de la tierra, la gestión de los recursos 
naturales y la salvaguarda del derecho a la alimentación.
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En este sentido, esta investigación se centra en el protagonismo que tiene 
el derecho a la alimentación en correlación al acceso a los recursos naturales 
(a la tierra, entre otros), y de esta manera el acceso a dichos recursos como 
desencadenante principal del origen del conflicto armado.

Así, la presente investigación realizada por un amplio y profesional 
cuerpo de investigadores de distintas universidades colombianas, ofrece una 
hoja de ruta para diseñar, ejecutar y valorar políticas públicas encaminadas 
a dar un mejor manejo de los recursos naturales y que inciden en la garantía 
del derecho humano a la alimentación adecuada. 

Esta investigación contribuye a la construcción de conocimiento que 
da cuenta de los retos que en materia alimentaria tiene la región e intenta 
evidenciar las problemáticas asociadas al hambre y, más importante aún, 
lograr el diseño de estrategias institucionales y dispositivos jurídicos y de 
políticas públicas que prevengan, mitiguen y reparen las funestas conse-
cuencias del conflicto armado y el hambre en Colombia, en particular, y en 
la región en general.

De igual forma, esta investigación resulta material de consulta impres-
cindible para quien desee acercarse al conocimiento del conflicto armado 
en el país, el papel de la propiedad rural en el desarrollo y el impacto del 
conflicto en el derecho a la alimentación, y la forma cómo se acordó la pro-
tección y garantía de este derecho en el Acuerdo Final para su terminación 
y la consecución de una paz estable y duradera, celebrado entre el Gobierno 
colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia Ejército 
del Pueblo, FARC - EP.

En la misma línea, se espera que esta publicación sea fuente de consulta 
de académicos, investigadores, gobiernos nacionales, regionales y locales, 
jueces, diseñadores, ejecutores y evaluadores de política pública y, muy 
importante, líderes sociales y comunitarios, y comunidad en general. Igual-
mente, que el Observatorio del Derecho a la Alimentación en América Latina 
y El Caribe (ODA - ALC) y el sector académico continúen fortaleciéndose como 
una plataforma de recolección, sistematización y análisis de información 
relativa al derecho a la alimentación en la región.

Resta agradecer a los investigadores vinculados a este proceso, por su 
compromiso con el estudio y difusión del derecho a la alimentación. Ello da 
cuenta de la importancia de la academia y la investigación para analizar los 
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retos relacionados con la lucha contra el hambre, la inseguridad alimentaria y 
la malnutrición, y contribuir al fortalecimiento de capacidades institucionales 
y de las políticas públicas en la materia.

Colombia ha demostrado que el diálogo, la cooperación, la inclusión 
y la equidad son el camino a la paz. Este es también el camino hacia la 
erradicación del hambre y hacia alcanzar el desarrollo sostenible, en el cual 
siempre contarán con el apoyo de FAO.

PhD. Tito E. Díaz Muñoz
Coordinador para Mesoamérica  

de la Organización de Naciones Unidas  
para la Alimentación y la Agricultura 
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Introducción

El 2016 es un año decisivo en la historia política de Colombia. Es un año 
de cierre y de apertura. De cierre, porque se logra gestionar de manera 
solemne y pública la firma del Acuerdo que pone fin a la actuación militar y 
subversiva de las FARC - EP. Se llega a buen puerto, luego de muchos años de 
intentos fallidos, logros y retrocesos. Se cierra un capítulo trágico y oscuro 
de una lucha armada que transitó por todas las variables del conflicto y que 
solo dejó víctimas, miedo y dolor, sensaciones propias de una guerra tan 
atroz como innecesaria. El Secretariado, por medio de su máximo dirigente, 
reconoce al Gobierno de Colombia y abre así el paso hacia un escenario de 
transición. Tal reconocimiento representa, desde la óptica más genuina de 
la teoría política, la erección del Estado como único actor que detenta de 
manera legítima, eficiente y eficaz el monopolio de la fuerza, con el único 
objetivo de asegurar la salvaguarda de derechos básicos y la prestación de 
servicios públicos.

También es un año de apertura por cuanto la sola firma del documento no 
representa en sí mismo, la instalación de la paz. Si bien es cierto que la firma 
del documento hace explícita la voluntad política de las partes, lo esencial 
está dado en su implementación. Allí es donde resulta definitivo establecer 
de qué manera ha de seguirse el tránsito legislativo, el apoyo económico 
a excombatientes, la Administración de Justicia, la dejación de armas, la 
sustitución de cultivos, la incorporación a la sociedad civil, la participación 
en política, la reparación y la erradicación de minas antipersona.

Como consecuencia de esa apertura de posibilidades sociales, políticas, 
económicas, jurídicas y culturales que se derivan del acuerdo entre Gobierno 
y FARC - EP, nace esta investigación recogida en la presente publicación. Su 
objeto central está dado por el análisis de las reflexiones y los debates en 
los que tuvo lugar la seguridad alimentaria y el derecho de alimentación 
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a lo largo del término de discusión o en la instalación de condiciones de 
lo acordado, y cómo desde allí se trazan las principales pistas con las 
cuales resulta posible y necesario diseñar políticas públicas sobre el uso 
de la tierra, la apropiación de los recursos naturales y la salvaguarda del 
derecho a la alimentación. Este interés decidido por los recursos naturales 
y su correspondencia con el derecho a la alimentación encierra en sí mismo 
oportunidades de discusión sobre soberanía, independencia, hambre, 
libertad, gestión, población y política pública en un momento histórico 
concreto como es el de la sujeción al Acuerdo que pone fin a la confrontación 
armada entre Gobierno y FARC - EP. Cada una de estas variables no tuvo el 
eco o el desarrollo requerido. Por eso los hallazgos obtenidos al realizar un 
estudio detallado de los acuerdos, particularmente el relativo a la política 
de desarrollo agrario integral, resultaron casi tangenciales o subrepticios. 
Pero lo cierto es que es un tema que ha requerido de todo el interés tanto 
de la academia como de la administración y del sector financiero. Para 
ello sumamos esfuerzos no solo como instituciones educativas o agencias 
internacionales sino como colegas y amigos gravitando alrededor de un tema 
tan álgido y decisivo como es el derecho a la alimentación.

El protagonismo que tiene el derecho a la alimentación radica en la 
correspondencia con el acceso a los recursos naturales, y de esta manera 
el acceso a dichos recursos como desencadenante principal del origen del 
conflicto armado nuestro. Por eso tomamos con sorpresa que el tema no 
tuviera en la agenda de negociación la importancia y el pulso que requería, 
más allá de la simple enunciación teórica de su importancia. Y es precisa-
mente en ese silencio en el que esta investigación recobra toda su vitalidad, 
pertinencia y oportunidad, pues no se reduce solo a describir la importancia 
que tiene la correlación entre alimentación - tierra y tierra - conflicto sino en 
su proyección institucional y normativa hacia adelante, en escenario de 
implementación del acuerdo.

Allí es donde este resultado de investigación ofrece su aporte más deci-
sivo. Pues el modelo trazado para adelantar políticas públicas en materia de 
seguridad alimentaria se presenta no solo como un ideal sino como una hoja 
de ruta racional y razonable para que la Administración tenga criterios de 
decisión sobre los cuales pueda diseñar, ejecutar y valorar políticas públicas 
encaminadas a dar un mejor manejo de los recursos naturales y puedan 
asegurar que los principios básicos de nuestro Estado social de derecho, 
como la progresividad o la universalidad, tengan asiento y lugar en cada 
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espacio concreto de nuestro territorio. Es en este sentido donde creemos que 
nuestro aporte no se reduce solo a la reflexión académica, sino que se arroja 
propositivamente a decir qué debemos hacer y cómo hacerlo más allá de las 
simples denuncias por problemas en el sistema o ausencia de voluntad políti-
ca. No es este nuestro caso. Por esa razón creemos que el texto goza de tres 
grandes virtudes. La primera es el rigor académico. Cada frase, cada idea, 
cada afirmación están debidamente respaldadas por fuentes doctrinales, 
legales, científicas que seguramente serán fuente de consulta o de proyección 
académica para futuras investigaciones; la segunda es la construcción de 
comunidad académica. Este trabajo recoge un esfuerzo multiestamentario. 
La Universidad Pontificia Bolivariana, la Institución Universitaria de Envi-
gado, la Corporación Universitaria Unisabaneta y la Universidad de Medellín 
han dialogado durante todo este tiempo en el ejercicio académico de recoger 
datos, confrontar hipótesis, descifrar objetivos, analizar escritos y adelantar 
procesos académicos de autocorrección para llevar hasta el lector un texto 
depurado, uniforme y crítico; la tercera es la esfera propositiva en la que 
se ofrece una herramienta metodológica a seguir en calidad de política de 
desarrollo agrario integral. En esta propuesta hay un deseo inequívoco por 
hacer que al pasar esta página devastadora de la guerra, se abran nuevos 
espacios de reflexión y de acción que faciliten relaciones más horizontales 
y más plurales, más incluyentes y más participativas. 

Para lograr este gran objetivo trazamos el desarrollo del trabajo en tres 
grandes fases. La primera es la recolección de información, tanto de los 
acuerdos producidos en los procesos de paz presentados en otros países 
durante los últimos 15 años, como de los acuerdos logrados en la mesa de 
negociación de La Habana. En una segunda parte, se tomará la información 
recaudada y se analizará a partir de categorías de análisis emergentes en 
torno a la seguridad alimentaria y nutricional y el derecho a la alimentación. 
Una vez realizado este análisis de la información, se contrastará con los 
estándares contenidos en las Directrices voluntarias en apoyo a la reali-
zación progresiva del derecho a la alimentación (DVDA), con el propósito 
de verificar que los acuerdos establecidos en La Habana se adecúen a los 
estándares internacionales. Lo anterior no desconoce la utilización de otras 
fuentes secundarias, como informes de organizaciones no gubernamentales, 
literatura especializada, relacionada con el tema de investigación.

Finalmente, y como tercera fase, a partir de la información y de las 
conclusiones logradas en la segunda fase, se propondrán estándares para 
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la elaboración de políticas públicas de seguridad alimentaria en el contexto 
del posconflicto, centradas en el caso colombiano. Esta propuesta de están-
dares se realizará en forma de prescripciones normativas, tanto políticas 
como jurídicas, que sean consideradas como mínimos a tener en cuenta 
en escenarios de posconflicto y construcción de paz, sobre la seguridad 
alimentaria y el derecho a la alimentación.

En este orden de ideas el texto está dividido en cuatro acápites, que 
guardan concordancia con las tres fases: en primer lugar, se desarrollará el 
tema correspondiente a la seguridad alimentaria y nutricional en escenarios 
de posconflicto en contextos internacionales durante los últimos 15 años. 
En segundo lugar, se identificarán los puntos acordados, y por acordar, en 
la Mesa de Conversación de Paz con las FARC en lo relativo a la seguridad 
alimentaria. En tercer lugar, se analizará cómo las Directrices Voluntarias 
en apoyo de la realización progresiva del derecho a la alimentación (DVDA) 
se acogen en la agenda de negociación del conflicto armado en Colombia. En 
cuarto y último lugar, se propondrán algunos elementos para la construcción 
de una política pública de seguridad alimentaria en el contexto del poscon-
flicto en Colombia, a partir de lo dispuesto en el acuerdo final (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2016), los estándares consagrados en el documento 
sobre directrices voluntarias (FAO, 2005), la Política Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (PSAN) en Colombia (Consejo Nacional de Politica 
Económica Social, 2007) y los Indicadores que se extraen del contenido 
normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11 del PIDESC  -  Observación 
general N.º 12. El derecho a la alimentación adecuada (Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), 1966). El marco metodológico de esta investigación 
se establece en el paradigma cualitativo de investigación, de tipo documen-
tal, sin desconocer su finalidad propositiva. 

El libro es un resultado de investigación del proyecto del mismo nombre 
que fue apoyado por la Organización de las Naciones Unidas para la Alimen-
tación y la Agricultura (FAO), a través del Proyecto de Apoyo a la Iniciativa 
América Latina y el Caribe Sin Hambre (IALCSH), Mesoamérica sin Hambre, 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo y de la 
Cooperación Española, en el marco de la alianza España - FAO, y cofinanciado 
por la Universidad de Medellín—Colombia—, la Universidad Pontificia 
Bolivariana, seccional Medellín —Colombia—, la Institución Universitaria 
de Envigado y la Corporación Universitaria Unisabaneta, en el marco de 



Introducción

▪  19

la V Convocatoria para el Concurso de Proyectos de Investigación sobre el 
Derecho a la Alimentación en América Latina y el Caribe, del Observatorio 
del Derecho a la Alimentación en América Latina y el Caribe (ODA - ALC). 
Para todas estas instituciones nuestro agradecimiento por su asesoría, apoyo 
y ayuda en el logro de esta obra que presentamos a la comunidad académica.
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Capítulo 1

 Seguridad alimentaria y nutricional  
en contextos de posconflicto en el siglo XXI

INTRODUCCIÓN

Al hablar de seguridad alimentaria y nutricional es imposible evadir la 
pregunta sobre el hambre como instrumento de guerra y negociación en los 
conflictos armados. Los agentes políticos, conocedores de la biología humana, 
desnaturalizan la condición vital de este elemento para excluirlo de forma 
central en las mesas de diálogo, muy a pesar del carácter humanitario y 
social inherente a este tópico.

Conocemos el hambre, estamos acostumbrados al hambre: sen-
timos hambre dos, tres veces al día. Pero entre ese hambre repetido, 
cotidiano, (sic) repetida y constantemente saciado que vivimos, y el 
hambre desesperante de quienes no pueden con él, hay un mundo. El 
hambre ha sido desde siempre, la razón de cambios sociales, progresos 
técnicos, revoluciones, contrarrevoluciones. Nada ha influido más en 
la historia de la humanidad. Ninguna enfermedad, ninguna guerra ha 
matado más gente. Todavía, ninguna plaga es tan letal y, al mismo 
tiempo, tan evitable como el hambre (…) El hambre como catástrofe 
puntual y despiadada solo aparece cuando una guerra o un desastre na-
tural. Lo que queda, en cambio, es aquello tanto más difícil de mostrar: 
los millones y millones de personas que no comen lo que debería – y 
penan por eso, y se mueren de a poco por eso (Caparrós, 2014, p. 11).

Esta descripción del hambre como instrumento de guerra se ve ratificada 
en las dantescas cifras de conflictos bélicos tan relevantes durante el pasado 
siglo, como la Guerra civil rusa, entre 1918 - 1920, que dejó 5 millones de 
muertos1. Luego, en 1932, se sumarían entre 7 y 10 millones de muertos, 

1	 “Tras recorrer los cuatro siglos que abarca el presente libro, resulta curioso observar cómo los 
llamados tiempos de turbulencias de Rusia  - 1610 - 1613, 1917 - 1918 y 1989 - 1991 -  terminaron 
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en la Unión Soviética y bajo la dictadura comunista de Stalin, donde las 
cuotas impuestas por el régimen socialista a las comunidades agrícolas 
y campesinas ucranianas desbordaban el mínimo vital; tanto así que se 
sospechaba de cualquier habitante “que no tuviera la tripa hinchada y los 
miembros esqueléticos que suele provocar el hambre (…)” (White, 2012,  
p. 543). En 1943, los británicos dejaron morir de hambre entre 3 y 4 millones 
de personas, en Bengala (India), al no intervenir frente a la actitud abusiva 
de los acaparadores de alimentos. “El primer ministro Winston Churchill se 
encogió de hombros y culpó de la hambruna a los indígenas, por “reproducir-
se como conejos” (White, 2012, p. 579). Solo en esta breve referencia hasta 
mediados del siglo XX se puede afirmar que aproximadamente 20 millones 
de personas perdieron la vida por una causa relacionada con el hambre.

Lo anterior pone en evidencia que la solución del problema alimentario, 
pasa por vectores complejos relacionados con la soberanía2, un desafío cons-
tante para los dirigentes políticos que se ven superados por los fenómenos 
económicos y sociales, amén de las organizaciones supraestatales que los 
compelen a actuar conforme intereses foráneos.

Los Gobiernos de los Estados no “eligen” ni “deciden” nada, salvo 
cuando se ven forzados a hacerlo (o, cuando menos, fingen que son 
obligados hacerlo) por otros Gobiernos más potentes de países con 
mayores recursos, o por unas fuerzas amorfas y anónimas no registradas 
en la constitución de ningún Estado y que reciben denominaciones 
variopintas como “realidad del momento, “mercados mundiales”, “deci-
siones de los inversores” o simplemente “NHA” (“no hay alternativa“). 
Indecisión, prevaricación y procrastinación: así funciona el actual juego 
de cosas (Bauman & Bordoni, 2016, p. 31).

Para comenzar, vale la pena precisar que las problemáticas relacionadas 
con la seguridad alimentaria y nutricional no han estado en el centro del 
debate propio del conflicto armado colombiano3, ni aparecen como un tema 

siempre con una nueva versión de la antigua autocracia, facilitada por los hábitos y las 
tradiciones de sus predecesores caídos, y justificada por la necesidad urgente de restaurar 
el orden, de modernizar el país de manera radical y de recuperar el lugar de Rusia como 
gran potencia mundial” (Montdfiore, 2016, p. 838).

2	 Soberanía es una institución política presentada de manera esquemática y estructurada por 
el pensador francés Jean Bodino. Significa la capacidad que tiene un Estado de darse su 
propio ordenamiento jurídico y hacerlo exigible. Representa el poder creador del derecho y 
de la ley. Es un poder absoluto porque por encima del poder soberano no procede ninguno 
otro derecho positivo. Es un atributo originario e indivisible a través del cual se fijan las 
normas y se administra la dirección política del Estado (Bodino, 2002, p. 92).

3	 Para hablar de conflicto armado se deben asegurar dos condiciones: (i) que haya, por año, 
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relevante en la negociación; no obstante, es un tópico que puede generar 
riesgos.

Lo anterior puede tener explicación en que las causas de la mayoría de los 
conflictos armados no se originan o tienen como centro de sus prioridades 
estos asuntos. En el marco de esta premisa, Patiño, citando a Reyes Posada, 
afirma que los conflictos del establecimiento con grupos al margen de la ley 
en Colombia tienen como referente nodal la disputa por la distribución de 
la tierra en un Estado débil, incapaz de ejercer soberanía interna efectiva 
a través de la fuerza pública:

De hecho, varias organizaciones guerrilleras se asentaron sobre 
grupos armados preexistentes en zonas de colonización en donde el 
Estado no se encontraba. Para Alejandro Reyes Posada, la formación 
de las guerrillas tiene detrás una lógica basada en los problemas 
de tenencia de la tierra, en medio de la lucha entre terratenientes y 
campesinos, en ocasiones con intervención del poder estatal desde 
la acción de presidentes como Carlos Lleras Restrepo, con el impulso 
que le dio a la creación y acción directa de la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos (ANUC), creada en 1968. Reyes Posada sostiene 
de forma reiterada en sus diferentes trabajos, especialmente en el 
titulado Guerreros y Campesinos. El despojo de la tierra en Colombia, 
que detrás de los diferentes contornos de la violencia y la acción de los 
grupos armados ilegales que han marcado la segunda mitad del siglo 
XX, se encuentra el problema no resuelto de la tenencia de la tierra, que 
se fue agravando con una reforma agraria frustrada y con la aparición 
de nuevos actores sociales que agudizaron los conflictos iniciales con 
la introducción de nuevas demandas y acciones.

Por la capacidad militar ganada y por asumir una estrategia 
sostenida y coherente durante varias décadas para copar el territorio 
que el Estado no ha controlado, el fenómeno guerrillero ha tenido 
una trascendencia mayor para la vida política colombiana. El impacto 
sustancial, sin embargo, lo produce la creencia de las guerrillas de que 
la violencia es un mecanismo de solución política para los problemas 
de la estructura social. Así, esa guerrilla que no ha podido hacer la 
revolución, como lo planteó en sus discursos de formación, expansión 
y consolidación, se ha convertido en un mecanismo de regulación de 
las actividades de las economías ilícitas, que van desde que estas 
organizaciones ejecutan (como el secuestro, la extorsión, el asesinato 
selectivo y las masacres orientadas al movimiento poblacional y al 

al menos 25 encuentros mortales entre diferentes sectores, y (ii) que uno de esos sectores 
sea un agente estatal (Palacios Rozo, 2012, p. 25).
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exterminio de sus opositores) hasta la incorporación de actividades 
indicadas por otros empresarios ilegales, como los narcotraficantes 
(Patiño Villa, 2010, p. 190) (Reyes Posada, 2016 B).

Esta misma tesis, que hace referencia al problema de la tierra como 
factor decisivo del conflicto la encontramos en la obra de Palacios Rozo:

La cadena de hechos que de 1945 al presente conforman el proceso 
de violencia pública colombiana, con sus recesos y altibajos, es tragedia 
en miles de hogares y vecindarios; representa la quiebra de los códigos 
morales y el cercenamiento de los lazos sociales; baste mencionar que 
los colombianos desplazados desde la década de 1980 suman entre 
3.500.000 y 5.200.000: dos efectos sociales han sido: el agravamiento 
de la pobreza, de un lado y, del otro, el robo armado y organizado de 
tierras campesinas en uno de los países que desde hace décadas adolece 
de una de las mayores concentraciones de la propiedad agraria en el 
mundo (Palacios Rozo, 2012, p. 25).

En escenarios de conflicto, la seguridad alimentaria y nutricional no se 
ha reconocido como una causa directa y determinante del mismo, pero sí 
como un factor que puede incrementar los riesgos de generar conflictos o 
de agudizar el desarrollo de los ya existentes4. Es en razón de la anterior 
que la cuestión alimentaria no ha sido considerada un tema prioritario 
en la negociación como forma de terminar un conflicto; prueba de ello 
es que de los diez procesos5 que se han adelantado hasta el momento en 
Colombia, la cuestión alimentaria apenas se menciona, como se expondrá 
más adelante, dentro de la agenda política del proceso de paz con el M - 19 
y solo de forma directa, aunque no profunda, en el acuerdo culminado en 

4	 Para el caso colombiano, tal y como será abordado en el segundo capítulo del presente 
texto “Los puntos acordados y por acordar, en la Mesa de Conversaciones en lo relativo a la 
seguridad alimentaria”, la posesión de la tierra se manifiesta como el factor desencadenante 
del conflicto. 

5	 Si bien el Estado colombiano ha intentado tanto la vía militar como la vía negociada para 
poner fin al conflicto armado, la segunda vía ha producido mayores cambios. Existe la expe-
riencia de la amnistía de Rojas Pinilla y la ofrecida por Lleras Camargo. A partir de 1982 los 
gobiernos nacionales, sin dejar de lado la apuesta militar, han llevado a cabo acercamientos 
con grupos armados al margen de la ley, para buscar la salida negociada al conflicto. En el 
año 1991, el Gobierno Nacional logró conquistar proceso de paz, con diferentes resultados, 
con los siguientes actores armados: Movimiento 19 de Abril –M19–, Partido Revolucionario 
de los Trabajadores –PRT–, Ejército Popular de Liberación –EPL–, Quintín Lame, Corriente 
de Renovación Socialista, Milicias de Medellín, Frente Francisco Garnica, Movimiento 
Independiente Revolucionario Comandos Armados –Mir - Coar–, Autodefensas Unidas de 
Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –Ejército del Pueblo–FARC - EP– 
(Valencia Villa, 1997) (Acosta, 2012) (Ver Anexo A).
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el 2016 con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del 
Pueblo (FARC - EP).

Así, resulta necesario precisar que el tema de la alimentación y de 
la nutrición, en cualquiera de sus modalidades: seguridad alimentaria y 
nutricional, soberanía alimentaria o derecho a la alimentación no ha sido un 
tema prioritario en las mesas de negociación, pues como se desprende de 
los planteamientos de Patiño, el germen del enfrentamiento bélico subyace 
en la inequitativa distribución de la tierra y, posteriormente, en la compleja 
matriz de violencia maximizada por el negocio del narcotráfico. 

En la mayoría de los casos ha quedado circunscrito a un asunto me-
ramente de acción humanitaria6. Esto es lógico, si se tiene en cuenta que 
la mayoría de los conflictos armados, y en particular los que se presentan 
actualmente, tienen como característica principal ser conflictos armados 
de orden interno7, que tienen origen en la transición del poder político. 
Empero, el tema alimentario y nutricional sí ha sido tratado como un tema 
subsidiario al tema agrario o al uso y la tenencia de la tierra.

1.1. 	TEMA ALIMENTARIO Y NUTRICIONAL EN PROCESOS  
DE NEGOCIACIÓN POLÍTICA EN CONFLICTOS ARMADOS  
Y POSCONFLICTO

Los escenarios de posconflicto se configuran cuando hay una terminación del 
conflicto, no importa cómo fue este. Es decir, no importa si fue por victoria 
militar o por un proceso de negociación. Igualmente, para poder afirmar 
que estamos frente a este escenario, es preciso que haya un cese al fuego 
efectivo y que exista una reducción del número de homicidios asociados al 
conflicto (Rettberg, 2012; Nasi, 2012).

6	 La acción humanitaria se entiende como el “conjunto diverso de acciones de ayuda a las 
víctimas de desastres (desencadenados por catástrofes naturales o por conflictos armados), 
orientadas a aliviar su sufrimiento, garantizar su subsistencia, proteger sus derechos 
fundamentales y defender su dignidad, así como, a veces, a frenar el proceso de desestruc-
turación socioeconómica de la comunidad y prepararlos ante desastres naturales. Puede 
ser proporcionado por actores nacionales o internacionales” (Abrisketa & Pérez de Armiño, 
2005 - 2006).

7	 De acuerdo con Fisas, “los conflictos del siglo XXI son internos, guerras civiles a veces, 
limitados a determinadas zonas de un país en otras ocasiones, con lo que ello supone de 
dificultad para percibir cabalmente la dimensión del conflicto cuando hay zonas que no se 
ven afectadas por el mismo (la capital, por ejemplo). Igualmente, la mayoría de temas sobre 
los cuales gira los conflictos de orden interno en el mundo, giran en torno los siguientes 
temas: modelos económicos, inclusión política, temas religiosos, reivindicaciones de orden 
territorial” (Fisas V., 2011).
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Así, cuando hay una terminación por la vía militar al conflicto, no hay 
espacio para la negociación, sino simplemente la imposición de un actor 
armado sobre el otro o el simple sometimiento del actor armado perdedor 
al ganador. En estos escenarios no hay un espacio efectivo para transforma-
ciones sociales significativas, pues quien gana el conflicto hace primar su 
agenda. Los conflictos armados del siglo XXI giran en torno a la tenencia y 
al traspaso del poder político, más que sobre agendas o reivindicaciones de 
orden social (Ugarriza, 2013; Rettberg, 2012).

En cambio, si la terminación del conflicto armado político se da por 
un proceso político de negoción, habría espacio para el establecimiento de 
acuerdos que tengan como eje temas sociales de transformación. En este 
punto es preciso recordar que en los procesos de paz negociada se presentan 
dos tipos de agenda: la política y la técnica. La primera se centra en los si-
guientes temas: discusiones sobre procedimientos y mecanismos de elección; 
creación de gobiernos interinos o transitorios; reestructuración de las fuerzas 
armadas; realización de referendos o consultas al electorado sobre temas 
específicos; transformación de grupos armados en organizaciones de carácter 
político; reformas legislativas, incluso nuevas constituciones. Por otro lado, 
la agenda técnica se trata de asuntos de cese al fuego; desescalamiento del 
conflicto armado; proceso de entrega / dejación de armas; desmovilización, 
desarmes y reintegración (DDR); atención a víctimas; justicia transicional, 
y, finalmente, comisiones de verdad (Ugarriza, 2013). Esta dinámica de 
concertación política y técnica fue aplicada al proceso de paz con el M - 19, así:

Las mesas de análisis y concertación se dividieron en tres. La de 
convivencia, justicia y orden público, que trató espinosos asuntos como 
el del juzgamiento de los delitos de los agentes de la guerra sucia, el pro-
blema de los paramilitares y de los grupos guerrilleros; así como el del 
Estatuto Antiterrorista, el del narcotráfico y el del derecho internacional 
humanitario. La de asuntos socioeconómicos se ocupó de la planificación 
participativa, de los salarios y demás aspectos laborales, de los recursos 
naturales, de los alimentos y de la seguridad alimentaria, de la vivienda 
y los asentamientos humanos, de la salud y del Fondo para la Paz. Por 
último, la de asuntos constitucionales y materiales electorales trabajó 
sobre el nuevo pacto político, la reforma constitucional, el referendo y 
la Asamblea Constituyente, el régimen electoral y de partidos, el voto 
secreto y obligatorio, la circunscripción nacional, la financiación estatal 
de los partidos y las campañas electorales, así como sobre el acceso a 
los medios de comunicación…el exitoso trabajo de las mesas posibilitó 
que el 2 de noviembre de 1989 se formara el Pacto Político por la Paz 
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y la Democracia, entre el gobierno, el Partido Liberal y el M - 19 (Torres 
Del Río, 2010, pp. 389 - 390) Cursivas y negrillas fuera del texto.

Como podrá observarse, tal y como ocurrió con el proceso de paz con el 
M - 19, el tema de seguridad alimentaria y alimentos quedó integrado a los 
aspectos sociales y, por ende, propios de la agenda política, que usualmente 
están asociados de forma directa con el origen del conflicto. Igualmente, 
fueron adelantados temas más complejos como la aplicación del sistema 
punitivo y del electoral, los cuales están conectados con la agenda técnica, 
donde prima de forma exclusiva la concreción de mecanismos y herramientas 
para la terminación del conflicto armado. Lo anterior no quiere decir que 
el tema alimentario y nutricional esté alejado del conflicto político armado; 
contrario sensu, es inescindible su relación con el problema de la falta 
de equilibrio en la distribución de la tierra, situación que empodera a los 
terratenientes y afecta a la comunidad rural.

Ahora bien, en el ámbito internacional, y conforme a la información 
disponible, puede afirmarse que en el siglo XXI han sido pocos los procesos 
de negociación política de conflictos armados internos en los que el tema 
alimentario –seguridad y soberanía alimentaria y nutricional– fue objeto 
de negociación8. Para el año 2006, se presenta un ejemplo del tema de la 
alimentación en un proceso de negociación entre el Gobierno de Uganda 
y el LRA (por sus siglas en inglés, –Ejército de Resistencia del Señor–), 
quienes en el marco de la negociación que llevaron a cabo llegaron a una 
serie de acuerdos, siete en total, que tenían como propósito desescalar  
el conflicto. 

Estos acuerdos son: (i) Obligación de ambas partes de poner fin a toda 
acción militar hostil, a cualquier otra acción que pueda afectar las con-
versaciones, y a las campañas de propaganda hostil a través de cualquier 
medio. (ii) Designación como santuarios para las fuerzas del LRA de los 
lugares donde estos tienen bases desde donde procederán a desplazarse a 
las áreas de acantonamiento. (iii) Selección de Owiny Ki - bul en el Estado 
de Equatoria Oriental en la parte este del río Nilo, y de Ri - Kwangba en el 
Estado de Equatoria Occidental en la parte oeste del Nilo, como las zonas 
de acantonamiento del LRA. (iv) Garantía del Gobierno ugandés al libre 

8	 La descripción de los procesos de negociación que a continuación se analizan, se realizó 
con base en los Anuarios de Procesos de Paz, de la Escola de Cultura de Pau, elaborados 
por Vicenç Fisas. Estos pueden consultarse en http://escolapau.uab.cat/index.php (Fisas V., 
Anuarios, 2016).
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tránsito de los miembros del LRA. (v) Supervisión y protección de las áreas 
de acantonamiento por parte del sudanés SPLA y la asistencia alimentaria 
por parte del Gobierno del Sur de Sudán. (vi) Pacto garantizando que, ante 
cualquier fracaso de las conversaciones, el LRA podrá abandonar pacífi-
camente las áreas designadas. (vii) Creación del Equipo de Monitorización 
del Cese de Hostilidades, que informará al mediador de la evolución de la 
situación, y estará liderado por un alto cargo militar del SPLA designado por 
el Gobierno del Sur de Sudán en consultas con las partes; dos representantes 
del Gobierno y del LRA, y dos oficiales militares nombrados por la UA (Royo, 
2008) (Fisas V., Anuarios, 2016).

Como puede observarse, en el acuerdo cinco está incluido el tema de 
alimentación, pero solamente desde el enfoque de acción humanitaria, y 
se establece la obligación de asistencia alimentaria del Gobierno del Sur 
de Sudán.

De otro lado, en el año 2008, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia Ejército del Pueblo (FARC - EP) presentaron once objetivos que, 
a pesar de estar al margen de un proceso de negociación, constituirían la 
plataforma política para lograr un eventual acuerdo de paz, donde uno de 
ellos se relacionaba directamente con el tema alimentario. Estos objetivos 
son: (i) Una fuerza pública fundamentada en los principios bolivarianos de 
nunca utilizar las armas contra el pueblo. (ii) Participación democrática 
al nivel nacional, regional y municipal en las decisiones estratégicas que 
afectan a cada nivel. (iii) Parlamento unicameral. (iv) Independencia en la 
elección de organismos de control institucional, así como en la integración 
de las altas cortes. (v) Los sectores estratégicos de la producción deben ser 
propiedad del Estado. El énfasis económico se hará en la producción y en 
la autosuficiencia alimentaria. (vi) Quienes más riquezas posean mayores 
impuestos pagarán. El 50 % del presupuesto nacional se destinará a lo 
social y el 10 % a la investigación científica. (vii) Tierras productivas para 
el campesinado con grandes incentivos y ayudas. (viii) Estrategias para 
mantener el equilibrio ecológico. (ix) Relaciones internacionales bajo el 
principio de la no intervención de fuerzas extranjeras. (x) Legalización de 
la producción y comercialización de la droga con estrategias de sustitución 
de cultivos. (xi) Respeto a los derechos de las etnias y las minorías (Fisas 
V., 2008) (Negrillas y cursivas propias).

En el punto seis se plantea la “autosuficiencia alimentaria” como 
propósito del énfasis económico, punto que luego fue tratado en la mesa de 
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negociación de La Habana, y quedaría depositado en el “Acuerdo final para 
la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”, 
principalmente en el punto de “Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma 
rural integral” 

Sumado a ello, en el año 2013, tras un alto al fuego entre 2011 y 2012 
con el Restoration Council of Shan State (RCSS), en Birmania se estableció 
una hoja de ruta concretando un “diálogo político inclusivo”  Además de este 
tema prioritario, también se “abordaron cuestiones relativas a la población 
desplazada interna, la seguridad alimentaria, cuestiones de transporte y 
de emisión de carnés de identidad para la población étnica shan” (Fisas V., 
2014, p. 93).

Estas tres experiencias de negociación de conflictos armados serán los 
únicos casos en los que se hace referencia directa al tema alimentario. 
Este hecho permite interpretar que los actores políticos no consideran la 
alimentación, como un tema fundamental de la agenda de negociación; luego, 
este tópico responde más a una consideración humanitaria tangencial, que 
a un tema central en los procesos de negociación. Dicha afirmación resulta 
preocupante y desconcertante en la medida en que el hambre ha sido un 
instrumento de la guerra –como se puede ejemplificar en Sudán, cuando en 
2005, se denuncia la “manipulación de la ayuda humanitaria y la utilización 
del hambre como arma de guerra a lo largo del conflicto” (Fisas V., 2006, 
p. 28) o en la República Democrática del Congo, para el año 2007, la guerra 
que se presentaba en este territorio había “causado unos tres millones y 
medio de muertos, ya sea en combate, por hambre o enfermedades” (Fisas 
V., 2008, p. 66)– y que no sea un tema, obligatorio o frecuente, de discusión 
en los procesos de negociación de los conflictos armados en el mundo.

Esta situación de hambruna y de penuria lleva a considerar, en términos 
de Bauman (2005), la deshumanización de los conflictos, que tiene en 
los refugiados su punto más álgido, al considerarlos residuos humanos, 
incapaces de desempeñar ninguna función de utilidad en el país al que 
han llegado, situación que los convierte en víctimas del hambre, sobre 
todo por el incremento desmedido de esta población que bajo la perspectiva 
provisional, no existe “ninguna intención ni perspectiva realista de verse 
asimilados e incorporados al nuevo cuerpo social. (…) no quedan más que 
los muros, el alambre de púas, las puertas vigiladas, los guardias armados” 
(Bauman , 2005, p. 103).
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1.2.  ALIMENTACIÓN Y NUTRICIÓN: ATENCIÓN Y AYUDA HUMANITARIA

La alimentación no es el principal objetivo de las agendas políticas de los 
procesos de negociación para la terminación de conflictos armados internos. 
Como se afirmó, 

La alimentación es objeto, en el mejor de los casos, en las estrategias 
de ayuda humanitaria en el marco de los conflictos armados internos. 
Para ejemplificar esto, se presentará lo referente al caso colombiano, 
referenciando su legislación y desarrollo jurisprudencial más relevante. 
De acuerdo con la Ley 1448 de 2011 quienes presenten declaración 
ante el Ministerio Público de su condición de víctimas de desplaza-
miento forzado, tienen derecho a la ayuda humanitaria inmediata –AHI 
(Congreso de la República). Así, de acuerdo con el Decreto 1084 de 
2015, los municipios receptores deben “garantizar los componentes de 
alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimientos, utensilios 
de cocina y alojamiento transitorio, mientras se realiza el trámite de 
inscripción en el Registro Único de Víctimas” –artículo 2.2.6.5.2.1– 
(Presidencia de la República, 2015).

La atención o ayuda humanitaria inmediata9, en relación con el compo-
nente alimentario, indica que la entrega de forma individual a los hogares 
o familias debe tener como características fácil preparación, aceptabilidad 
cultural y alto valor nutricional (Global Communities Colombia, 2015). 

La regulación de la atención y de la ayuda humanitaria inmediata en 
contexto de conflicto armado en Colombia, descrita en el apartado anterior, 

9	 En Colombia se distingue entre Atención Humanitaria de Emergencia y Ayuda Humanitaria 
de Emergencia. La Ayuda Humanitaria está regulada por el artículo 47 de la Ley 1448 
(Congreso de la República, 2011) y la Ley Atención Humanitaria por el artículo 63 de la 
Ley 1448 (Congreso de la República, 2011). La primera se define como “Es la ayuda que se 
brinda a las víctimas de hechos diferentes al desplazamiento forzado, que “recibirán ayuda 
humanitaria de acuerdo a las necesidades inmediatas que guarden relación directa con el 
hecho victimizante con el objetivo de socorrer, asistir, proteger y atender sus necesidades 
de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención 
médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en 
condiciones dignas, y con enfoque diferencial, en el momento de la violación de los derechos 
o en el momento en el que las autoridades tengan conocimiento de la misma” (Global Com-
munities Colombia, 2015). Por su parte, la Atención Humanitaria Inmediata es “la ayuda 
humanitaria entregada a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas y que 
se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal 
y asistencia alimentaria. Esta ayuda será proporcionada por la entidad territorial de nivel 
municipal receptora de la población en situación de desplazamiento. Se atenderá de manera 
inmediata desde el momento en que se presenta la declaración, hasta el momento en el 
cual se realiza la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV)” (Global Communities 
Colombia, 2015).
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es desarrollo de la regulación de la atención humanitaria de emergencia de 
la población víctima de desplazamiento forzado. De acuerdo con el artículo 
1 de la Ley 387, es desplazado:

[…] toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del 
territorio nacional abandonando su localidad de residencia o activi-
dades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su 
seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 
directamente amenazadas con ocasión de cualquiera de las siguientes 
situaciones: conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores, 
violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circuns-
tancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar 
drásticamente el orden público (Congreso de Colombia, 1997).

De acuerdo con el artículo 15 de la Ley en mención, que regula la 
Atención Humanitaria de Emergencia, una vez producido el desplazamiento 
es responsabilidad del Gobierno nacional iniciar:

[…] las acciones inmediatas tendientes a garantizar la atención 
humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y 
proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de 
alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios 
de cocina, atención médica y psicológica transporte de emergencia y 
alojamiento transitorio en condiciones dignas (Congreso de Colombia, 
1997) (Subrayado fuera del texto original).

Por su parte, mediante Sentencia T - 025 de 2004 la Corte Constitucional 
colombiana, entre otras cosas, dispuso frente al derecho a la alimentación 
de la población en situación de desplazamiento forzado por la violencia que:

–	 Entre los derechos fundamentales amenazados por la situación de 
desplazamiento forzado se encuentra el derecho a una alimentación 
mínima, entre otras razones, por los altísimos niveles de pobreza extrema 
en los que se encuentran las personas desplazadas, lo que repercute en 
el disfrute de sus demás derechos (Corte Constitucional, 2004 A). 

–	 Con la finalidad de garantizar la protección efectiva de la población en 
situación de desplazamiento forzado, la Corte ha ordenado, entre otras 
cosas, “al Director Nacional de la Red de Solidaridad Social que incluya 
a los accionantes en un proyecto productivo articulado a un programa 
de seguridad alimentaria” (Corte Constitucional, 2004 A).
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Previamente, en la Sentencia T - 602 de 2003, la Corte sostuvo que 
entre los efectos nocivos del reasentamiento provocado por el proceso de 
desplazamiento forzado se encuentran: “(i) la pérdida de la tierra y de la 
vivienda, (ii) el desempleo, (iii) la pérdida del hogar, (iv) la marginación, 
(v) el incremento de la enfermedad y de la mortalidad, (vi) la inseguridad 
alimentaria, (vii) la pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, y 
(viii) la desarticulación social” (Corte Constitucional, 2003) (Subrayado 
fuera del texto original).

Frente a los niños y adolescentes víctimas de desplazamiento, también 
hizo precisiones la Corte Constitucional en Sentencia T - 098 de 2002, afir-
mando que estos tienen derecho, entre otras cosas, a mantenerse unidos con 
su grupo familiar; a recibir atención gratuita por parte de las instituciones 
de salud con aportes del Estado cuando se trata de menores de un año; a 
recibir un subsidio alimentario en la forma como lo determinen los planes 
y programas del ICBF y con cargo a este; a tener protección en jardines y 
hogares comunitarios; a tener acceso a los programas de alimentación que 
provee el ICBF con el apoyo de las asociaciones de padres, de la empresa 
privada o los Hogares Juveniles campesinos y a recibir atención prioritaria, 
rápida e inmediata de salud (Corte Constitucional, 2002) (Subrayado fuera 
del texto original).

Por otro lado, de acuerdo con el Decreto - Ley 4633 de 2011 se establece 
que los daños a los pueblos o comunidades indígenas son de la siguiente 
manera: individuales con afectación colectiva, daños a la autonomía e 
integridad política y organizativa y, finalmente, los daños al territorio. Este 
último, a su vez, se define como daños que vulneren el equilibrio, la armonía, 
la salud y la soberanía alimentaria de los pueblos indígenas a causa de 
hechos victimizantes –artículos 3 y 45– (Presidencia de la República, 2011).

CONCLUSIONES

Todo proceso de confrontación armada ha llegado a su fin, bien sea por la 
imposición militar de un bando sobre otro o por medio de una transición 
negociada. En uno y otro escenario, el proceso de transición siempre ha 
pasado de largo sobre temas esenciales como el derecho a la alimentación, 
la soberanía alimentaria o la seguridad alimentaria. Temas de nodal im-
portancia porque son una prolongación de asuntos decisivos en la historia 
de nuestro conflicto armado como la tenencia de la tierra, el uso del suelo 
o la administración de recursos naturales.
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Pero esta omisión no es un problema aislado de la realidad política 
nacional en escenario de superación del conflicto. Es una constante histórica 
en la que hambrunas sistemáticas han tenido lugar pero no han ocupado un 
papel definitivo en la agenda trazada a la hora de restaurar las instituciones 
o definir las nuevas reglas del juego social y político.

Este primer capítulo hace énfasis en tal omisión y señala la evidente 
correlación que existe entre el origen de múltiples conflictos civiles y 
políticos derivados de un mal uso de los recursos naturales; muestra de 
qué manera en los pocos casos en los que el asunto alimentario ha tenido 
lugar en la agenda transicional, se ha confundido el problema de la política 
alimentaria con gestiones de actuación humanitaria en favor de la población 
vulnerable o víctima de la confrontación superada. Y por último, hace re-
ferencia tanto a la presencia del debate en el actual proceso de negociación 
entre el Gobierno colombiano y las FARC - EP, indicando que esta inclusión 
de soberanía alimentaria puede dar pistas de interés en el debate sobre la 
necesidad de instalar políticas públicas que aseguren la salvaguarda de 
este derecho, para el caso colombiano, tal protección o visibilidad de su 
importancia no está supeditada exclusivamente al reconocimiento en la 
agenda de transición.

Existen precedentes y decisiones judiciales que ya reconocen explícita-
mente tanto su importancia y pertinencia como su correspondencia con la 
naturaleza y estructura del Estado social de derecho. 
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Capítulo 2

 Los puntos acordados y por acordar  
en la mesa de conversaciones en lo relativo  

a la seguridad alimentaria

INTRODUCCIÓN

La cuestión alimentaria en escenarios de conflicto y de posconflicto no ha 
sido analizada o tratada de forma técnica ni central en el ámbito internacio-
nal1. Afirmamos que no ha sido de forma central por cuanto en la mayoría de 
los casos se piensa en la alimentación no como una causa directa del conflicto 
sino como un factor que lo aumenta o intensifica; de ahí que sea tratado, a 
lo sumo, como un tema tangencial a las negociaciones o acercamientos entre 
los actores involucrados en los conflictos. Por otra parte, consideramos que 
no se ha tratado de forma técnica porque en aquellos eventos en los cuales 
se ha intentado tomar acciones para satisfacer necesidades alimentarias, 
estas no logran ajustarse a los parámetros o criterios que internacionalmente 
se reconocen para hablar de Seguridad Alimentaria (Organización de las 
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), 2011). 

Así, por ejemplo, en el acercamiento entre el Gobierno de la República de 
Uganda y el Ejército de Resistencia del Señor (LRA por sus siglas en inglés) 

1	 Al hacer referencia al concepto técnico de Seguridad Alimentaria, hacemos alusión a las 
pautas determinadas por la FAO y en el CONPES 113 de 2008. Según La FAO “las personas 
tienen en todo momento acceso físico y económico a suficientes alimentos inocuos y nutritivos 
para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus preferencias en cuanto a los alimentos 
a fin de llevar una vida activa y sana” (Cumbre Mundial sobre la Alimentación, 1996). Y, 
conforme al CONPES 113 de 2008, la seguridad alimentaria y nutricional se define como la 
disponibilidad suficiente y estable de alimentos, el acceso y el consumo oportuno y perma-
nente de los mismos en cantidad, calidad e inocuidad por parte de todas las personas, bajo 
condiciones que permitan su adecuada utilización biológica, para llevar una vida saludable 
y activa (Política Nacional que fue acogida en el acuerdo municipal No 100 de 2013 como 
definición de seguridad alimentaria y nutricional para el municipio) (CONPES, 2008).
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que pretendía el desescalamiento del conflicto, se dispuso en cabeza del 
Estado del Sur de Sudán la obligación de suministrar alimentos durante 
la permanencia del LRA en la zona de acantonamiento (Government of 
the Republic of Uganda and Lord’s Resistance Army/Movement, 2008); lo 
anterior no ha de entenderse como una forma de materializar la seguridad 
alimentaria por cuanto no cumple con ninguno de los parámetros que la 
constituyen; en otras palabras, la entrega de alimentos a un sector pobla-
cional durante un corto período no da lugar a una disponibilidad, acceso, 
utilización y estabilidad de los alimentos.

Frente al conflicto colombiano, es preciso afirmar que la cuestión 
alimentaria es una causa del conflicto por su relación con las problemáticas 
agrarias. Si bien en acuerdos de paz anteriores no había sido considerado 
como un tema estructural, es innegable la trascendencia que tuvo en el 
actual proceso de paz. Tanto es así, que en el Acuerdo General para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, 
con el cual se dio inicio a las conversaciones entre el Gobierno nacional 
y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –Ejército del Pueblo 
FARC - EP se estableció como primer punto de discusión la Política de De-
sarrollo Agrario Integral y, dentro de la misma, un Sistema de Seguridad 
(soberanía) alimentaria.

Conforme con lo anterior, el presente capítulo tiene por objeto dar a 
conocer los acuerdos obtenidos en materia de seguridad alimentaria en 
el marco del proceso de paz entre el Gobierno Nacional de Colombia y las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP) y, posteriormente, 
establecer ciertos parámetros para la construcción de políticas públicas 
sobre alimentación en la etapa de posconflicto.

Para abordar dicho propósito, este apartado se encuentra dividido en 
seis acápites: el primero de ellos, presenta las diferentes posturas que 
existen sobre los orígenes del conflicto armado en Colombia y, de allí, la 
tierra como un factor preponderante y determinante en la aparición de 
otras problemáticas asociadas con el conflicto armado como la inseguridad 
alimentaria. El segundo acápite narra el proceso que llevó a la instalación 
de la Mesa de Conversaciones en La Habana, Cuba, así como las propuestas 
iniciales presentadas por los delegados de ambas partes. El tercer acápite 
presenta el acuerdo contenido en el borrador conjunto sobre política de 
desarrollo agrario integral, haciendo énfasis en lo concerniente al sistema 
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de seguridad (soberanía) alimentaria. En el cuarto acápite se exponen los 
nuevos elementos que fueron introducidos en el Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 
firmado el 26 de septiembre de 2016 en la ciudad de Cartagena, Colombia. 
El quinto acápite describe la realización del plebiscito, las modificaciones 
tendentes a la Reforma Rural Integral plasmadas en el Acuerdo Definitivo 
y el proceso posterior de refrendación en el Congreso de la República. En el 
sexto y último acápite se hará una presentación del pronunciamiento de la 
Corte Constitucional sobre los alcances jurídicos y políticos del pronuncia-
miento popular en el Plebiscito del 2 de octubre de 2016 sobre el respaldo 
ciudadano al Acuerdo.

2.1. 	LA RELACIÓN ENTRE LA INSEGURIDAD ALIMENTARIA  
Y EL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA: UNA HISTORIA  
QUE HAY QUE CONTAR

Una de las mayores dificultades que se presenta al abordar el conflicto 
armado que ha vivido Colombia por más de medio siglo, se encuentra en 
identificar el conjunto de antecedentes que lo han originado y aumentado 
a través del tiempo. Además de las dificultades asociadas a la recolección 
de una información clara y cierta, es bastante complejo determinar cuál ha 
sido la evolución de un fenómeno que ha tenido una intensidad tan variable 
o transformaciones en la historia –tanto en modalidades y estrategias como 
en actores involucrados–. En la mayoría de las situaciones, solo es posible 
determinar una tendencia general o las características que identifican ciertas 
etapas del conflicto; así que no sorprende encontrar que existen múltiples 
teorías y opiniones alrededor de sus causas, de su desarrollo e, incluso, de 
las alternativas que deben adoptarse para superarlo de forma definitiva.

La Comisión de Memoria Histórica del Conflicto y sus Víctimas2 ha 
señalado en el mismo sentido, que no existe un acuerdo generalizado sobre 
el período exacto en que inició el conflicto y que, por tal motivo, varias 
posturas han intentado acercarse y definir el momento de origen (Pizarro 
Leongómez, y otros, 2015) (Ver Anexo 1).

2	 Al respecto, el periodista Jorge Cantilla en el periódico El Heraldo hace referencia a la 
creación de la Comisión de Memoria Histórica del Conflicto y sus Víctimas. Dice la nota 
periodística: “Por la necesidad de entender las razones del conflicto armado, la Mesa de 
Diálogos de La Habana instauró mediante un acuerdo, el 5 de agosto de 2014, la Comisión 
de Memoria Histórica del Conflicto y sus Víctimas” (Cantillo Barrios, 2015).
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Una primera postura considera que el conflicto armado en Colombia 
tuvo su punto de partida en la década de 1920 extendiéndose hasta 1960. 
Autores como Javier Giraldo Moreno y Jairo Estrada Álvarez defienden esta 
postura. El primero de ellos afirma lo siguiente: 

Hay una gran convergencia entre los historiadores en ubicar los 
comienzos del conflicto armado que aún afecta a Colombia, en las 
décadas de 1920 a 1960, con una intensificación entre los años 40s y 
los 50s hasta desembocar en 1964 en la conformación de las FARC, el 
ELN y el EPL. Las expresiones de lucha armada de ese período se ubican 
en zonas rurales de varios departamentos y tienen como principal 
protagonista a la población campesina. A juzgar por los análisis de los 
historiadores, el acceso a la tierra es el detonante principal (Giraldo 
Moreno, 2015, p. 416). 

De igual forma, Estrada Álvarez toma como punto de referencia los 
procesos ocurridos durante la década de 1920, los cuales fueron, a su 
criterio, una manifestación del enfrentamiento entre las clases dominantes 
para alcanzar el poder y el control político. De acuerdo con el politólogo 
colombiano: 

Por una parte, se encontraban las facciones cuyo interés consistía 
en darle continuidad a la dominación hacendataria y de burguesía com-
pradora, apoyada en el régimen de hegemonía conservadora, autoritario, 
clerical y excluyente. Por la otra, las facciones que propugnaban por 
imprimirle un mayor impulso al lento proceso de desarrollo capitalista 
iniciado en las últimas décadas del siglo XIX, en un contexto en el que 
se asistía a la creciente movilización y lucha campesina por la tierra 
y al despunte de las luchas obreras y urbanas (…) (Estrada Álvarez, 
2015, p. 314).

La segunda postura –defendida por Alfredo Molano Bravo– ubica el inicio 
del conflicto en el período denominado “La Violencia” (1948 - 1958), el cual 
se asocia al control sobre la tierra y sobre el Estado. Según el autor, factores 
como las armas, el presupuesto nacional, la ideología y la tierra –entendidos 
todos como formas de lucha– dieron continuidad a este período de conflicto 
(Molano Bravo, 2015). 

En las elecciones presidenciales de 1946, Gaitán midió fuerzas con 
el candidato oficial de su partido (Gabriel Turbay) división que permitió 
al partido Conservador, minoritario pero unificado, retomar con Ospina 
Pérez la dirección política del país. Al año siguiente Gaitán ya era jefe 
único de su partido y se perfilaba como el seguro Presidente para el 
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próximo período que se iniciaría en 1950. Esta vez el resultado previ-
sible de las contradicciones internas del partido Liberal era inesperado. 
Con Gaitán la disidencia se hace mayoría, y surge la incógnita: ¿cuál de 
los dos Gaitán de la República Liberal iría a ser el futuro Presidente, el 
agitador social o el conciliador? La oligarquía, de todas maneras teme-
rosa del potencial revolucionario de las masas que lo seguían, no pudo 
soportar la incertidumbre. Gaitán fue asesinado el 9 de abril de 1948, 
fecha que marca un hito en la historia contemporánea de Colombia, 
generalmente asociada al comienzo de la Violencia (Meertens, 2011).

La tercera, y última postura, alude al inicio del conflicto a finales de 
1960 y principios de la década de 1980, período que correspondió al auge 
del narcotráfico. De acuerdo con esta postura, las causas que generaron el 
conflicto son diferentes de las que originaron el periodo de La Violencia y por 
eso, aunque “ambas oleadas están orgánicamente conectadas y muestran 
muchas continuidades (…) son distintas en sus protagonistas, principales 
motivos y lógicas subyacentes” (Gutiérrez Sanín, 2015, p. 498).

Jorge Giraldo Ramírez, Francisco Gutiérrez Sanín3 y Gustavo Duncan 
Cruz4 defienden esta tesis. El primero de ellos sostiene que el conflicto se 
ha caracterizado por una discontinuidad temporal, puesto que, desde 1965 
hasta 1980, se trató de un fenómeno marginal y simbólico, que si bien tuvo 
como antecedentes el surgimiento de nuevas guerrillas en el 70 y grupos de 
autodefensa, paramilitares y narcotráfico en los 80, solo puede hablarse de 
una escalada del conflicto armado desde mediados de esta última década 
hasta principios del siglo XXI (Giraldo Ramírez, 2015).

Considerando lo anterior, es claro que no existe un criterio unificado que 
fije el origen del conflicto, solo existen factores y posturas que determinan 
su desarrollo; sin embargo, al considerar cada una de ellas pareciera que 
la tierra es el mayor punto de encuentro (Giraldo Moreno, 2015) (Estrada 
Álvarez, 2015) (Molano Bravo, 2015) (Giraldo Ramírez, 2015) (Gutiérrez 
Sanín, 2015) (Duncan Cruz, 2015) (Fajardo Montaña D. , 1999) (Reyes 
Posada, 2016 A) y que además –en palabras del Centro Nacional de Memoria 
Histórica– su apropiación, uso y tenencia fueran los motores del origen y la 

3	 Los argumentos de este autor con relación a la postura pueden encontrarse en el ensayo 
titulado “¿Una historia simple?”, que hace parte del Informe de la Comisión Histórica y sus 
Víctimas de 2015 (Gutiérrez Sanín, 2015).

4	 Al respecto, puede encontrarse la justificación que realiza el autor de la postura en el ensayo 
titulado “Exclusión, insurrección y crimen”, que hace parte del Informe de la Comisión 
Histórica y sus Víctimas de 2015 (Duncan Cruz, 2015).



Seguridad alimentaria y derecho a la alimentación en escenarios de posconflicto 

▪  40

perduración del conflicto armado (Centro Nacional de Memoria Histórica, 
2013 A).

Sobre este mismo punto, afirma Fajardo Montaña que la cuestión agraria 
es el “factor desencadenante” (Fajardo Montaña D., 2015) del conflicto 
armado del país y que por eso, desde las primeras décadas del siglo XX, 
ya existía una variedad de tensiones relacionadas con la tierra, tales como: 
excesiva concentración de propiedad rural, grandes irregularidades en la 
apropiación de tierras baldías, débil legitimidad de los títulos de propiedad 
y persistencia de formas de autoridad en la propiedad que desconocían las 
normas laborales (Fajardo Montaña D., 2015).

En esta misma línea, ha establecido Alejandro Reyes Posada, que la 
“(…) confrontación armada en Colombia ha sido fundamentalmente una 
guerra por el territorio, porque la tierra ha sido históricamente la fuente 
de rentas privilegiadas para los ricos y el recurso de supervivencia de los 
pobres” (Reyes Posada, La reforma rural para la paz, 2016 A), y la brecha 
que ha creado la desigualdad en cuanto a su posesión ha generado que la 
tierra sea el eje fundamental para entender el conflicto y que dicho eje se 
encuentre asociado con el derecho a la rebelión, pues, de acuerdo con su 
planteamiento, la tenencia de la tierra se encuentra directamente relacionada 
con tres necesidades básicas: vivienda, alimentación y trabajo. En la medida 
que el Estado falta al deber de garantizar estas necesidades, legitima el 
derecho a la rebelión de los ciudadanos y justifica la insurgencia (Giraldo 
Moreno, 2015).

En este orden de ideas, se podría afirmar que la aparición del conflicto 
en Colombia obedece al incumplimiento del deber del Estado de garantizar 
unas necesidades básicas (vivienda, alimentación y trabajo) que se relacionan 
fundamentalmente con la tierra, lo cual explica también, que los problemas 
en el acceso y tenencia de la misma terminen por influir en la garantía y 
satisfacción de dichas necesidades, entre ellas la alimentación (Giraldo 
Moreno, 2015). Al analizar la alimentación como necesidad, es posible 
encontrar que una débil garantía –que se traduce en la falta de alimentos 
suficientes o inseguridad alimentaria5– tiene relación directa con el acceso 
5	 El concepto de seguridad alimentaria se toma de la definición que al respecto se incluyó 

en la Declaración de Roma de 1996 sobre Seguridad Alimentaria Mundial, de la siguiente 
forma: “La seguridad alimentaria existe cuando todas las personas tienen, en todo momento, 
acceso físico, social y económico a alimentos suficientes, inocuos y nutritivos que satisfacen 
sus necesidades energéticas diarias y preferencias alimentarias para llevar una vida activa 
y sana” (Cumbre Mundial sobre la Alimentación, 1996).
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y disponibilidad de bienes de producción y mercados laborales, y que ello 
ubica a la tierra como un elemento central en vista de que es la base para la 
producción de alimentos y el eje en torno al cual, se organizan los sistemas 
de producción en la población rural (Molina Cruz, s. f.).

El acceso a la tierra es, precisamente, el factor que incide directamente 
en la capacidad de las personas para obtener alimentos suficientes, ya 
sea de forma directa o a través del mercado (Molina Cruz, s. f.), y por eso, 
tiene importancia que en medio del conflicto armado se hayan generado 
múltiples problemas en el país por la forma de apropiación de los recursos. 
Dichos problemas han terminado por desplazar y separar a las comunidades 
de sus tierras, así como por limitar el acceso a los recursos a través de 
procedimientos que combinan el ejercicio de la violencia con políticas de 
apropiación y distribución de tierras públicas (Fajardo Montaña D., 2015).

Se afirma, por esto, que el desplazamiento y el conflicto armado tienen 
una estrecha relación con el problema de tierras, más aún cuando expulsar 
a las personas de su territorio ha sido históricamente una estrategia de los 
grupos armados para fortalecer su control territorial y apropiarse de los pre-
dios agrícolas (Ibáñez & Querubín, 2004). Lógicamente, el desplazamiento es 
más intenso en aquellos departamentos que tienen una mayor concentración 
de la propiedad agraria (Fajardo Montaña D., 1999), y en lo concerniente a 
las poblaciones afectadas, la inseguridad alimentaria es más aguda6.

La falta de una tierra donde cultivar alimentos y vivir de manera au-
tónoma genera adicionalmente problemas como la dependencia forzosa de 
otros propietarios (Giraldo Moreno, 2015), la concentración de la tierra en 
pocas personas y el asentamiento de agricultores con escasos recursos en 
tierras marginales7, lo que afecta directamente los patrones de uso de la 
tierra, las prácticas agrícolas y la seguridad alimentaria (Molina Cruz, s. f.).

A lo anterior, se suma la aplicación de políticas macro - económicas en 
el sector rural que, entre otras cosas, han contribuido a que la producción 

6	 Se ha determinado que “la Seguridad Alimentaria sufre una caída vertical en la población 
como consecuencia del desplazamiento forzado. Según un estudio efectuado por el Programa 
Mundial de Alimentos, el consumo promedio de las personas desplazadas es de 1752 kcal 
diario, lo que significa un consumo menor que lo requerido como mínimo de 2100 kcal diario 
por persona” (Trentmann, 2003, p. 8).

7	 En el mismo sentido, afirma Eduardo Pizarro Leongómez que “(…) el masivo desplazamiento 
de la población en las zonas rurales [solo] ha agudizado la concentración de la tierra y creado 
inmensos cinturones de miseria en las ciudades” (Pizarro Leongómez, 2015, p. 18).
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agrícola sea poco rentable –si se consideran los altos costos de transacción 
y la falta de infraestructura– y la producción de alimentos, insuficiente 
(Molina Cruz, s. f.). 

Al respecto, afirma Fajardo Montaña que la inseguridad alimentaria 
en el país se ha consolidado como una consecuencia de la implementación 
de políticas de liberalización y apertura económica en la agricultura. Para 
entender dicha situación, el autor señala que históricamente Colombia ha 
contado con dos modelos en el desarrollo agrario: uno proteccionista8 y 
otro de liberalización económica9. Con el primero, el país se caracterizó 
por intentar un tipo de autosuficiencia alimentaria, mientras que con 
el segundo, dicha autosuficiencia disminuyó de forma drástica (Fajardo 
Montaña D., 2015).

Empezando con el modelo proteccionista, se considera que, durante este 
período (década de los cincuenta), el Estado con su intervención –institucio-
nal, técnica, financiera, tecnológica y normativa– no solo logró controlar la 
entrada de alimentos y otros productos, sino que, además, logró estimular 
la exportación a través de subsidios y garantías para la producción y comer-
cialización agraria (Bálcazar V., Vargas, & Orozco A, 1998).

8	 En Colombia, la implementación de un modelo proteccionista se remonta a la década de 
los cincuenta; dicho modelo abarcó cuatro segmentos: el primero de ellos comprendía la 
aplicación de barreras de protección frente a la competencia extranjera, en cultivos como 
sorgo, algodón, soya, maíz amarillo, cebada e, incluso, arroz; así como la transferencia de 
ingresos a los productores a través de tasas subsidiadas de interés y subsidios pagados con 
recursos del presupuesto nacional. El segundo segmento comprendía el café y otros cultivos 
con vocación para la exportación –como el banano y las flores–; los cuales se beneficiaron 
de medidas específicas de protección comercial, crédito subsidiado y pagos directos en 
proporción al valor de las exportaciones. El tercer segmento se mantuvo al margen de estos 
privilegios, por lo que la evolución de estos cultivos –como los frutales, los de hortalizas, 
tubérculos y legumbres– dependió casi en forma exclusiva de la dinámica de conformación y 
modernización del mercado interno. El cuarto, y último segmento, abarcó la ganadería bovina 
que contó con protección tecnológica ante el escaso grado de desarrollo en infraestructura 
y la relativa informalidad en la organización del mercado. (Bálcazar V., Vargas, & Orozco 
A, 1998).

9	 El modelo de liberalización y apertura económica fue implementado en Colombia en 1990 
a partir de un proceso de ajuste estructural en el sector agrario. Bajo este modelo, algunos 
cultivos (en especial los que tenían vocación para la exportación) entraron en crisis ante 
la competencia internacional, unos sectores –como la ganadería extensiva, la producción 
pecuaria intensiva, los cultivos permanentes y los cultivos de productos no transables– 
aumentaron la producción y otros –como la ganadería bovina extensiva– ocuparon la mayor 
parte de las tierras que antes eran cultivadas con granos y oleaginosas (Bálcazar V., Vargas, 
& Orozco A, 1998).



Los puntos acordados y por acordar en la mesa de conversaciones en lo relativo a la seguridad ...

▪  43

La Misión de Estudios del Sector Agropecuario10 constató que la aplica-
ción de estas medidas consiguió que el país, a finales de 1980, alcanzara 
elevados niveles de autosuficiencia alimentaria, aun frente a los problemas 
derivados del narcotráfico y del incremento de estructuras monopólicas en 
la agricultura (Misión de Estudios del Sector Agropecuario, 1998). 

No obstante, la aplicación de medidas de liberalización económica 
en 1990 desencadenó diferentes cambios y ajustes en los esquemas de 
producción y el uso de recursos en el sector agrario (Bálcazar V., Vargas, 
& Orozco A, 1998). Como consecuencia importante, Colombia sufrió una 
disminución en el abastecimiento de alimentos con producción nacional, 
que la llevó en últimas, a incrementar progresivamente las importaciones11. 
Dichas condiciones se acentuaron los años posteriores por las directrices 
sobre el comercio de bienes agrícolas provenientes del Banco Mundial y el 
Fondo Monetario. Actuando de acuerdo con ellas, los gobiernos de turno 
redujeron de forma contundente las asignaciones de recursos para la agri-
cultura que se relacionaba con los alimentos de consumo directo (Fajardo 
Montaña D., 2015).

Tales decisiones, junto con los tratados de libre comercio12, los desplaza-
mientos forzados y la usurpación de tierras existente en el país –referida en 
párrafos anteriores–, han incidido en la reducción de la cantidad de bienes 
básicos que se producen y han ubicado al país en proporciones que advierten 
que este se encuentra muy por debajo del mínimo de consumo de kilocalorías 
que se requiere según la FAO13 (Pizarro Leongómez y otros, 2015).

10	 Creada en 1997 bajo la dirección del Ministerio de Agricultura, fue una misión que contó con 
diez investigadores que realizaron un estudio sobre la situación del sector agropecuario en 
Colombia y que además, se encargaron de entregar al Gobierno una serie de recomendaciones 
sobre las medidas que se debían adoptar a favor del campo (El Tiempo, 1997).

11	 Durante la última década se pasó de importar 405 millones de dólares en 1990 a 4.750 
millones en 2014 (Agronet, 2014).

12	 Según Javier Giraldo Moreno, “los tratados de libre comercio han agravado enormemente 
este problema: los alimentos importados pasaron de 252.516 toneladas en el primer trimestre 
de 2011, a 85.196 toneladas en el primer trimestre de 2012 (…)” (Giraldo Moreno, 2015, p. 
426).

13	 De acuerdo con Javier Giraldo Moreno, “(…) si a mediados de los años 90, 147 
de cada mil personas sub - nutridas en América Latina eran colombianas, a 
comienzos de los 2000 la proporción subió a 173 (…)” (Giraldo Moreno, 2015, 
p. 426).
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2.2.	 INSTALACIÓN DE LA MESA DE CONVERSACIONES Y PRIMEROS 
ACUERDOS

La persistencia del conflicto armado y de los problemas que pueden vin-
cularse al mismo –como los desplazamientos forzados, el narcotráfico o la 
inseguridad alimentaria– fue precisamente lo que llevó al Gobierno nacional 
a intentar un proceso de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia  - Ejército del Pueblo (FARC - EP), en el año de 201214. Dicho proceso 
inició con una serie de encuentros exploratorios entre delegados de ambas 
partes que llevaron a la firma del Acuerdo para la terminación del conflicto 
y la construcción de una paz estable y duradera (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2012) en agosto del mismo año (Semana, 2012 A). 

Con el Acuerdo se pretendía terminar el conflicto a través de una 
serie de conversaciones directas e ininterrumpidas que iniciarían el 17 de 
octubre de 2012 en Oslo, Noruega y continuarían en La Habana, Cuba. Allí 
se discutirían seis puntos de una agenda general establecida en el mismo 
Acuerdo15, el primero de los cuales se destacaba por su referencia a una 

14	 En Colombia, constituyen un antecedente de este proceso de paz que inició en 2012, los 
siguientes procesos: (i) En 1981, se creó una comisión de paz para iniciar conversaciones 
con las FARC - EP, pero no se logró establecer ningún proceso ante la renuncia del Gobierno 
de turno; (ii) En 1982, se inició una negociación de paz con las FARC - EP; (iii) Negociación 
que en 1984 llevó a la firma del Acuerdo de La Uribe que incluyó el cese bilateral del fuego, 
la suspensión de los secuestros y la apertura de espacios políticos para las FARC - EP; pero el 
proceso fracasó y se rompió en 1987; (iv) En 1988 el Gobierno nacional realizó nuevamente 
acercamientos de paz con las FARC - EP y con el M - 19 (Movimiento 19 de abril), el primero 
de los cuales no logró avanzar mientras que el segundo llevo a la expedición de una ley de 
amnistía (v) En 1990 se firmó un acuerdo de paz con el M - 19 que incluyó la entrega de armas, 
el reintegro a la vida civil y ser una fuerza política; (vi) En 1991 se iniciaron conversaciones 
con las FARC - EP y con el ELN (Ejército de Liberación Nacional) que fracasaron en 1992, no 
obstante, de este mismo año data la desmovilización del EPL (Ejército Popular de Liberación), 
del grupo indigenista Quintín Lame y del PRT (Partido Revolucionario de los Trabajadores) 
después de la firma de acuerdos de paz; (vii) En 1993 los integrantes de la Corriente de 
Renovación Socialista, (una división del ELN) entregaron las armas y se reintegraron a la 
vida civil; (viii) En 1998 se le concedió el estatus político al ELN en un esfuerzo por lograr 
un acuerdo de paz y se realizaron encuentros que no prosperaron; (ix) En 1999 se inició un 
tercer proceso formal con las FARC - EP para lograr la paz en la llamada zona de distensión, 
pero los diálogos se realizaron en medio de la confrontación y se rompieron en febrero de 
2002; (x) Año en el cual se iniciaron diálogos con el ELN que una vez más fracasaron (Acosta, 
2012) (Ver Anexo 1)

15	 Agenda constituida por los siguientes puntos: (i) Política de desarrollo agrario integral, (ii) 
Participación política, (iii) Fin del conflicto, (iv) Solución al problema de las drogas ilícitas, 
(v) Víctimas e (vi) Implementación, verificación y refrendación (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2012).
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Política de Desarrollo Agrario Integral y al Sistema de Seguridad Alimentaria 
como parte integrante de la misma (Semana, 2012 B).

Instalada la Mesa de Conversaciones y luego de casi seis meses de 
discusión, el 26 de mayo de 2013 se anuncia el Acuerdo sobre este primer 
punto de la agenda; dicho Acuerdo se denominó Hacia un nuevo campo 
colombiano: Reforma Rural Integral (Gobierno Nacional de la República de 
Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014) 
y solo fue publicado el 6 de junio del siguiente año.

Para llegar a este Acuerdo, la delegación de paz de las FARC - EP presentó 
a la mesa una serie de propuestas en el documento conocido como Desa-
rrollo rural y agrario para la democratización y la paz con justicia social de 
Colombia, 100 propuestas mínimas (Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC - EP), 2013), documento que se organizaba en los siguientes 
capítulos:

i) Acceso a la tierra y democratización de la propiedad; (ii) 
Ordenamiento social y ambiental, democrático y participativo 
del territorio, del derecho al agua y de los usos de la tierra; (iii) 
Reconocimiento político y de todos los derechos del campesinado 
y definición de sus territorios; (iv) Reconocimiento del derecho a 
la tierra y el territorio de las comunidades indígenas, afrodescen-
dientes, raizales y palenqueras y de los territorios interétnicos e 
interculturales; (v) Dignificación del trabajo y del trabajo asalariado 
en el campo; (vi) Garantía de soberanía alimentaria y buen vivir de 
la población; (vii) Catastro al servicio de la soberanía alimentaria, 
los desposeídos del campo y las víctimas del desplazamiento 
forzado y el despojo; (viii) Justicia social territorial y política 
macroeconómica para la paz; (ix) Educación, ciencia y desarrollo 
tecnológico para la transformación democrática del campo; (x) 
Infraestructura física y social y recursos de crédito; (xii) Rea-
firmación de la soberanía frente al capital transnacional y; (xiii) 
Reforma del Estado e institucionalidad democrática y participativa 
(Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2013).

Las propuestas no solo planteaban una alternativa a problemas agrarios 
como el despojo, el acceso a la tierra o la falta de recursos, sino que también 
abordaban los problemas de alimentación y nutrición que generaron insegu-
ridad alimentaria en el país. Aquellas propuestas relativas a la inseguridad 
alimentaria fueron desarrollaron fundamentalmente en los siguientes tres 
capítulos del documento:
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–	 CAPÍTULO SEIS: garantía de soberanía alimentaria y buen vivir de la 
población.

–	 CAPÍTULO SIETE: catastro al servicio de la soberanía alimentaria, los 
desposeídos del campo y las víctimas del desplazamiento forzado y el 
despojo.

–	 CAPÍTULO ONCE: reafirmación de la soberanía frente al capital trans-
nacional.

A continuación se describirán los aspectos más relevantes de estos tres 
capítulos con el fin de comprender las propuestas presentadas por las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejercito del Pueblo FARC - EP y, al 
mismo tiempo, establecer aquellas propuestas que en materia alimentaria 
fueron tomadas en cuenta en el acuerdo de 2013. La información acá 
contenida fue obtenida del documento Desarrollo Rural y Agrario para la 
democratización y la paz con justicia social de Colombia (Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2013).

2.2.1 Garantía de la soberanía alimentaria y el buen vivir de la población 

En el capítulo seis, compuesto por diez propuestas, se plantea lo siguiente: 
la primera propuesta consiste en constitucionalizar el derecho a la soberanía 
alimentaria, por cuanto es el pueblo quien debe estipular cuáles son las 
políticas y estrategias de producción y comercialización de alimentos para 
garantizar así el acceso a los mismos. Además, se propone que el derecho 
a una alimentación sana, nutritiva, en cantidades y calidades suficientes 
sea considerado un derecho fundamental16. 

La segunda propuesta plantea la necesidad de erradicar el hambre por 
medio de un programa especial denominado hambre cero que se costeará 
con recursos del PIB equivalentes al 1 %; este programa incluirá:

a.	Definición de una canasta básica de alimentos, con los estándares 
requeridos para una alimentación sana y nutritiva, a ser garantizada 
gratuitamente por el Estado a toda la población rural y urbana que 
padece de hambre. 

16	 La constitucionalización del derecho se refiere al fenómeno jurídico según el cual el 
ordenamiento legal de un país y, por tanto, el derecho en sí mismo considerado, debe estar 
regido en su interpretación y aplicación por su Constitución (Flórez, 2009).
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b.	La canasta básica será adquirida por el Estado a través de centrales 
regionales y locales de compras directas de alimentos a los produc-
tores campesinos, indígenas y afrodescendientes. Se estimulará la 
producción de alimentos hasta lograr el autoabastecimiento.

c.	 Desconcentración y redistribución de la propiedad sobre la tierra 
y adjudicación gratuita a campesinos sin tierra, a trabajadores y 
proletarios agrícolas, a pobladores urbanos en condiciones de pobreza 
y en especial a mujeres; acompañada de la garantía al acceso a agua, 
semillas, razas de animales, recursos genéticos y crédito subsidiado, 
entre otros, y del fomento a la producción y el consumo de alimentos 
en esas tierras. 

d.	Implementación de programas de generación de empleo rural y 
urbano y apoyo a las economías rurales y populares, con miras a 
mejorar las condiciones de ingreso y la capacidad adquisitiva de 
la población que padece el hambre, la pobreza y la desigualdad 
(Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2013,  
p. 52).

La tercera propuesta está dirigida a que el país logre un autoabaste-
cimiento rural, esto es, una oferta estable y ambientalmente sostenible 
basada en la producción de alimentos por parte de los campesinos, las 
cooperativas rurales y las economías indígenas y afrodescendientes. Dicho 
autoabastecimiento comprende, además, lo siguiente:

a.	Un ordenamiento espacial y territorial que garantice las Zonas de 
producción campesina de alimentos y las zonas de reserva campe-
sina, así como los territorios indígenas y afrodescendientes.

b.	La promoción, protección y el subsidio de una agricultura am-
bientalmente sostenible en sus diferentes componentes (uso de 
energía renovable, manejo de semillas, control biológico de plagas, 
fertilización con abonos orgánicos, uso racional del agua), incluidas 
políticas de investigación y desarrollo.

c.	 De manera especial, la recuperación de la producción y el autoa-
bastecimiento de cereales, en particular de trigo y de maíz para el 
consumo humano, así como de otros productos nativos de alto valor 
nutritivo.

d.	La definición de una política de conservación y protección de las 
semillas nativas naturales, no susceptibles de apropiación privada, 
con la participación de escuelas agroecológicas, universidades y 
centros públicos de investigación.
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e.	La promoción y el estímulo a la agregación de valor, incluido el pro-
cesamiento industrial por parte de pequeños y medianos productores 
de alimentos. 

f.	 La garantía estatal de la salubridad alimentaria mediante el 
restablecimiento de la soberanía sobre los sistemas de gestión y 
certificación de la producción y la comercialización de alimentos, 
incluidas prohibiciones o estrictas regulaciones, 53 según el caso, 
en el uso de fungicidas, pesticidas y otros agroquímicos, así como 
en el uso de transgénicos.

g.	La implementación y el acceso de los productores rurales a sistemas 
de información agrícola que faciliten y posibiliten el ordenamiento 
productivo y el acceso al mercado, cuando a ello hubiere lugar. 

h.	El autoabastecimiento alimentario no excluye la exportación de ali-
mentos (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2013, pp. 52 - 53).

La cuarta propuesta plantea que se garantice a la población, el acceso 
estable y la repartición equitativa de los alimentos, para lo cual se hace 
necesaria una política social que se base en la superación de la concentración 
de las propiedades y las riquezas. Este acceso a la tierra exige:

a.	Definición y organización de la estructura del acceso, considerando 
los alimentos a ser provistos por el mercado, aquellos que provienen 
de sistemas tradicionales o del autoabastecimiento y los que serán 
suministrados por los programas estatales.

b.	Definición y promoción de hábitos y patrones de consumo alimen-
tario salubre y nutricional. 

c.	 Educación alimentaria y tradicional, incluida la protección y el 
rescate de la cultura tradicional. 

d.	Disponibilidad, calidad y acceso a servicios de agua potable, sanea-
miento básico, energía eléctrica y salud. 

e.	Acercamiento de la producción al consumo (Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2013, p. 53).

La quinta propuesta sugiere brindar estímulos a la producción campesina 
de alimentos y a las economías indígenas y afrodescendientes para garantizar 
así la soberanía alimentaria y la productividad de estas.

La sexta propuesta plantea el diseño de un programa que delimite 
territorialmente los espacios encaminados a la producción de alimentos para 
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asignarles un determinado presupuesto y una asistencia técnica, tecnológica 
e investigativa.

La séptima propuesta se refiere a las medidas de protección que debe 
tener la producción de alimentos para el autoabastecimiento, aclarando 
en este punto que la existencia de un modelo de soberanía alimentaria no 
excluye la de un modelo de protección, lo que se busca es la equidad y el 
respeto por las condiciones agroecológicas y ecosistémicas del país, por eso 
se plantean:

a.	Las presiones de cambio en los usos de la tierra impuestas por las 
economías de extracción minero - energética, la construcción de 
represas, la producción de agrocombustibles y los megaproyectos 
de infraestructura.

b.	La imposición de paquetes tecnológicos y de patrones de consumo 
por parte de las corporaciones transnacionales de la alimentación, 
incluidas las patentes sobre semillas, razas de animales y genes. 
Igualmente, la imposición de sistemas de certificación fitosanitaria, 
de trazabilidad y de garantía de salubridad que favorecen a dichas 
corporaciones. 

c.	 La importación de alimentos y, en general, las normas impuestas 
en los tratados de libre comercio. 

d.	Los precios internacionales al alza de producto de la especulación 
financiera.

e.	La extranjerización de la tierra para megaproyectos de producción 
de agrocombustibles.

f.	 Las aspersiones aéreas con glifosato y otras sustancias químicas 
que afectan los productos de pancoger17 (Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia (FARC - EP), 2013, p. 55).

La octava propuesta plantea la necesidad de adoptar una política de 
abastecimiento alimentario que genere un equilibrio entre la producción 
rural y el consumo urbano a través de sistemas de compras regionales y 
locales y a través de redes urbano - locales que vinculen a los productores y 
los consumidores directamente.

17	 Se denominan así aquellos cultivos que satisfacen parte de las necesidades alimenticias de 
una población determinada. En la zona cafetera son cultivos de pancoger: el maíz, el fríjol, 
la yuca y el plátano.
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La novena propuesta aborda la creación de un programa especial de 
infraestructura para la producción de alimentos que implemente la ayuda 
tecnológica y aumente la productividad de los campesinos.

Y la última propuesta establece que las políticas de soberanía alimen-
taria se crearán con la participación social y democrática de la población y 
teniendo en cuenta a las culturas indígenas y afrodescendientes para que 
los lineamientos de los planes y proyectos se construyan de conformidad 
con las necesidades reales.

2.2.2 Catastro al servicio de la soberanía alimentaria, los desposeídos del 
campo y las víctimas del desplazamiento forzado y el despojo 

El capítulo siete se encuentra integrado por diez propuestas –de las cuales 
solo dos se encuentran directamente relacionadas con los problemas de 
alimentación y nutrición en Colombia–, este capítulo resalta que “(…) el país 
no cuenta con un sistema de información catastral actualizado que permit[a] 
definir con plena certeza la situación de los derechos de propiedad sobre 
la tierra y sus usos (…)” (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2013, p. 57) por lo que, se plantea lo siguiente: 

En primer lugar se propone utilizar el catastro como una herramienta 
que contribuya a formar un territorio socio - ambientalmente sostenible 
y a garantizar la soberanía alimentaria en el país; particularmente el 
catastro tendrá como objetivo: desconcentrar la tierra, superar el latifundio 
improductivo y las tierras inadecuadamente explotadas, así como adjudicar 
gratuitamente tierras a campesinos que no la poseen, a comunidades y 
organizaciones campesinas, a trabajadores y obreros del campo, a pobladores 
urbanos en condiciones de pobreza y a comunidades indígenas y afrodes-
cendientes (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP),  
2013).

Para tales efectos, la segunda propuesta sugiere poner en marcha un 
programa especial de rediseño y actualización catastral, que propenda 
por la consolidación del Sistema de Información Catastral –SIC–. Adicio-
nalmente, se plantea que el proceso de actualización catastral no puede 
tener una duración superior a cinco años y que debe contar con todos los 
aspectos técnicos y financieros suficientes para una actualización continua y  
permanente.



Los puntos acordados y por acordar en la mesa de conversaciones en lo relativo a la seguridad ...

▪  51

2.2.3 Reafirmación de la soberanía frente al capital transnacional

El capítulo once se compone de nueve propuestas que no solo contribuyen a 
garantizar la soberanía alimentaria y mejorar sustancialmente las condicio-
nes de nutrición y alimentación de la población, sino que también protegen 
y estimulan la producción nacional y propician estabilidad y sostenibilidad 
para la sociedad rural, en general, y para las economías campesinas, en 
particular.

De acuerdo con la primera propuesta, los tratados de libre comercio 
suscritos por el Gobierno colombiano con gobiernos extranjeros serán 
denunciados o revisados, lo cual se hace extensivo en la segunda propuesta 
a los acuerdos de protección y promoción recíproca de inversiones.

La tercera propuesta sugiere que las controversias derivadas de tratados 
o acuerdos de libre comercio o inversión serán resueltas por la jurisdicción 
nacional; lo que significa que se propone que el país sea retirado del Centro 
Internacional del Arreglo de Diferencias relativas a Inversión, CIADI, del 
Banco Mundial, descartando así, la solución de controversias a través de 
instancias de arbitramento privado internacional. La cuarta propuesta 
determina que se debe prohibir la compra de tierras en grandes extensiones 
por parte de empresas transnacionales y que solo se podrán considerar 
excepciones, estableciendo límites a tales compras. La propuesta advierte 
que no se podrá afectar la soberanía alimentaria y que “(…) se desestimará 
toda compra destinada a proyectos de agrocombustibles, o que implique 
cambios en el uso de la tierra distintos a los agrícolas” (Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2013, p. 72).

En concordancia con lo anterior, la quinta propuesta plantea regulaciones 
especiales para impedir la acumulación de tierras por parte de empresas 
transnacionales, grupos económicos, grandes empresarios nacionales, o 
alianzas o asociaciones entre ellos. De igual forma, se sugiere implementar 
medidas contra la especulación financiera de la tierra y el territorio y prohibir 
el derecho de superficie.

La sexta propuesta establece que la propiedad intelectual de las co-
munidades rurales, campesinas, indígenas y afrodescendientes gozará de 
protecciones especiales, en los siguientes términos:

Los conocimientos y saberes sobre la producción agrícola, el 
relacionamiento con la naturaleza, la biodiversidad y sus usos, así 
como las semillas nativas, serán protegidos frente las pretensiones 
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de apropiación y privatización por parte de empresas transnacionales 
(Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2013, p. 72).

La séptima propuesta sugiere prohibir el uso de transgénicos y paquetes 
tecnológicos impuestos por las transnacionales de los agronegocios, por sus 
efectos nocivos sobre la salud. Igualmente, se propone que los agroquímicos 
sean sustituidos y posteriormente prohibidos, con el fin de impulsar una 
producción agrícola ambientalmente sostenible.

De acuerdo con la octava propuesta, se deben fomentar “[…] procesos 
de integración en América Latina y el Caribe que contribuyan a la soberanía 
alimentaria de la región, y estimulen la producción y el abastecimiento 
regional de alimentos” (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2013, p. 72), lo que hace necesario que se propicien relaciona-
mientos productivos entre las comunidades campesinas de la región.

Y la última propuesta establece que, mientras produce efectos la denun-
cia o revisión de los tratados de libre comercio, se deben impulsar medidas 
que incentiven, protejan y subsidien la producción interna de alimentos y, 
particularmente, la producción campesina, indígena y afrodescendiente.

Es importante aclarar que si bien podría haber un documento por parte 
del Gobierno Nacional, este no se hizo público y no se tiene referencia de 
este, por lo tanto a continuación se abordará el borrador conjunto.

2.3.	 BORRADOR CONJUNTO DEL ACUERDO SOBRE POLÍTICA  
DE DESARROLLO AGRARIO INTEGRAL

El acceso, disponibilidad e idoneidad de los alimentos como dimensiones 
indispensables para la garantía de la seguridad alimentaria son elementos 
necesarios para el desarrollo del sector agrario y el aseguramiento de condi-
ciones de vida digna para la población rural. Sin embargo, la realidad de los 
colombianos que habitan fuera de los centros urbanos18 denota condiciones 
contrarias; muestra de ello son las problemáticas identificadas por el Centro 
Nacional de Memoria Histórica, a saber:
18	 Es preciso anotar que, según datos del Departamento Administrativo Nacional de Estadís-

tica (DANE) el 25 % de la población colombiana habita en zonas rurales (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 2005). Sin embargo, dicha cifra debe ser 
contrastada con el estudio suministrado por el PNUD en su Informe sobre Desarrollo Humano 
(2011), donde la cifra aumenta a un 32 % debido a que la Corporación de las Naciones Unidas 
estableció un Índice de Ruralidad, el cual utiliza factores como la densidad de la población 
y la distancia promedio a ciudades de 100.000 habitantes o más; alejándose así, del criterio 
tradicional de selección de ruralidad, según el cual, habitan el campo quienes que se ubican 
por fuera de la cabecera del municipio.
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[…] la alta concentración de la propiedad reflejadas en un índice Gini 
de tierras del 0,87; los conflictos de uso del suelo con una preponderante 
sobre - explotación en ganadería extensiva y la subutilización del suelo 
en agricultura; los altos niveles de informalidad en los derechos de 
propiedad rurales; el despojo y abandono de tierras por medios violentos 
y a través de la violación de normas jurídicas, en una magnitud muy 
significativa; la persistencia de diversos conflictos por la tierra y su 
relación con el conflicto armado interno, los atrasos en la actualización 
catastral y falta de información sobre la tenencia de la tierra (hace 40 
años se hizo el último censo agropecuario), la configuración de estruc-
turas agrarias ilegales vinculadas al conflicto, el paso de la lucha por 
la tierra a la disputa de los territorios, y la violencia contra la población 
rural (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013 B, p. 148)19.

Las condiciones de desigualdad en el contexto rural, mencionadas 
anteriormente, se han consolidado como factores que causan pobreza y 
marginalidad rural20. Así, según el Informe de Desarrollo Humano (2011), se 
evidencia que el 29 % de la población campesina se encuentra en condiciones 
de pobreza extrema, imposibilitando el acceso a una canasta de alimentos 
básicos y, como consecuencia, el hambre. En las ciudades, por el contrario, 
el índice de pobreza extrema equivale a un 7,1 % de la población (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 2011), comparación que 
resulta alarmante en tanto señala que la población campesina se encuentra 
en condiciones de vida desventajosas en contraste con la población urbana, 
haciendo notable la ausencia del aparato estatal.

El análisis del panorama general no presenta mejoría. Muestra de ello son 
los elevados índices de inseguridad alimentaria en el país, la cual se presenta 
cuando la disponibilidad de alimentos nutricionalmente adecuados o la capa-
cidad para adquirirlos se encuentran limitadas o son inestables (Campbell, 
1991). En Colombia, según la Encuesta Nacional de la Situación Nutricional 
(ENSIN), para el 2005, cerca del 40,6 % de los hogares colombianos con 

19	 Es necesario aclarar sobre este texto que se cita en el documento, para 2013, año en el cual se 
publica el libro “La política de reforma agraria y tierras en Colombia Esbozo de una memoria 
institucional” por el Centro Nacional de Memoria Histórica, el último Censo Agropecuario 
databa del año 1970. Sin embargo, para el año 2014 el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (DANE) entregó los resultados del tercer Censo Agropecuario (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 2014). 

20	 En cuanto a propiedad rural, Colombia registra una de las más altas desigualdades en Lati-
noamérica y el mundo, con un índice de Gini de 0,87. El Gini es una medida de desigualdad 
entre 0 y 1, en donde 1 significa el máximo posible de desigualdad y cero el mínimo. En 
cuanto a concentración de tierras, 1 indica que la totalidad de la tierra pertenece a una sola 
persona (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 2011).
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menores de 18 años se encontraban en inseguridad alimentaria (Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 2006); cifra que aumentó al 45,7 
% en el año 2010 (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 2011).

En este orden de ideas, resulta un acierto que lo rural fuera uno de los 
pilares fundamentales dentro del proceso de paz, habiendo sido discutida y 
aprobada en la Mesa de Conversaciones una Política de Desarrollo Agrario 
Integral que contemple la creación de un sistema que propenda por garan-
tizar el derecho a la alimentación, pues como bien manifestó el Director 
General de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y 
la Agricultura (FAO), José Graziano da Silva:

[…] no puede existir paz sin seguridad alimentaria, ni seguridad 
alimentaria sin paz. […] Las acciones relacionadas con la promoción 
de seguridad alimentaria contribuyen a reforzar la cohesión social 
y conferir legitimidad a los gobiernos. La inseguridad alimentaria y 
nutricional puede minar el proceso de paz y reiniciar el ciclo de violencia. 
O sea, la inseguridad alimentaria y nutricional genera y aumenta la 
inestabilidad política. Y el inverso también es verdadero (Graziano da 
Silva, 2016, p. 6).

En ese sentido resulta pertinente desarrollar un análisis detallado del 
denominado Sistema de Seguridad Alimentaria21 estipulado en el Borrador 
Conjunto del Acuerdo sobre Política de Desarrollo Agrario Integral presen-
tado en el marco del proceso de paz por los delegados del Gobierno de la 
República de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP) (2014).

2.4.	 PROPUESTA METODOLÓGICA PARA EL ANÁLISIS DEL SISTEMA 
DE SEGURIDAD (SOBERANÍA) ALIMENTARIA PROPUESTO EN 
EL BORRADOR CONJUNTO DEL ACUERDO SOBRE POLÍTICA DE 
DESARROLLO AGRARIO INTEGRAL

Luego de casi dos años desde la instalación de la Mesa de Conversaciones 
en La Habana, el 6 de junio de 2014, las delegaciones de ambas partes 
presentaron, junto con el Borrador Conjunto del Acuerdo sobre Participación 
Política, el Borrador del Acuerdo sobre Política de Desarrollo Agrario Integral 
(en adelante Borrador Conjunto del Acuerdo PODEAI). Dicho documento 
contempla la creación de una Política de Desarrollo Agrario Integral, cuya 

21	 Numeral 3.4 del Borrador Conjunto denominado “Sistema de seguridad (soberanía) alimen-
taria” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014).
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implementación será llevada a cabo mediante la denominada Reforma 
Rural Integral (en adelante RRI). De acuerdo con las consideraciones de la 
Mesa de Conversaciones, la RRI sentará las bases para una transformación 
estructural del campo, creará condiciones de bienestar para la población 
rural y contribuirá a la construcción de una paz estable y duradera (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014).

La RRI está compuesta por tres puntos, a saber: (i) acceso y uso de 
tierras, tierras improductivas, formalización de la propiedad, frontera 
agrícola y protección de zonas de reserva campesina; (ii) Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET); y (iii) Planes Nacionales para la 
Reforma Rural Integral. Este último punto contempla la creación de distintos 
planes nacionales22 que tienen como objetivo la superación de la pobreza y 
la desigualdad, logrando así condiciones de bienestar para la población del 
campo en Colombia. Asimismo, busca la integración y el cierre de la brecha 
existente entre el campo y los centros urbanos (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014).

Entre los planes nacionales a crear, encontramos: (i) aquellos dirigidos al 
desarrollo y mejoramiento de la infraestructura del campo y la adecuación de 
tierras23; (ii) aquellos enfocados en el desarrollo social mejorando los servicios 

22	 “3. Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral: el objetivo central de los planes 
nacionales para la Reforma Rural Integral es por una parte la superación de la pobreza y la 
desigualdad, para alcanzar el bienestar de la población rural; y por otra, la integración y el 
cierre de la brecha entre el campo y la ciudad. La superación de la pobreza no se logra sim-
plemente mejorando el ingreso de las familias, sino asegurando que tengan acceso adecuado 
a servicios y bienes públicos. Esa es la base de una vida digna. Por eso la superación de la 
pobreza en el campo depende, ante todo, de la acción conjunta de los planes nacionales para 
la Reforma Rural Integral, que en una fase de transición de 10 años, logre la erradicación 
de la pobreza extrema y la reducción en todas sus dimensiones de la pobreza rural en un 
50 %, así como la disminución de la desigualdad y la creación de una tendencia hacia la 
convergencia en mejores niveles de vida en la ciudad y en el campo” (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014, pp. 11 - 12)

23	 “3.1. Infraestructura y adecuación de tierras 3.1.1. Infraestructura vial: con el propósito de 
lograr la integración regional y el acceso a los servicios sociales y a los mercados, incidir 
favorablemente sobre el precio de los alimentos como garantía de (seguridad alimentaria*) 
y mejorar el ingreso de población campesina, el gobierno nacional creará e implementará un 
Plan Nacional de Vías Terciarias. En su desarrollo, el Plan tendrá en cuenta los siguientes 
criterios: a. La participación activa de las comunidades en la priorización, ejecución y segui-
miento de las obras. b. La asistencia técnica y la promoción de las capacidades organizativas 
de las comunidades para garantizar el mantenimiento y la sostenibilidad de las obras. c. El 
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en salud, educación, vivienda y erradicación de la pobreza24; (iii) planes 
dirigidos a estimular la producción agropecuaria, la economía solidaria y 

estímulo a la economía local dando prioridad a la contratación de trabajadores y adquisición 
de materiales locales. d. La promoción y aplicación de diversas soluciones tecnológicas. 
e. La importancia de garantizar la sostenibilidad de las condiciones socioambientales. 
*Pendiente discusión 1.6. seguridad - soberanía alimentaria 3.1.2. Infraestructura de riego: 
con el propósito de impulsar la producción agrícola familiar y la economía campesina en 
general, garantizando el acceso democrático y ambientalmente sostenible al agua, el gobierno 
nacional creará e implementará el Plan Nacional de Riego y Drenaje para la economía 
campesina, familiar y comunitaria. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios: a. La promoción y aplicación de soluciones tecnológicas apropiadas de 
riego y drenaje para la economía campesina, familiar y comunitaria, de acuerdo con las 
particularidades de las zonas, del proyecto productivo y de las comunidades. b. La recupe-
ración de la infraestructura de riego de la economía campesina, familiar y comunitaria. c. El 
acompañamiento a las asociaciones de usuarios en el diseño y formulación de los proyectos 
de riego y drenaje. d. La asistencia técnica y la promoción de las capacidades organizativas 
de las comunidades para garantizar el mantenimiento, la administración y la sostenibilidad 
económica y ambiental de los proyectos de riego y drenaje. e. La promoción de prácticas ade-
cuadas para el uso del agua en el riego. f. La preparación para mitigar los riesgos originados 
por el cambio climático. 3.1.3. Infraestructura eléctrica y de conectividad: con el propósito 
de garantizar condiciones de vida digna y mejorar la conectividad, el gobierno nacional 
diseñará e implementará un Plan Nacional de Electrificación Rural y un Plan Nacional de 
Conectividad Rural, con los siguientes criterios: a. La ampliación de la cobertura eléctrica. 
b. La promoción y aplicación de soluciones tecnológicas apropiadas de generación eléctrica 
de acuerdo con las particularidades del medio rural y de las comunidades. c. La asistencia 
técnica y la promoción e las capacidades organizativas de las comunidades para garantizar 
el mantenimiento y la sostenibilidad de las obras. d. La capacitación en el uso adecuado de 
la energía para garantizar su sostenibilidad. e. La instalación de la infraestructura necesaria 
para garantizar el acceso a internet de alta velocidad en las cabeceras municipales. f. La 
oferta de soluciones de acceso comunitario a internet para centro poblados.” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014, pp. 12 - 13).

24	 “2. Desarrollo social: salud, educación, vivienda, erradicación de la pobreza. 3.2.1. Salud: 
con el propósito de acercar la oferta de servicios de salud a las comunidades, fortalecer la 
infraestructura y la calidad de la red pública en las zonas rurales y mejorar la oportunidad 
y la pertinencia de la prestación del servicio, se creará e implementará el Plan Nacional de 
Salud Rural. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a. La 
construcción y el mejoramiento de la infraestructura sobre la base de un diagnóstico amplio 
y participativo que permita atender al mayor número de usuario en cada región, la dotación 
de equipos, incluyendo la adopción de nuevas tecnologías para mejorar la atención (ej. 
Telemedicina), y la disponibilidad y permanencia de personal calificado. b. La adopción de 
un enfoque diferencial y de género, incluyendo medidas especiales para mujeres gestantes 
y los niños y niñas, en la prevención, promoción y atención en salud. c. La creación de un 
modelo especial de salud pública para zonas rurales dispersas, con énfasis en la prevención, 
que permite brindar atención en los hogares o en los lugares de trabajo. d. Un sistema de 
seguimiento y evaluación permanente para garantizar la calidad y oportunidad de la atención. 
3.2.2. Educación rural: con el propósito de brindar atención integral a la primera infancia, 
garantizar la cobertura, la calidad y la pertinencia de la educación y erradicar el analfabetismo 
en las áreas rurales, así como promover la permanencia productiva de los jóvenes en el 
campo, y acercar las instituciones académicas regionales a la construcción del desarrollo 
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cooperativa, brindar asistencia técnica, subsidios, créditos, incentivar la 
generación de ingresos, el mercadeo y lograr la formalización laboral25; y, 

rural, el Gobierno nacional creará e implementará el Plan Especial de Educación Rural. Para 
el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a. La cobertura universal 
con atención integral a la primera infancia. b. Modelos flexibles de educación preescolar, 
básica y media, que se adapten a las necesidades de las comunidades y del medio rural con 
un enfoque diferencial. c. La construcción, reconstrucción, mejoramiento y adecuación de 
la infraestructura rural, incluyendo la disponibilidad y permanencia del personal docente 
calificado y el acceso a tecnologías de información. d. La garantía de la gratuidad educativa 
para educación preescolar, básica y media. e. El mejoramiento de las condiciones para el 
acceso y la permanencia en el sistema educativo a través de un acceso gratuito a útiles, textos, 
alimentación escolar y transporte. f. La oferta de programas e infraestructura de recreación, 
cultura y deporte. g. La incorporación de la formación técnica agropecuaria en la educación 
media (décimo y once). h. La disponibilidad de becas con créditos condonables para el acceso 
de la población rural más pobre a servicios de capacitación técnica, tecnológica y universitaria 
que incluya, cuando sea pertinente, apoyos a la manutención. i. La promoción de la formación 
profesional de las mujeres en disciplinas no tradicionales para ellas. j. La implementación 
de un programa especial para la eliminación del analfabetismo rural. k. El fortalecimiento 
y promoción de la investigación, la innovación y el desarrollo científico y tecnológico para el 
sector agropecuario, en áreas como agroecología, biotecnología, suelos, etc. l. Incremento 
progresivo de los cupos técnicos, tecnológicos y universitarios en las zonas rurales. m. 
Promover la ampliación de oferta y la capacitación técnica, tecnológica y universitaria en 
áreas relacionadas con el desarrollo rural. 3.2.3. Vivienda y agua potable: con el propósito 
de garantizar condiciones de vida digna a los habitantes del campo, el Gobierno nacional 
creará e implementará el Plan nacional de construcción y mejoramiento de la vivienda social 
rural. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a. La aplicación 
de soluciones de vivienda adecuadas, de acuerdo con las particularidades del medio rural 
y de las comunidades, con enfoque diferencial. b. La promoción y aplicación de soluciones 
tecnológicas apropiadas (acueductos veredales y soluciones individuales) para garantizar el 
acceso al agua potable y el manejo de aguas residuales. c. El otorgamiento de subsidios para 
la construcción y para el mejoramiento de vivienda, que prioricen a la población en pobreza 
extrema, las víctimas, los beneficiarios del Plan de distribución de tierras y a la mujer cabeza 
de familia. Los montos del subsidio no reembolsable, que podrán cubrir hasta la totalidad 
de la solución de vivienda, se fijarán atendiendo los requerimientos y costos de construcción 
en cada región, con el fin de garantizar condiciones de vivienda digna. d. La participación 
activa de las comunidades en la definición de las soluciones de vivienda y la ejecución de 
los proyectos. e. La asistencia técnica y la promoción de las capacidades organizativas de 
las comunidades para garantizar el mantenimiento, la operación y la sostenibilidad de las 
soluciones de acceso al agua y el manejo de aguas residuales. f. Promover prácticas adecuadas 
para el uso del agua potable” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014, pp. 13 - 15).

25	 “3.3. Estímulos a la producción agropecuaria y a la economía solidaria y cooperativa. 
Asistencia Técnica. Subsidios. Crédito. Generación de ingresos. Mercadeo. Formalización 
laboral.3.3.1. Estímulos a la economía solidaria y cooperativa: con el propósito de estimular 
diferentes formas asociativas de trabajo de o entre pequeños y medianos productores, ba-
sadas en la solidaridad y la cooperación, que fortalezcan la capacidad de los pequeños 
productores de acceder a bienes y servicios, comercializar sus productos y en generales 
mejorar sus condiciones de vida, de trabajo y de producción, el Gobierno nacional creará e 
implementará el Plan nacional de fomento a la economía solidaria y cooperativa rural. Para 
el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a. El acompañamiento, 
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(iv) los planes enfocados en garantizar el derecho a la alimentación, es decir, 

apoyo técnico y financiero a las comunidades rurales en la creación y fortalecimiento de 
cooperativas, asociaciones y organizaciones solidarias y comunitarias, especialmente 
aquellas vinculadas con la producción y el abastecimiento alimentaria, en particular la 
producción orgánica y agroecológica, y las organizaciones de mujeres. b. El fortalecimiento 
de las capacidades productivas y de las condiciones de acceso a los instrumentos de desa-
rrollo social (medios de producción, asistencia técnica, formación y capacitación, crédito y 
comercialización, entre otros). c. Estimular la economía solidaria y cooperativa como medio 
para canalizar recursos y servicios a la población rural. d. El apoyo a las organizaciones 
comunitarias y asociaciones para contribuir a la gestión de proyectos de infraestructura y 
equipamiento (vías, vivienda, salud, educación, agua y saneamiento básico, riego y drena-
je). 3.3.2. Asistencia técnica: con el propósito de fortalecer las capacidades productivas de 
la economía campesina, familiar y comunitaria para desarrollar sus proyectos productivos 
y estimular procesos de innovación tecnológica, el Gobierno nacional diseñará e implemen-
tará un Plan nacional de asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a la investi-
gación. Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a. La ga-
rantía de la provisión del servicio de asistencia integral, técnica y tecnológica (avances en 
los aspectos técnico - productivos, organizativos y sociales, de gestión, administración, in-
formática, finanzas, mercadeo y capacitación) a la producción de la economía campesina, 
familiar y comunitaria, de manera descentralizada. La asistencia integral técnica y tecno-
lógica es un servicio público gratuito para los beneficiarios del Fondo de Tierras y para los 
pequeños productores, y contará con un subsidio progresivo para los medianos productores. 
b. La regulación y supervisión de la calidad del servicio de asistencia técnica y tecnológica, 
incluyendo un sistema de seguimiento y evaluación participativo y comunitario. c. La vin-
culación de la asistencia técnica y tecnológica con los resultados de procesos de investiga-
ción e innovación agropecuaria, incluyendo el uso de las tecnologías de la comunicación y 
la información. d. La promoción y protección de las semillas nativas y los bancos de semillas 
para que las comunidades puedan acceder al material de siembra óptimo y, de manera 
participativa, contribuyan a su mejoramiento, incorporando sus conocimientos propios. 
Además, la estricta regulación socio - ambiental y sanitaria de los transgénicos, propiciando 
el bien común. Lo anterior en el marco de la obligación inquebrantable del Estado de tomar 
las medidas y usar las herramientas necesarias para salvaguardar el patrimonio genético 
y la biodiversidad como recursos soberanos de la nación. 3.3.3. Subsidios, generación de 
ingresos y crédito: además de los subsidios que el Gobierno nacional otorgará a la economía 
campesina, familiar y comunitaria mediante los planes y programas de distribución de 
tierras, asistencia técnica, vivienda, infraestructura y, en general, de todos los bienes y 
servicios sociales que constituyen el acceso integral, el Gobierno nacional diseñará e im-
plementará un Plan para apoyar y consolidar la generación de ingresos de la economía 
campesina, familiar y comunitaria, y de los medianos productores con menores ingresos. 
Para el desarrollo del Plan se tendrán en cuenta los siguientes criterios: a. La provisión de 
recursos de capital semilla no reembolsables que permitan el arranque exitoso de los 
proyectos productivos de los beneficiarios de distribución de tierras. b. La promoción de 
fondos agropecuarios rotatorios de las asociaciones de pequeños productos y de los media-
nos con menores ingresos. c. La adopción de un sistema de garantías que facilite el acceso 
de la economía campesina, familiar y comunitaria al crédito agropecuario. d. A la luz de lo 
acordado en el punto 1.6 sobre inembargabilidad e inalienabilidad, la provisión de líneas 
de crédito blandas, ágiles y oportunas y subsidiadas para la economía campesina, familiar 
y comunitaria, y actividades complementarias, y con subsidios progresivos para los media-
nos productores con menores ingresos, orientados a apoyar especialmente la seguridad 
(soberanía) alimentaria, la reconversión productiva y la generación de valor agregado. Las 
líneas de crédito subsidiadas para la compra de tierra se otorgarán exclusivamente a los 
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la seguridad (soberanía) alimentaria (Gobierno nacional de la República 
de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014) (ver Anexo 2 y 3). 

pequeños productores. e. La promoción de seguros de cosecha subsidiados para la produc-
ción agropecuaria de la economía campesina, familiar y comunitaria en todas sus modali-
dades. f. El fomento de una cultura de manejo de todo tipo de riesgos. g. Junto con los 
manuales de crédito subsidiado, se informará ampliamente y se acompañará prioritaria-
mente a los pequeños productores rurales en el uso de los mecanismos de normalización 
de cartera, que les permita retomar la producción de la economía campesina, familiar y 
comunitaria en sus predios para proteger su subsistencia. 3.3.4. Mercadeo: con el fin de 
garantizar adecuadas para la comercialización de los productos provenientes de la produc-
ción de la economía campesina, familiar y comunitaria, y mejorar su disponibilidad como 
garantía para la seguridad (soberanía) alimentaria, el Gobierno nacional creará e imple-
mentará el Plan nacional para la promoción de la comercialización de la producción de la 
economía campesina, familiar y comunitaria. Para el desarrollo del Plan se tendrán en 
cuenta los siguientes criterios: a. La promoción de asociaciones solidarias para comerciali-
zación que provean información y logística, administren los centros de acopio y promocio-
nen los productos del campo, dando especial atención a las áreas priorizadas, de manera 
que se minimicen progresivamente la intermediación, se reduzca el precio final al consu-
midor, se propicien relacionamientos directos entre productores y consumidores y se creen 
condiciones para garantizar mejores ingresos para el productor. b. Financiación o cofinan-
ciación de centros de acopio para la producción alimentaria de la economía campesina, 
familiar y comunitaria que atiendan las particularidades y las necesidades de la región así 
como la promoción de la administración de los centros de acopio por parte de las comuni-
dades organizadas. c. La promoción en los centros urbanos de mercados para la producción 
de la economía campesina, familiar y comunitaria. d. La promoción de encadenamientos de 
la pequeña producción rural con otros modelos de producción, que podrán ser verticales u 
horizontales y en diferente escala, en función de la integración campo - ciudad, en beneficio 
de las comunidades y para agregar valor a la producción. e. El diseño e implementación 
progresiva de un mecanismo de compras públicas para atender la demanda de las entidades 
y programas institucionales, que de manera descentralizada, fomente la producción local 
para apoyar la comercialización y absorción de la producción de la economía campesina, 
familiar y comunitaria. f. La implementación para el productor, de un sistema de informa-
ción de precios regionales que se apoye en las tecnologías de la información y las comuni-
caciones. 3.3.5. Formalización laboral rural y protección social: el Gobierno nacional forta-
lecerá al máximo el sistema de protección y seguridad social de la población rural. A la luz 
de las normas de la OIT de las que Colombia es parte y con el propósito de garantizar el 
trabajo digno y los derechos de los trabajadores del campo, y su protección social (protección 
a la vejez y riesgos laborales), el Gobierno Nacional creará e implementará el Plan progre-
sivo de protección social y de garantía de derechos de los trabajadores rurales. El Plan 
habrá de dignificar las condiciones laborales rurales, mediante la aplicación plena, con la 
inspección del trabajo, de la normatividad sobre relaciones contractuales, la regulación 
correspondiente sobre jornada, remuneración y subordinación, considerando los desarrollos 
jurisprudenciales favorables a los trabajadores, las normas internacionales de la OIT apli-
cables, sobre el trabajo en general y el trabajo rural en particular, que permitan garantizar 
de manera efectiva el derecho fundamental al trabajo. Para el desarrollo del Plan se tendrán 
en cuenta los siguientes criterios: a. Campañas para la erradicación del trabajo infantil y 
medidas inmediatas para la erradicación de las peores formas de trabajo infantil. b. La 
garantía de protección social mediante un beneficio económico periódico para los trabaja-
dores del campo en edad de jubilarse y de un subsidio de riesgos laborales, proporcional a
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De acuerdo con el Borrador Conjunto del Acuerdo PODEAI, y como 
es el objeto de esta investigación, el Sistema de Seguridad (soberanía)26 
Alimentaria (en adelante SSA) tiene como finalidad:

	 un ahorro individual acompañado de un subsidio por parte del Estado. c. La promoción 
y estímulo de procesos organizativos de los trabajadores del campo a través de formas 
asociativas basadas en la solidaridad y la cooperación, de tal forma que se facilite el acceso 
a servicios del Estado orientados al bienestar de los trabajadores. d. La promoción de la 
vinculación laboral de las personas en situación de discapacidad. e. La promoción de la 
vinculación laboral de las mujeres en áreas productivas no tradicionales. f. La capacitación a 
los trabajadores agrarios y a las empresas, en materia de obligaciones y derechos laborales, 
y el fomento de la cultura de la formalización laboral. g. El fortalecimiento del sistema fijo 
de inspección laboral y la creación de un sistema móvil de inspección en las áreas rurales 
que permite que los trabajadores puedan exigir debidamente sus derechos laborales y 
tramitar adecuadamente conflictos de carácter laboral. h. Los planes y programas social 
y ambientalmente sostenibles que se desarrollarán en las zonas rurales, se harán con el 
concurso de la mano de obra de las comunidades de la zona. Las condiciones laborales de 
estos programas se adecuarán a la normativa internacional y nacional, y se regirán por los 
principios de dignidad y equidad. i. La extensión de programas para la protección eficaz del 
riesgo económico de la vejez hacia la población rural de tercera edad en extrema pobreza 
que no está cubierta por el sistema de seguridad social.” (Gobierno nacional de la República 
de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014, pp. 15 - 20).

26	 Son en total once principios tenidos en cuenta para el desarrollo del acuerdo sobre la Política 
de Desarrollo Agrario Integral, los cuales son: (i) transformación estructural, (ii) bienestar y 
buen vivir, (iii) priorización, (iv) integralidad, (v) restablecimiento (vi) regularización de la 
propiedad, (vii) participación (viii) beneficio, impacto y mediación, (ix) desarrollo sostenible, 
(x) presencia del Estado, y (xi) democratización del acceso y uso adecuado de la tierra. Sin 
embargo, la incorporación del concepto de soberanía alimentaria como principio para la 
generación de políticas de desarrollo agrario integral con enfoque territorial fue propuesta 
en la Mesa de Conversaciones por la delegación de las FARC - EP. Empero, la delegación del 
Gobierno Nacional insistió en tratar la soberanía alimentaria dentro del Sistema de Seguridad 
Alimentaria. Sin embargo, dentro del plano teórico, no resulta posible incluir el concepto de 
soberanía alimentaria dentro del concepto de seguridad alimentaria. Por un lado, el concepto 
de seguridad alimentaria fue definido por la Cumbre Mundial sobre la Alimentación de 
1996 como la garantía de todas las personas a tener, en todo momento, “(…) acceso físico 
y económico a suficientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades 
alimenticias y sus preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una vida activa y 
sana” (Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), 
2006, p. 1); y por el otro, la soberanía alimentaria ha sido definido a partir de los siguientes 
postulados: 1. Alimentos para los pueblos, lo que implica: poner la necesidad de alimentación 
de las personas en el centro de las políticas e insistir en que la comida es algo más que una 
mercancía; 2. Pone en valor a los proveedores de alimentos, y por lo tanto, apoya modos 
de vida sostenibles y respeta el trabajo de todos los proveedores de alimentos; 3. Localiza 
los sistemas alimentarios, lo que significa que, reduce la distancia entre proveedores y 
consumidores de alimentos, rechaza el dumping y la asistencia alimentaria inapropiada y 
se resiste a la dependencia de corporaciones remotas e irresponsables; 4. Sitúa el control 
a nivel local, es decir, permite que los lugares de control estén en cabeza de proveedores 
locales de alimentos, reconoce la necesidad de habitar y compartir territorios y rechaza la 
privatización de los recursos naturales; 5. Promueve el conocimiento y las habilidades, y en 
consecuencia, tiene fundamento en los conocimientos tradicionales, utiliza la investigación 
para apoyar y transmitir este conocimiento a generaciones futuras y rechaza las tecnologías 
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[…] garantizar de manera progresiva el derecho humano a la 
alimentación sana, nutritiva y culturalmente apropiada, con el propósito 
de erradicar el hambre y en esa medida fomentar la disponibilidad, el 
acceso y el consumo de alimentos de calidad nutricional en cantidad 
suficiente (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014, p. 20).

Para alcanzar dicha finalidad, el SSA establece que las políticas ali-
mentarias y nutricionales a crear en las zonas rurales se basarán en (i) el 
incremento progresivo de los alimentos, (ii) la generación de ingreso y, en 
general, (iii) la creación de condiciones de bienestar previamente garanti-
zadas por los demás planes nacionales propuestos en los otros puntos del 
Borrador Conjunto del Acuerdo PODEAI (Gobierno nacional de la República 
de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014) (ver Anexo D). 

Los tres aspectos en los cuales se basa el SSA, los denominaremos EJES 
CENTRALES, pues a ellos están dirigidos, directa o indirectamente, los 
criterios establecidos, ocho en total, por ambas delegaciones para guiar la 
creación de los planes nacionales y articularlos con los planes territoriales, 
alcanzando así la finalidad de la política alimentaria y nutricional.

Estos ocho criterios, establecidos en el Borrador Conjunto del Acuerdo 
PODEAI los denominaremos MECANISMOS, los cuales serán necesarios para 
crear, desarrollar, implementar y ejecutar el Plan Nacional de Alimentación 
y Nutrición propuesto en la Mesa de Conversaciones. Estos mecanismos son:

a.	Desarrollo de planes departamentales y locales para la alimentación 
y nutrición, culturalmente apropiados, con la participación activa de 
las comunidades, la sociedad, el Gobierno nacional y los Gobiernos 
departamentales y municipales, para articular en el territorio las 
medidas y establecer las metas.

b.	El establecimiento de consejos departamentales y municipales de 
alimentación y nutrición, con representación del gobierno y amplia 

que atentan contra los sistemas alimentarios locales; 6. Es compatible con la naturaleza, por 
lo cual, maximiza las contribuciones de los ecosistemas, mejora la capacidad de recuperación 
y rechaza el uso intensivo de energías de monocultivo industrializado y demás métodos 
destructivos (USC Canadá, 2007, p. 1). De allí que, el sustento de ambos conceptos resulte 
sustancialmente distinto, y a fin de atender a las características específicas de cada uno 
de ellos, sea necesario otorgarles un tratamiento diferenciado. Cfr.: Rafael Zabala (2014), 
Mauricio Botero Caicedo (2015) y Gustavo Gordillo & Obed Méndez Jerónimo (2013). Así 
pues, resulta desafortunada la consideración del Gobierno nacional, en tanto subsume la 
soberanía alimentaria dentro del concepto de seguridad alimentaria. 
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representación de la sociedad y las comunidades, con el fin de pro-
poner y participar en la definición de los lineamientos para el diseño 
y puesta en marcha de las políticas alimentarias y nutricionales a 
través de los planes departamentales y locales, movilizar recursos de 
la región, monitorear el riesgo y hacer seguimiento al cumplimiento 
de las metas.

c.	 El establecimiento de un Consejo Nacional de Alimentación y 
nutrición integrado por autoridades nacionales, departamentales y 
municipales y representantes elegidos en el marco de los consejos 
departamentales y municipales, que proponga y participe en la 
definición de los lineamientos de la política alimentaria, coordine 
los planes departamentales y locales, informe y monitoree el riesgo, 
y haga seguimiento nacional a las metas.

d.	El desarrollo de programas contra el hambre y la desnutrición 
con cobertura nacional, especialmente para la población rural en 
condiciones de miseria, las mujeres gestantes y lactantes, niños y 
niñas, y para la tercera edad. Estos programas incluirán planes de 
choque para la población rural más vulnerable y en pobreza extrema.

e.	La adopción de esquemas de apoyo para fortalecer, desarrollar y 
afianzar la producción y el mercado interno, que incluyan asistencia 
técnica científica, orientados a promover la cualificación de la eco-
nomía campesina, familiar y comunitaria, ambiental y socialmente 
sostenible, que contribuyan a su autosuficiencia y al autoconsumo.

f.	 La promoción de mercados locales y regionales que acerquen al 
productor y al consumidor y mejoren las condiciones de acceso y 
disponibilidad de alimentos en las áreas rurales del país.

g.	La realización de campañas orientadas a promover la producción 
y el consumo de alimentos con un alto contenido nutricional, el 
manejo adecuado de los alimentos y la adopción de buenos hábitos 
alimenticios, que tenga en cuenta las características del territorio 
y fomente la producción y el consumo de alimentos nacionales.

h.	Adicionalmente, la provisión de condiciones e incentivos a la pro-
ducción y a la comercialización, incluyendo, cuando sean necesarios, 
apoyos directos para el fortalecimiento productivo, con el fin de que 
en la economía campesina, familiar y comunitaria se eviten o mini-
micen los impactos negativos que supongan la internacionalización 
de la economía y la liberalización del comercio (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC - EP), 2014, p. 20 y 21).
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Los tres primeros mecanismos contemplan la construcción y consolidación 
de las autoridades administrativas (estructura orgánica) –Consejo Nacional 
de Alimentación y Nutrición, los Consejos Departamentales y Municipales 
de Alimentación y Nutrición–, esto es, la creación de órganos colegiados que 
tomarán decisiones sobre políticas alimentarias y nutricionales, los cuales 
contarán con amplia participación de la comunidad y la sociedad en general. 

Los cinco mecanismos restantes se concentran en garantizar el derecho 
a la alimentación en sus tres dimensiones: (i) disponibilidad de alimentos, 
(ii) accesibilidad de los alimentos y (iii) utilización e inocuidad biológica de 
los alimentos27.

Es indispensable para la comprensión y análisis del SSA, contemplado en 
el Borrador Conjunto del Acuerdo PODEAI, relacionar los EJES CENTRALES 
y los MECANISMOS con el fin de plantear la estructura de una política de 
alimentación y nutrición para la finalización del conflicto armado, la cual 
estará necesariamente articulada en la RRI.

Para lograr esta relación entre los EJES CENTRALES y los MECANIS-
MOS, se plantea metodológicamente la siguiente división:

1.	 Relación indirecta entre los ejes centrales y los mecanismos: de acuerdo 
con esta clasificación, los tres ejes centrales tienen una relación indirecta 
con los tres primeros mecanismos, toda vez que estos desarrollarán la 
estructura orgánica necesaria para implementar los planes nacionales de 
alimentación y nutrición. Como bien es una estructura administrativa, 

27	 El derecho a una alimentación adecuada está constituido por tres dimensiones: 1. Dispo-
nibilidad de alimentos, 2. Accesibilidad a los alimentos y 3. Utilización biológica de los 
mismos (Organizacion de las Naciones Unidas (ONU), 1988). Se entiende por disponibilidad 
de alimentos la posibilidad de todo ser humano de alimentarse por medio de la explotación 
directa de la tierra para obtener su alimento o un sistema de distribución comercial que 
entregue a los consumidores los alimentos necesarios para su manutención. Este componente 
se divide a su vez en cuatro componentes o variables: (i) Suficiencia nutricional, (ii) inocuidad 
de la oferta alimentaria (donde se incorpora la oferta de alimentos), (iii) aceptabilidad 
cultural de los alimentos y (iv) sostenibilidad de las prácticas alimentaria (Restrepo Yepes, 
2009) (Defensoría del Pueblo, 2012). La accesibilidad a los alimentos establece que éstos 
y los recursos productivos sean accesibles desde un punto de vista económico y físico, sin 
discriminación alguna para cualquier persona. La accesibilidad se divide en: (i) accesibilidad 
física y geográfica, (ii) no discriminación y (iii) accesibilidad económica (Restrepo Yepes, 
2009) (Defensoría del Pueblo, 2012). La utilización biológica de los alimentos hace referencia 
a las condiciones de calidad y técnica, y a las estrategias que efectivamente lo garanticen. 
Este elemento se subdivide en tres más: (i) educación nutricional, (ii) inocuidad en el consumo 
de alimentos y (iii) disponibilidad y acceso a los factores determinantes de la adecuada 
utilización biológica (Restrepo Yepes, 2009) (Defensoría del Pueblo, 2012).
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esta no tiene una relación directa con el desarrollo y garantía de las tres 
dimensiones del derecho a la alimentación.

2.	 Relación directa entre los ejes centrales y los mecanismos: los tres ejes 
centrales de Sistema de Seguridad Alimentaria tendrán una relación 
directa con los cinco mecanismos restantes, toda vez que su función es 
lograr el desarrollo y la garantía del derecho a la alimentación. De igual 
forma y siguiendo la línea propuesta, dicha relación estará acompañada 
con los otros puntos estipulados en la RRI28 (ver Anexo E). 

28	 Si bien cada uno de los puntos de la RRI se encuentran articulados y conectados entre sí, el 
SSA encuentra una mayor relación con los siguientes puntos dentro del Borrador Conjunto 
del Acuerdo del PODEAI: (i) Creación de un fondo de tierras (Numeral 1.1 del Borrador 
Conjunto denominado “Fondo de tierras”). (ii) El otorgamiento de créditos y subsidios para 
la compra de predios (Numeral 1.2 del Borrador Conjunto denominado “Otros mecanismos 
para promover el acceso a la tierra”). (ii) Creación de un programa de formalización masiva 
de la propiedad rural (Numeral 1.5 del Borrador Conjunto denominado “Formalización 
masiva de la pequeña y mediana propiedad rural”). (iv) Creación de mecanismos de 
protección para evitar futuros despojos  - como la inalienabilidad e inembargabilidad por 
siete años de los bienes rurales (Numeral 1.6 del Borrador Conjunto denominado “Tierras 
inalienables e inembargables”) - , la restitución a las víctimas del despojo y el desplazamiento 
forzado (Numeral 1.7 del Borrador Conjunto denominado “Restitución”). (v) Creación de 
una jurisdicción especial agraria, así como de una instancia de alto nivel encargada de 
formular lineamientos generales para el uso de la tierra acorde con su vocación (Numeral 
1.8 del Borrador Conjunto denominado “Algunos mecanismos de resolución de conflictos 
de tenencia y uso y de fortalecimiento de la producción alimentaria”). (vi) El Plan Nacional 
de vías terciarias cuyo propósito es lograr la integración regional y el acceso a los servicios 
sociales y a los mercados, incidir favorablemente sobre el precio de los alimentos como 
garantía de seguridad alimentaria y mejorar el ingreso de la población campesina (Numeral 
3.1.1. del Borrador Conjunto denominado “Infraestructura vial”). (vii) El Plan Nacional de 
Riego y Drenaje para la economía campesina, familiar y comunitaria, el cual se propone 
impulsar la producción agrícola familiar y la economía campesina en general, garantizando 
el acceso democrático y ambientalmente sostenible al agua (Numeral 3.1.2. del Borrador 
Conjunto denominado “Infraestructura de riego”). (viii) Plan Nacional de Electrificación 
Rural y el Plan Nacional de Conectividad Rural con el propósito de garantizar condiciones 
de vida digna y mejorar la conectividad (Numeral 3.1.3. del Borrador Conjunto denominado 
“Infraestructura eléctrica y de conectividad”). (ix) Plan Nacional de Salud Rural (Numeral 
3.2.1. del Borrador Conjunto denominado “Salud”). (x) Plan Nacional de Educación Rural 
(Numeral 3.2.2. del Borrador Conjunto denominado “Educación rural”). (xi) Plan Nacional 
de construcción y mejoramiento de la vivienda social rural (Numeral 3.2.3. del Borrador 
Conjunto denominado “Vivienda y agua potable”). (xii) El Plan Nacional de fomento a la 
economía solidaria y cooperativa rural, con el propósito de estimular diferentes formas 
asociativas de trabajo basadas en la solidaridad y la cooperación (Numeral 3.3.1. del Borrador 
Conjunto denominado “Estímulos a la economía solidaria y cooperativa”). (xiii) El Plan 
Nacional de asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a la investigación, el cual 
incentivará la promoción y protección de las semillas nativas y los bancos de semillas para 
que las comunidades puedan acceder a material de siembra óptimo y contribuyan de manera 
participativa en su mejoramiento, incorporando conocimientos propios (Numeral 3.3.2. del 
Borrador Conjunto denominado “Asistencia técnica”). (xiv) Plan para apoyar y consolidar la 
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2.4.1	 Relación indirecta entre los ejes centrales y los mecanismos: 
autoridades administrativas y planes nacionales, departamentales 
y municipales de alimentación y nutrición.

El Consejo Nacional de Alimentación y Nutrición, propuesto y acordado en 
el Borrador Conjunto del Acuerdo PODEAI, constituye la máxima autoridad 
administrativa del orden nacional y estará integrado “[…] por autoridades 
nacionales, departamentales y municipales y representantes elegidos 
en el marco de los Consejos departamentales y municipales” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014, p. 20). Esta entidad se encargará de (i) la 
creación de planes nacionales de alimentación y nutrición; (ii) la generación 
de propuestas sobre la definición de directrices para el desarrollo de una 
política alimentaria; (iii) la coordinación de los planes departamentales y 
municipales de alimentación; y (iv) la realización de un seguimiento sobre 
el cumplimiento de los objetivos establecidos previamente en los planes 
nacionales de alimentación y nutrición.

En el orden departamental y municipal se crearán consejos departa-
mentales y municipales de alimentación y nutrición, los cuales estarán 
integrados por representantes del Gobierno nacional, de los gobiernos 
departamentales y municipales, además de las comunidades y la sociedad 
en general. Dichos consejos estarán encargados de (i) el desarrollo de planes 
departamentales y locales para la alimentación y nutrición culturalmente 
apropiados; (ii) la generación de propuestas para la definición de directrices 

generación de ingresos de la economía campesina, familiar y comunitaria y de los medianos 
productores de menores ingresos el cual tendrá como medidas principales la provisión de 
recursos de capital semilla para el arranque exitoso de proyectos; la provisión de líneas de 
crédito blandas, ágiles y oportunas; la creación de subsidios progresivos para medianos pro-
ductores y, la promoción de seguros de cosecha subsidiados para la producción agropecuaria 
(Numeral 3.3.3. del Borrador Conjunto denominado “Subsidios, generación de ingresos y 
crédito”). (xv) Plan Nacional para la promoción de la comercialización de la producción de la 
economía campesina, familiar y comunitaria con el fin de garantizar condiciones adecuadas 
para la comercialización de los productos provenientes de la producción rural y mejorar su 
disponibilidad como garantía para la seguridad alimentaria (Numeral 3.3.4. del Borrador 
Conjunto denominado “Mercadeo”). (xvi) Plan progresivo de protección social y garantía de 
derechos de los trabajadores rurales mediante el cual se dignifiquen las condiciones rurales 
laborales por medio de la aplicación plena de la normativa sobre relaciones contractuales, 
la regulación sobre la jornada, remuneración y subordinación, considerando el desarrollo 
jurisprudencial y las normas internacionales de la OIT aplicables (Numeral 3.3.5. del Borrador 
Conjunto denominado “Formalización laboral rural y protección social”). (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014) 
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sobre el diseño y puesta en marcha de políticas alimentarias y nutricionales; 
(iii) la movilización de los recursos locales y regionales; (iv) la monitorización 
del riesgo y realizar un seguimiento sobre el cumplimiento de los objetivos 
previamente establecidos en los planes departamentales y locales de 
alimentación y nutrición.

Los planes provenientes de dichos consejos se erigirán como las 
decisiones políticas dirigidas a orientar el desarrollo de una comunidad y 
determinar, así, el norte general de la actuación de la Administración en 
materia alimentaria en el país. 

2.4.2 Mecanismos directamente relacionados con los ejes centrales del 
Sistema de Seguridad Alimentaria

Los tres ejes centrales del Sistema de Seguridad Alimentaria tendrán una 
relación directa con los cinco mecanismos restantes. Esta relación se expresa 
de la siguiente manera:

(i)	 Eje 1 (Incremento progresivo de los alimentos) tendrá una relación 
directa con los Mecanismo (E, F y G).

(ii)	 Eje 2 (Generación de ingresos) tendrá una relación directa con los 
Mecanismo (F y H).

(iii)	Eje 3 (Producción de alimentos) tendrá una relación directa con los 
Mecanismo (D y G).

De igual forma, la relación entre ejes centrales y mecanismos estará 
asociada con los puntos afines contemplados en la RRI. A continuación, 
se enunciarán las relaciones entre estos elementos, donde se buscará ser 
mucho más detallado en las descripciones y en sus vínculos, con el fin de 
establecer los elementos a tener en cuenta para la realización de la política 
pública en alimentación basada en los acuerdos de la Mesa de Conversaciones 
(ver Anexos B y E).

2.4.2.1	Eje 1 (Incremento progresivo de los alimentos) que tiene una relación 
directa con los mecanismos E, F y G

En cuanto al incremento progresivo de los alimentos, como primer eje 
central, encontramos como mecanismos a tener en cuenta la promoción de 
mercados locales y regionales que acerquen al productor y al consumidor, 
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mejorando las condiciones de acceso y disponibilidad de los alimentos en las 
áreas rurales del país (mecanismo F). Asimismo, la adopción de esquemas 
de apoyo para fortalecer, desarrollar y afianzar la producción y el mercado 
interno, esquemas que incluirán una asistencia técnica - científica orientada a 
promover la cualificación de la economía campesina, familiar y comunitaria, 
ambiental y socialmente sostenible que contribuya a su autosuficiencia 
y autoconsumo (mecanismo E). Finalmente, deberá tenerse en cuenta la 
creación de campañas orientadas a promover la producción y el consumo de 
alimentos con un alto contenido nutricional acorde con las características 
del territorio y ser capaz de fomentar la producción y el consumo de los 
alimentos nacionales (mecanismo G).

Este primer eje se encuentra relacionado, a su vez, con el acceso y uso 
de la tierra29 y los planes nacionales para la Reforma Rural Integral30, dos 
de los temas tratados en la Mesa de Conversaciones frente a la Política 
de Desarrollo Agrario Integral. El primero de ellos representa uno de los 
objetos centrales de la política agraria y de la soberanía alimentaria, como 
lo es la tierra. Teniendo en cuenta lo mencionado en el segundo acápite de 
este escrito, la tierra es el factor desencadenante del conflicto armado, cuyo 
principal problema puede sintetizarse en una expresión: hay una disputa de 
intereses (Machado , 2012). Estos intereses se han presentado por razones 
como: 1. La tierra es un activo y un factor productivo, así como un medio de 
vida que expresa una cultura y es la base del desarrollo de las comunidades; 
2. La tierra ha sido utilizada como un instrumento de guerra para el tráfico 
de armas o de drogas por grupos armados ilegales, quienes, además, la 
utilizan para el lavado de activos como resultado de la falta de controles 
en el sector rural; 3. Su propiedad facilita la explotación de recursos del 
subsuelo, el control del agua y recursos estratégicos de la biodiversidad; 4. 
La tierra representa un factor de poder político: mediante ella se controla 
el territorio y la soberanía, y 5. La tierra es un elemento determinante para 
la seguridad alimentaria (Machado, 2012).

29	 Numeral 1 del Borrador Conjunto denominado “Acceso y uso. Tierras improductivas. 
Formalización de la propiedad. Frontera agrícola y protección de zonas de reserva (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014)”. 

30	 Numeral 3 del Borrador Conjunto denominado “Planes Nacionales para la Reforma Rural 
Integral” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014). 
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Las acciones realizadas por actores, dirigidas a la apropiación de las tie-
rras, impulsados por los intereses descritos, solo podrían ser contrarrestadas 
por una intervención estatal capaz de regular y establecer planes dirigidos 
al acceso a la tierra. Sin embargo, dicha intervención debe ser desarrollada 
a través de instituciones sólidas y dedicadas al agro, situación que dista 
de la realidad del país. El deterioro de la institucionalidad pública rural en 
Colombia, evidenciada por la improvisación de sus estudios, carencia de 
visión a largo plazo y diagnósticos serios parece ser el mayor obstáculo para 
lograr este objetivo (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), 2011).

Según el Informe de Desarrollo Humano del PNUD (2011), durante los 
años 1990 y principios de los 2000, el agro: 

[…] vio fenecer gran parte de los programas institucionales 
creados en décadas pasadas o recientes, como el de desarrollo 
rural integrado (DRI), el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR) y la 
reforma agraria; el debilitamiento de las unidades municipales de 
asistencia técnica agropecuaria (Umatas) y de la asistencia técnica 
gratuita a pequeños agricultores, así como de la exitosa experiencia 
del programa nacional de transferencia de tecnología agropecuaria 
(Pronatta) en investigación, sin mencionar las grandes dificultades 
que ha generado la creación del Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural (Incoder) (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), 2011, p. 308).

Las Naciones Unidas, al medir la vulnerabilidad de las instituciones, 
usando como factores principales la capacidad administrativa de los munici-
pios y su desempeño fiscal, encontraron dentro de las razones para el fracaso 
de la institucionalidad el manejo inadecuado que han realizado personas que 
no cuentan con conocimiento del sector, sumado a que la mayoría de sus 
directores representan a grupos políticos que reclaman cuotas burocráticas. 
De igual manera, encontramos la carencia de capacidad técnica y de recursos 
para impulsar y apoyar programas de gran alcance en las regiones (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 2011).

Para intentar dar solución a la falta de acceso y uso de la tierra, el 
Borrador Conjunto estableció: la creación de un Fondo de Tierras31, la 

31	 Numeral 1.1 del Borrador Conjunto denominado “Fondo de tierras” (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014).
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creación de un programa de formalización masiva32 de la propiedad rural33, 
el otorgamiento de créditos y subsidios para la compra de predios34, la 
creación de mecanismos de protección para evitar futuros despojos –como 
la inalienabilidad e inembargabilidad por siete años de los bienes rurales35–, 
la restitución a las víctimas del despojo y el desplazamiento forzado36 y la 
creación de una jurisdicción especial agraria, así como de una instancia de 
alto nivel encargada de formular lineamientos generales para el uso de la 
tierra acorde con su vocación37.

Asimismo, con el propósito de fortalecer los programas institucionales 
de desarrollo agrario, el Borrador Conjunto propone la creación de Planes 
Integrales para la Reforma Rural Integral, que tienen por objetivo principal 
la superación de la pobreza y la desigualdad y la integración y el cierre de 
la brecha entre el campo y la ciudad. 

Los planes de la RRI, directamente relacionados con la producción de 
alimentos, son: 1. El Plan Nacional de vías terciarias cuyo propósito es lograr 
la integración regional y el acceso a los servicios sociales y a los mercados, 
incidir favorablemente sobre el precio de los alimentos como garantía de 
seguridad alimentaria y mejorar el ingreso de la población campesina38; 2. 
El Plan Nacional de Riego y Drenaje para la economía campesina, familiar 
y comunitaria, el cual se propone impulsar la producción agrícola familiar 
y la economía campesina en general, garantizando el acceso democrático y 
32	 Numeral 1.5 del Borrador Conjunto denominado “Formalización masiva de la pequeña y 

mediana propiedad rural” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014). 

33	 Teniendo en cuenta que de cada dos pequeños campesinos sólo uno cuenta con derechos 
formales sobre su tierra (León & Bermúdez Liévano, 2013) 

34	 Numeral 1.2 del Borrador Conjunto denominado “Otros mecanismos para promover el 
acceso a la tierra” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014). 

35	 Numeral 1.6 del Borrador Conjunto denominado “Tierras inalienables e inembargables” 
(Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC - EP), 2014).

36	 Numeral 1.7 del Borrador Conjunto denominado “Restitución” (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014). 

37	 Numeral 1.8 del Borrador Conjunto denominado “Algunos mecanismos de resolución de 
conflictos de tenencia y uso y de fortalecimiento de la producción alimentaria” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014). 

38	 Numeral 3.1.1. del Borrador Conjunto denominado “Infraestructura vial” (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014). 
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ambientalmente sostenible al agua39; 3. El Plan Nacional de fomento a la eco-
nomía solidaria y cooperativa rural, con el propósito de estimular diferentes 
formas asociativas de trabajo basadas en la solidaridad y la cooperación40, y 
4. El Plan Nacional de asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a 
la investigación, el cual incentivará la promoción y protección de las semillas 
nativas y los bancos de semillas para que las comunidades puedan acceder 
a material de siembra óptimo y contribuyan de manera participativa en su 
mejoramiento, incorporando conocimientos propios41.

2.4.2.2	Eje 2 (Generación de ingresos) que tiene una relación directa con 
los mecanismos F y H

En cuanto a la generación de ingresos, como segundo Eje Central, encontra-
mos una relación directa con los siguientes mecanismos: la promoción de 
mercados locales y regionales que acerquen al productor y al consumidor, 
cuya consecuencia directa es la generación de ingresos y con ello, el mejo-
ramiento de las condiciones de acceso y disponibilidad de alimentos en las 
áreas rurales del país (mecanismo F), así como la provisión de condiciones e 
incentivos a la producción y a la comercialización, incluyendo, cuando sean 
necesarios, apoyos directos para el fortalecimiento productivo (mecanismo 
H). Este último punto se encuentra directamente relacionado con la gene-
ración de un plan para apoyar y consolidar la generación de ingresos de la 
economía campesina, familiar y comunitaria y de los medianos productores 
de menores ingresos42, el cual constituye otro de los Planes Nacionales para 
la Reforma Rural Integral, estipulados en el Borrador Conjunto, y que tendrá 
como medidas principales: la provisión de recursos de capital semilla para 
el arranque exitoso de proyectos; la provisión de líneas de crédito blandas, 
ágiles y oportunas; la creación de subsidios progresivos para medianos 

39	 Numeral 3.1.2. del Borrador Conjunto denominado “Infraestructura de riego” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014). 

40	 Numeral 3.3.1. del Borrador Conjunto denominado “Estímulos a la economía solidaria y 
cooperativa” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia (FARC - EP), 2014). 

41	 Numeral 3.3.2. del Borrador Conjunto denominado “Asistencia técnica” (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014). 

42	 Numeral 3.3.3. del Borrador Conjunto denominado “Subsidios, generación de ingresos y 
crédito” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014). 
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productores, y la promoción de seguros de cosecha subsidiados para la 
producción agropecuaria.

Incluir el mercado rural como uno de los medios para la generación de 
ingresos constituye una de las preocupaciones fundamentales del sector 
rural, tal como lo mencionó el Director General de la FAO: 

[…] no basta que los agricultores tengan la tierra o el acceso a ella, 
sino que tengan también acceso a los mercados. […]. Y esto requiere 
inversiones en infraestructura, en sistemas de información de mercado y 
mecanismos de integración a los circuitos económicos agroalimentarios. 
La experiencia muestra que cuando se mejora el acceso al mercado, los 
productores son capaces de absorber las tecnologías mejoradas y elevar 
los sistemas de producción. El sector público debe convertirse en un 
factor clave en este proceso asegurando una demanda continua de los 
productos de los campesinos mediante programas de compras locales 
y de alimentación escolar (Graziano da Silva, 2016, p. 6). 

Es por ello que, como otro punto del Borrador Conjunto, se estipuló la 
creación de un Plan Nacional para la promoción de la comercialización de 
la producción de la economía campesina, familiar y comunitaria43, con el 
fin de garantizar condiciones adecuadas para la comercialización de los 
productos provenientes de la producción rural y mejorar su disponibilidad 
como garantía para la seguridad alimentaria.

Otro de los puntos acordados en el Borrador Conjunto que ayudan a la 
generación de ingresos es la creación de un Plan progresivo de protección 
social y garantía de derechos de los trabajadores rurales44 mediante el cual 
se dignifiquen las condiciones rurales laborales por medio de la aplicación 
plena de la normativa sobre relaciones contractuales, la regulación sobre 
la jornada, remuneración y subordinación, considerando el desarrollo 
jurisprudencial y las normas internacionales de la OIT aplicables. 

En otras palabras, los campesinos que se encuentren en una relación 
de subordinación laboral podrán exigir los derechos mínimos al empleador, 
tales como una remuneración digna, acorde con el principio constitucional 
de una remuneración mínima, vital y móvil; un horario determinado de 

43	 Numeral 3.3.4. del Borrador Conjunto denominado “Mercadeo” (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014). 

44	 Numeral 3.3.5. del Borrador Conjunto denominado “Formalización laboral rural y protección 
social” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014). 
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trabajo y una instancia que inspeccione en las áreas rurales el cumplimiento 
de estas obligaciones, es lo que permite a los trabajadores rurales exigir 
debidamente sus derechos y tramitar de manera adecuada los conflictos que 
surjan en relaciones de trabajo, disminuyendo situaciones de servidumbre 
en las que pueden estar envueltos.

Las medidas laborales anteriormente establecidas tienen entonces la 
finalidad de abordar dos problemáticas esenciales del sector rural: por un 
lado, las condiciones deficientes en el empleo y, por el otro, el desempleo. 
El desempleo, por una parte, “(…) no deja de ser un factor determinante 
en la explicación del carácter estructural de la pobreza rural, debido a que 
constituye un impedimento para el mejoramiento y la acumulación de 
ingresos en los hogares rurales”45 (Pico Fonseca & Pachón, 2012, p. 231). 

Para corroborar dicha información, resulta ilustrativo el reporte realizado 
por el PNUD según el cual el desempleo para el año de 1998 afectó cerca 
del 4 % de la población económicamente activa rural; para el año 2000, 
dicha proporción aumentó hasta el 9,3 %, para el 2002 tuvo su pico con un 
10,5 % y, hasta el año 2009 los desempleados en el campo representaron 
el 7,9 % de la población rural activa (Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), 2011). 

Finalmente resulta apropiado resaltar que la problemática de las con-
diciones deficientes en el empleo del sector rural representa la otra cara en 
esta área, donde la esencia de esta problemática, parafraseando a varios 
autores (Leibovich, Nigrinis, & Ramos, 2006), se concentra en la calidad 
del empleo, que ha sido deficiente en términos de ocupación, formalidad e 
ingresos dignos para la población rural46. Lo anterior indica la importancia 
de la realización y desarrollo de un Plan progresivo de protección social 
y garantía de derechos de trabajadores rurales, el cual deberá estar en 

45	 Así, aunque el índice de desempleo reporta una cifra mayor en el área urbana que en el área 
rural, debe anotarse que el desempleo en el sector urbano se ha nutrido ciertamente de la 
situación rural, pues tal y como manifiestan los profesores Edelmira Pérez Correa y Manuel 
Pérez Martínez: “(…) gran parte del desempleo urbano es de origen rural debido al gran 
número de migrantes y a los desplazados del campo, que se ubican en las zonas marginales, 
de medianas y grandes ciudades, y, en la mayoría de los casos, no están preparados para 
competir por las escasas fuentes de trabajo en el sector urbano” (Pérez Correa & Pérez 
Martínez, 2002, p. 42)

46	 Prueba de ello es que, según el estudio realizado por Leibovich y Estrada (Leivobich & 
Estrada, 2008), cerca del 60 % de la población del campo percibe un ingreso por jornal 
inferior al salario mínimo. 
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coordinación con el sistema fijo de inspección laboral, junto con la creación 
de un sistema móvil de inspección laboral en el área rural.

2.4.2.3	Eje 3 (Creación de condiciones de bienestar) que tiene una relación 
directa con los mecanismos D y G

En cuanto a la creación de condiciones de bienestar, como tercer Eje Central, 
encontramos dos mecanismos provenientes del acuerdo que deberán ser 
tenidos en cuenta para su implementación, a saber: el primero de ellos será 
el desarrollo de programas contra el hambre y la desnutrición con cobertura 
nacional, especialmente para la población en condiciones de miseria, las 
mujeres gestantes y lactantes, niños y niñas, y para la tercera edad47, los 
cuales incluirán el desarrollo de planes de choque para la población rural 
más vulnerable y en pobreza extrema (mecanismo D). Como segundo 
criterio, se encuentra la realización de campañas orientadas a promover la 
producción y el consumo de alimentos con un alto contenido nutricional, el 
manejo adecuado de los alimentos y la adopción de buenos hábitos alimen-
ticios (mecanismo G). Los dos criterios que fundamentan este tercer eje 
son manifestación de los siguientes principios constitucionales necesarios 
para lograr los fines del Estado social de derecho: la igualdad material que 
prescribe la Constitución Política en su artículo 13 (República de Colombia, 
1991); la protección a la mujer y su tutela durante la etapa de gestación 
estipulado en el artículo 43 (República de Colombia, 1991); la priorización 
de los derechos de los niños y niñas consagrado en el artículo 44 (República 
de Colombia, 1991) y el deber de asistencia e integración de las personas de 
la tercera edad, prescrito en el artículo 46 (República de Colombia, 1991).

47	 Se entiende como derecho humano a la alimentación: […] el derecho alimentario como un 
derecho subjetivo. Una vez afirmado un derecho subjetivo, se debe clarificar qué tipo de 
derecho es, qué lo hace propiamente jurídico y cuál es su nivel, su lugar en una jerarquía 
dentro de un sistema normativo. En este sentido afirmamos que el derecho alimentario es 
un derecho jurídico (sin negar que pueda ser también un derecho moral), por cuanto tiene 
diferentes tipos de consagraciones en la normativa positiva; hemos dicho también que, 
además de ser un derecho que está enunciado en los niveles internacionales y nacionales, 
tiene de manera primaria un nivel constitucional. El derecho alimentario es un derecho 
subjetivo de nivel constitucional que tiene, adicionalmente, diferentes consagraciones que 
son relevantes en cuanto que lo apoyan (nivel internacional) o en cuanto que lo desarrollan 
(nivel infraconstitucional). Como derecho constitucional, es un derecho fundamental, no sólo 
por su necesaria vinculación con los derechos a la vida, a la dignidad y a la igualdad, sino por 
su inclusión dentro del conjunto de pretensiones del ‘mínimo vital’. Es, además, un derecho 
constitucional fundamental autónomo por cuanto forma parte de los derechos sociales 
básicos, al tener expresas consagraciones constitucionales que deben ser comprendidas y 
aceptadas como tales por los operadores jurídicos (Restrepo Yepes, 2009).
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Podría afirmarse, de manera general, que la seguridad alimentaria se 
encuentra asociada con otros factores de bienestar, como la garantía de los 
servicios públicos de salud, educación y cobertura eléctrica, así como el 
mejoramiento de la vivienda social rural y el agua potable.

Dichos factores fueron tratados en el Borrador Conjunto como condiciones 
de vida digna y constituyen, como ya había sido anunciado por Burgos (2014), 
un elemento clave para la garantía del posconflicto, pues solo a través del 
mejoramiento de las condiciones sociales, de infraestructura, de educación, 
de salud, entre otras, se garantiza a la sociedad el mejor ambiente para 
desarrollar nuevamente actividades de tipo productivo y, directamente, 
la garantía de la seguridad alimentaria. Teniendo claro este propósito, se 
estableció en otros apartados del Borrador Conjunto, la creación de un Plan 
Nacional de Electrificación Rural y el Plan Nacional de Conectividad Rural48 
con el propósito de garantizar condiciones de vida digna y mejorar la conec-
tividad; y en cuanto a desarrollo social49, la creación e implementación de un 
Plan Nacional de Salud Rural50, un Plan Nacional de Educación Rural51 y un 
Plan Nacional de construcción y mejoramiento de la vivienda social rural52.

2.5.	 ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO  
Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA 

Mediante comunicado conjunto del Gobierno nacional y las FARC - EP (Mesa 
de Conversaciones, 2016 A), el 24 de agosto de 2016 se anuncia que las de-
legaciones de ambas partes llegan a un Acuerdo Final, integral y definitivo, 
sobre la totalidad de los puntos de la Agenda del “Acuerdo General para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera” 

48	 Numeral 3.1.3. del Borrador Conjunto denominado “Infraestructura eléctrica y de conecti-
vidad” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014). 

49	 Numeral 3.2. del Borrador Conjunto denominado “Desarrollo social: salud, educación, 
vivienda, erradicación de la pobreza” (Gobierno nacional de la República de Colombia y 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014). 

50	 Numeral 3.2.1. del Borrador Conjunto denominado “Salud” (Gobierno nacional de la República 
de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014).

51	 Numeral 3.2.2. del Borrador Conjunto denominado “Educación rural” (Gobierno Nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2014).

52	 Numeral 3.2.3. del Borrador Conjunto denominado “Vivienda y agua potable” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014). 



Los puntos acordados y por acordar en la mesa de conversaciones en lo relativo a la seguridad ...

▪  75

(Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revo-
lucionarias de Colombia (FARC - EP), 2012). 

Junto con el comunicado conjunto, se hace público el Acuerdo Final 
(Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Re-
volucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 A), un texto de 297 páginas 
que integra seis puntos acordados, a saber: (i) “Hacia un nuevo campo 
colombiano: reforma rural integral”, (ii) “Participación política: apertura 
democrática para construir la paz”, (iii) “Fin del conflicto”, (iv) “Solución al 
problema de las drogas ilícitas”, (v) “Acuerdo sobre las víctimas del conflicto” 
e (vi) “Implementación, verificación y refrendación”.

Ahora, el Acuerdo Final sobre Política de Desarrollo Agrario Integral, 
presentó una serie de modificaciones que buscaban dar solución a algunos 
vacíos contenidos en el Borrador Conjunto del Acuerdo PODEAI (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2014) así, por ejemplo, se clarificó el número de 
hectáreas para el Fondo de Tierras, estableciendo que este se encontraría 
conformado por 3 millones de hectáreas. De igual forma, se determinó que 
serían 7 millones de hectáreas las que se iban a intervenir en el Programa de 
Formalización de los títulos de propiedad (Gobierno nacional de la República 
de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2016 A). 

Ahora, en lo relativo a Seguridad Alimentaria, el Acuerdo Final 
introdujo una serie de cambios que serán expuestos a continuación. Sin 
embargo, es necesario aclarar que dichas modificaciones, si bien inciden 
considerablemente para la implementación del SSA, no constituyen una 
reestructuración de las políticas alimentarias y nutricionales propuestas 
en el Borrador Conjunto. 

I.	 El derecho a la alimentación como principio de la reforma rural integral: 
considerando que la incorporación del concepto de soberanía alimentaria 
como principio para la generación de políticas de desarrollo agrario 
integral con enfoque territorial fue propuesta por la delegación de las 
FARC - EP en la Mesa de Conversaciones y posteriormente objetada por 
el Gobierno Nacional, cuya delegación insistió en tratar la soberanía 
alimentaria dentro del Sistema de Seguridad Alimentaria, el Borrador 
Conjunto no dejó claridad sobre el tratamiento del sistema que busca 
garantizar el derecho a la alimentación, y por ello este fue referido como 
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sistema de seguridad (soberanía) alimentaria. El Acuerdo Final, empero, 
soluciona el problema, estableciendo como principio de la Reforma Rural 
Integral el “Derecho a la alimentación”, sobre lo cual establece: 

La política de desarrollo agrario integral debe ser orientada a 
asegurar progresivamente que todas las personas tengan acceso a una 
alimentación sana y adecuada y que los alimentos se produzcan bajo 
sistemas sostenibles. (Gobierno nacional de la República de Colombia 
y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 A, 
p. 11). 

	 Con la definición de este principio, las delegaciones de ambas partes 
lograron cerrar la discusión sobre si debía o no incluirse el término de 
soberanía alimentaria, utilizando un concepto más amplio, esto es, el 
de derecho a la alimentación.

II.	 Sistema para la garantía progresiva del derecho a la alimentación: la 
denominación como Sistema de Seguridad Alimentaria del Plan Nacional 
de Alimentación y Nutrición fue cambiado en el Acuerdo Final por 
“Sistema para la garantía progresiva del derecho a la alimentación”. 
Sin embargo, debemos mencionar que esta modificación es meramente 
nominal y de la lectura del punto que se refiere a él, no se logra inferir 
el propósito o implicación del mencionado cambio. 

III.	Enfoque de género: entre los principios considerados en la implementa-
ción de la Reforma Rural Integral se encuentra consagrado la “igualdad 
y enfoque de género”, el cual hace un reconocimiento de las mujeres 
como ciudadanas que gozan de los mismos derechos que los hombres 
en cuanto al acceso, tenencia y uso de la tierra y demás proyectos 
productivos, considerando su autonomía respecto al estado civil y sus 
relaciones familiares o comunitarias. Asimismo, según el Acuerdo Final, 
el principio de enfoque de género: 

Implica la adopción de medidas específicas en la planeación, 
ejecución y seguimiento a los planes y programas contemplados en este 
acuerdo para que se implementen teniendo en cuenta las necesidades 
específicas y condiciones diferenciales de las mujeres, de acuerdo con 
su ciclo vital, afectaciones y necesidades. (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2016 A, p. 10)

	 En cuanto al Sistema para la garantía del derecho a la alimentación, el 
Acuerdo Final reconoce el papel fundamental y preponderante de las 
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mujeres para la satisfacción del derecho a la alimentación. La función 
de la mujer en la seguridad alimentaria ha sido también reconocida por 
la FAO, así como el imperativo de garantizar los derechos de este grupo 
poblacional para el logro de una sociedad justa y humana. 

Según datos aportados por la Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y la Alimentación, la mujer produce aproximada-
mente el 50 por ciento de los alimentos obtenidos de cultivos en todo el 
mundo. Así mismo, algunas mujeres rurales son agricultoras autónomas 
y hacen cultivos de alimentos para el consumo familiar, principalmente. 
Pese a lo anterior, la mayoría de las mujeres en el campo, trabajan 
como mano de obra que no es reconocida y su trabajo es considerado 
secundario (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura 
y la Alimentación, 2016).

2.6.	 PLEBISCITO Y APROBACIÓN POSTERIOR DE LOS ACUERDOS  
DE PAZ

Mediante el Decreto 1391 del 30 de agosto de 2016, el Gobierno Nacional 
convoca al pueblo de Colombia para que el domingo 2 de octubre de 2016 
acuda a las urnas y decida si apoya o no lo acordado entre el Gobierno 
Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP) 
(Presidencia de la República, 2016). Para este propósito, se establece que 
los ciudadanos que acudan a las urnas deberán responder a la siguiente 
pregunta: 

“¿Apoya usted el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera?” (Presidencia de la 
República, 2016, p. 2)

De igual manera se establece que las opciones de voto serían únicamente 
dos: Sí o No. Sobre este punto es necesario mencionar que para el triunfo de 
una u otra opción era necesario tener en cuenta dos situaciones: en primer 
lugar, se debía sobrepasar el umbral de participación, el cual corresponde, 
según la Ley 1806 de 2016 (Congreso de la República, 2016), a un 13 % del 
censo electoral, es decir, a 4 536 993 de votos, si tenemos en cuenta que, 
según las cifras de la Registraduría Nacional del Estado Civil, el censo elec-
toral corresponde a 34 899 945 de ciudadanos (Registraduría Nacional del 
Estado Civil, 2016). En conclusión, tanto el sí como el no debían sobrepasar 
el umbral, de lo contrario, el Acuerdo Final no sería aprobado. En segundo 
lugar, una vez se lograra el umbral, el Sí debía superar en número de votos 
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al No o bien el No debía superar al Sí. Sin embargo, en caso de empate entre 
las dos opciones de voto, el Acuerdo Final tampoco sería aprobado. 

Los resultados del plebiscito dieron como resultado la no aprobación 
del Acuerdo Final. Con un total de 99,98 % de las mesas informadas y una 
votación del 34,43 % de las personas habilitadas para votar, la opción por 
el No sumó la cifra de 6 431 376 de votos, un 50,21 %, frente a los 6 377 
482 logrados por el Sí (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2016). 

Sin embargo, luego de varias semanas desde que se conocieron los 
resultados de la consulta popular del 2 de octubre, el día 12 de noviembre, 
las delegaciones del Gobierno Nacional y las FARC - EP, anuncian al país 
que alcanzaron un nuevo acuerdo de paz que reunía en buena medida las 
distintas objeciones de los partidarios del No y los demás opositores (Mesa 
de Conversaciones, 2016 B). Este nuevo documento lo denominaremos como 
Acuerdo Definitivo para la Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera (Gobierno nacional de la República de Colombia 
y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 B).

Pese a esto, el debate sobre la forma como este nuevo acuerdo de paz 
debía ser refrendado y posteriormente implementado comenzó a caldearse en 
las distintas instancias políticas y sociales del país. Sobre este punto, 52 días 
antes de la votación al plebiscito, la Corte Constitucional colombiana había 
establecido dos posibilidades del Gobierno Nacional para la implementación 
de un acuerdo de paz. 

La primera alternativa consistía en convocar a un nuevo plebiscito 
para consultar al pueblo sobre un nuevo acuerdo entre el Gobierno y las 
FARC - EP (Corte Constitucional, 2016). No obstante, esta primera propuesta 
fue rechazada por amplios sectores políticos del país puesto que implicaba 
grandes esfuerzos, tanto políticos –puesto que daba lugar a propiciar un 
ambiente de polarización igual al que se vivía antes y después del plebiscito 
del dos de octubre– como económicos. Asimismo, el factor temporal debía 
considerarse, esto por cuanto el Presidente de la República debería convocar 
al Congreso, el cual tendría 30 días para pronunciarse y, una vez se surtía 
dicho trámite, se debía dar un lapso de mínimo 30 días hábiles para las 
respectivas campañas por el Sí y por el No. 

La segunda alternativa dada por la Corte estaba relacionada con las 
facultades que tenía el Presidente de la República para suscribir acuerdos 
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de paz con grupos armados ilegales en beneficio del orden público nacional, 
siendo constitucionalmente posible que el Presidente implementara el 
acuerdo sin ningún tipo de refrendación (Corte Constitucional, 2016). 

No obstante, el Gobierno nacional no optó por ninguna de las opciones 
dadas por la Corte Constitucional y, por el contrario, decidió acudir a 
un mecanismo de consulta popular indirecto, esto es, al Congreso de la 
República para la aprobación del Acuerdo Definitivo para la Terminación 
del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2016 B). 

Fue precisamente a través del Congreso de la República que el Acuerdo 
Definitivo fue aprobado y refrendado el día 30 de noviembre de 2016. 
Con 75 votos de 102 en el Senado y 130 votos de 166 en la Cámara de 
Representantes, los representantes del pueblo en el legislativo dieron vía 
libre a la implementación de lo pactado en dicho acuerdo (Semana, 2016). 

Ahora, es necesario mencionar que frente al Sistema para la garantía 
progresiva del derecho a la alimentación no se produjo ningún cambio entre 
acuerdo final y el Acuerdo Definitivo. Sin embargo, se realizaron algunas 
modificaciones en algunos otros puntos de la política sobre desarrollo agrario 
integral, entre los cuales se hará mención a algunos de ellos. 

En primer lugar, se introduce un nuevo principio para la Reforma Rural 
Integral denominado “desarrollo integral del campo”, el cual postula que este 
desarrollo integral depende del balance entre diferentes formas de produc-
ción existentes como la agricultura familiar, la agroindustria, el turismo y la 
agricultura comercial de escala, así como de la competitividad y la inversión 
en el campo con una visión empresarial y fines productivos (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC - EP), 2016 B). La incorporación de este principio responde 
a críticas formulados por los partidarios del No, los cuales consideran que 
el acuerdo va en contravía del desarrollo moderno de la agricultura y que, 
con la desconcentración y repartición de la propiedad, se estaría condenando 
al campo al atraso y la improductividad (El Tiempo, 2014). 

En segundo lugar, el Acuerdo Definitivo establece de manera explícita 
que nada de lo establecido en el acuerdo debe afectar el derecho constitucio-
nal a la propiedad privada. Si bien el acuerdo final no daba lugar a deducir 
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que se estaría afectando la propiedad privada, los principales opositores del 
acuerdo consideraban que se crearon instrumentos de extinción y expropia-
ción y que se estaría aplicando la extinción administrativa del dominio sin 
ningún tipo de indemnización a los que se denominan como propietarios 
legítimos de la tierra (El Tiempo, 2014).

Como tercera modificación, se amplía a doce años el periodo de tiempo 
en que los diez millones de hectáreas serían objeto de intervención en la 
Reforma Rural Integral, aclarando que el programa de formalización deberá 
ser desarrollado en los primeros diez años y los Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial dentro de los primeros siete.

CONCLUSIONES

Pese a las dificultades que presenta determinar la causa exacta y directa 
del conflicto armado colombiano, así como el momento de su surgimiento, 
partimos de la consideración, en la que convergen múltiples autores, de 
que la tierra es el factor desencadenante del conflicto. Por eso, afirmamos 
que las dificultades asociadas con la apropiación, uso y tenencia de la tierra 
y la insuficiencia del aparato estatal en la garantía de dichas necesidades 
han contribuido al surgimiento de diversos grupos, que en ejercicio del 
derecho a la rebelión optaron por la vía armada para intentar solventar las 
deficiencias estatales.

Ahora bien, a pesar de que la tierra es el punto de partida, consideramos 
que las dificultades que se asocian con la misma, entre las que se encuentra 
la insatisfacción del derecho a la alimentación, deben ser analizadas como 
causas del conflicto. De ahí que la primera tesis de la que parte la presente 
investigación consista en considerar la inseguridad alimentaria como causa 
del conflicto y no como un asunto consecuencial al problema de la tierra. 
De esta manera, el documento pone en relieve un asunto que ha sido 
considerado de manera marginal entre los teóricos del conflicto, pues es 
preciso advertir que la relación existente entre la tierra y la alimentación 
no es razón suficiente para pretender solucionarlos bajo una misma medida. 
La entidad que revisten los problemas alimentarios impide que estos sean 
resueltos una vez se solucione el problema de la tierra.

Tal es el grado de importancia de la cuestión alimentaria que al momento 
de considerar la posibilidad de una solución negociada del conflicto se 
incluye la creación de un sistema que propende por garantizar el derecho a 
la alimentación como tema de discusión dentro de la Reforma rural integral, 
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primer punto del Acuerdo general para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera. 

Lo anterior constituye, por un lado, una excepción a las agendas políticas 
establecidas en el marco de conflictos internacionales para la solución de los 
mismos y, por el otro, un gran acierto que la alimentación haya sido un tema 
de discusión dentro de la Reforma Rural Integral, pues tal y como señala 
José Graziano da Silva “(…) no puede existir paz sin seguridad alimentaria, 
ni seguridad alimentaria sin paz (…)” (Graziano da Silva, 2016). 

Adicionalmente, consideramos que la cuestión alimentaria no puede ser 
abordada desde un punto de vista cuantitativo, es decir, como el número de 
alimentos que deben proveerse a la población rural, sino que debe analizada 
de manera integral, esto es, considerando en primer lugar, los parámetros 
establecidos por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura 
y la Alimentación (FAO) (Cumbre Mundial sobre la Alimentación, 1996) y, 
en segundo lugar, atendiendo a las circunstancias que rodean el contexto 
dentro del cual se analiza. 

Esa necesidad de estudiar conjuntamente la cuestión alimentaria y las 
circunstancias que la rodean explica por qué el derecho a la alimentación, 
tal y como aparece en el Borrador Conjunto del PODEAI (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2014), fue tratado como un tema transversal a muchos otros 
puntos del borrador (como la asistencia técnica, la infraestructura de riego, 
la infraestructura vial, los estímulos a la economía solidaria y cooperativa 
y demás) y por qué fue necesario plantear una propuesta metodológica que 
facilitara la comprensión y análisis de lo acordado. 

Dicha propuesta metodológica dejó por sentado que el Sistema de 
Seguridad Alimentaria debe ser comprendido desde tres ejes centrales: 
(i) incremento progresivo de los alimentos; (ii) generación de ingresos y 
(iii) creación de condiciones de bienestar, los cuales irradian la serie de 
mecanismos propuestos para la consecución de la finalidad del Sistema, 
esto es, la garantía de una alimentación sana, nutritiva y apropiada. 

El mérito de esta propuesta consiste en establecer una conexión entre 
los ejes y los mecanismos propuestos a fin de que en todo momento sean 
tenidos en cuenta como horizonte para la creación de la serie de directrices, 
normas, planes, programas y proyectos que se encuentren dirigidos a 
materializar el Sistema de Seguridad Alimentaria. 
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Capítulo 3

Las directrices voluntarias y su relación  
con el acuerdo final para la terminación del conflicto 
entre el gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia –Ejército del Pueblo– 

(FARC - EP)

INTRODUCCIÓN

Durante cuatro años el Gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revo-
lucionarias de Colombia –Ejército del Pueblo– (FARC - EP) entraron en un 
proceso de negociación cuyo propósito se fundamentó en la finalización del 
conflicto armado entre ambos actores.

La negociación favoreció la construcción del acuerdo final, el documento 
que contiene los asuntos sobre los cuales se desarrollaron los diálogos por 
parte de los respectivos equipos negociadores. Este texto concentra varias 
temáticas que a juicio de las partes han articulado las causas materiales 
e históricas del conflicto armado colombiano y, por tanto, su discusión 
constituía un imperativo político para lograr un proceso eficaz.

Uno de los puntos incluidos tiene que ver con el asunto de la tierra, su 
posesión, tenencia, uso y explotación. Tal cuestión se denominó: “Hacia un 
nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral” y allí se establecieron 
las ideas fundamentales y respectivas para su ejecución en el momento del 
posconflicto.

Dentro de este punto el equipo negociador incorporó algunos asuntos 
relativos al desarrollo progresivo del derecho a la alimentación, una temática 
desarrollada por el sistema internacional mediante la Organización de la 
Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) en un docu-
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mento de derecho internacional público llamado Directrices Voluntarias 
(Organización de la Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, 
2005), acordado en el año 2014 en una convención universal de este orga-
nismo. Este documento tiene como propósito generar los lineamientos para 
que los Estados del mundo tengan las herramientas suficientes y adecuadas 
para implementar políticas eficientes en los procesos de su política interna 
que conlleven al cumplimiento del derecho a la alimentación.

Con el propósito de analizar la articulación entre el acuerdo final y las 
directrices voluntarias en el sentido de identificar la incorporación de estas 
en el acuerdo, se estudia el contenido de ellos. Para tal fin, este capítulo se 
estructura en tres partes. La primera de ellas describe el acuerdo final entre 
el Gobierno colombiano y las FARC - EP, donde se bosquejan los contenidos y 
temáticas que componen la denominada Reforma Rural Integral, incluyendo 
lo relativo al desarrollo progresivo del derecho a la alimentación. La segunda 
parte describe el contenido de las directrices voluntarias, evidenciando 
los aspectos filosóficos y políticos que la estructuran y las estrategias 
operativas para implementarlas en el contexto de cada Estado y la tercera 
parte describe la articulación entre el acuerdo final y las directrices volun-
tarias, identificando cómo el proceso de negociación incorporó en el texto 
definitivo asuntos e ideas relativas al desarrollo progresivo del derecho a 
la alimentación.

3.1.  DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO, LOS PRINCIPIOS Y EL PRINCIPIO 
DE PROGRESIVIDAD DEL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN

Es probable que nuestros constituyentes en 1991 no tuviesen presente el 
alcance y las consecuencias que traería a futuro declarar a Colombia como 
un Estado social de derecho artículo 1 (República de Colombia, 1991) y como 
un Estado constitucional artículo 4 (República de Colombia, 1991) (Restrepo 
Yepes, Bocanument Arbeláez, & Rojas Betancur, 2015). Son términos tan 
sencillos de pronunciar pero que han cimentado las bases de comprensión 
del derecho en particular, y consecuentemente de la sociedad en general, 
sus instituciones y la cosmovisión judicial de hacer el derecho a través de 
los derechos.

El Estado social de derecho contiene y representa una nueva forma de 
organización social y política. Supera y recoge las premisas definitivas del 
simple Estado de derecho o legalista que concebíamos durante la vigencia 
de la Constitución de 1886. Va más allá de simples enunciados orgánicos y 
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se orienta de conformidad con la parte programática de los principios y de 
los valores constitucionales. La Sentencia T -  406 de 1992 describe una doble 
naturaleza del Estado social de derecho. Desde el punto de vista cuantitativo, 
se expresa como Estado interventor que asegura la salvaguarda de derechos 
individuales y se propone corregir el liberalismo egoísta, individualista y 
promotor del Estado mínimo (Corte Constitucional, 1992). Es un Estado 
que tiene como objeto constitucional corregir los desequilibrios económicos 
propiciados por el liberalismo clásico y su tesis de la mano invisible del 
mercado (Smith, 2011). Su origen histórico tiene lugar a comienzos del 
siglo XX como consecuencia de las demandas jalonadas por los grupos 
obreros, la Revolución mexicana de 1910 y la rusa de 1917, la infraestructura 
político - administrativa de Weimar y el New Deal estadunidense. Asume 
compromisos prestacionales en aras de asegurar jurídicamente la protección 
de estándares básicos como el trabajo, la salud, la recreación, la vivienda 
y la alimentación.

Desde el punto de vista cualitativo, se expresa como Estado constitucional 
y democrático. Esto significa una nueva forma de concebir la democracia, 
ya no en el sentido rousseuaniano de aceptar la voluntad general sino 
de asegurar y promover medios de defensa eficaces en favor de grupos 
periféricos o minoritarios (Corte Constitucional, 1992).

El Estado social de derecho representa una nueva forma de concebir 
el derecho. Traslada la importancia dada a la ley, como expresión de la 
soberanía popular, y pasa a ocuparse de la realización de la justicia material, 
realización que no ocurre de forma matemática, previsible o racional. En el 
Estado social de derecho, la búsqueda y la realización de la justicia material 
pueden acarrear, sin que se deslegitime el sistema, un sacrificio de la 
seguridad jurídica y de la sujeción estricta y mecánica a las expresiones 
legales, para garantizar la armonía entre los hechos y el contenido axiológico 
de la Constitución, que es, a la vez, el de la sociedad misma.

El derecho en el interior de un Estado social de derecho se extiende hacia 
adentro y hacia afuera. En el orden interno se entiende que el andamiaje 
normativo se integra tanto por leyes como por principios, y en el orden 
externo se concretiza en el bloque de constitucionalidad.

3.1.1 De los principios y de las leyes

Siguiendo el camino trazado por Robert Alexy (1994) podemos afirmar 
que un orden jurídico constitucionalizado se diferencia del orden jurídico 
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legalista, en el que la ley encubre y lo define todo, por incluir dos tipos de 
normas: reglas y principios. Las reglas son juicios hipotéticos que asignan 
una imposición de aplicación inmediata. Son exigencias categóricas que se 
cumplen sí o sí. En caso de conflicto entre reglas se aplica la cláusula de 
exclusión, pues el orden jurídico carecería de coherencia si en su interior 
una regla prohibiera lo que otra regla faculta. Siguiendo las máximas de 
generalidad habría que definir cuál regla vencida sale del orden jurídico.

Por el contrario, los principios son mandatos de optimización. No se 
aplican en una relación de todo o nada sino que su aplicación obedece a 
diferentes grados de realización, ajustados a condiciones de modo, tiempo y 
lugar. Los principios son criterios de interpretación, subyacen a los derechos 
fundamentales y orientan las decisiones judiciales. Tienen rango jurídico 
porque están debidamente reconocidos en el texto constitucional, que es 
norma jurídica y norma primera. En caso de tensión entre principios no se 
aplica la regla de exclusión sino la ponderación. El principio vencido no sale 
del orden jurídico sino que, para ese caso concreto, se inaplica. Los principios 
poseen, a priori, una igualdad jerárquica. La preferencia de un principio sobre 
otro es un atributo propio de la discrecionalidad judicial, discrecionalidad 
que no puede entenderse como un acto arbitrario y deliberado, pues tanto 
la doctrina como la jurisprudencia han trazado un camino a seguir, y que 
es racional y razonable, esto es, que sirva como criterios de distinción y 
fundamento constitucional de la elección de un principio en caso de colisión 
(Alexy, 1994).

La Sentencia C - 022 de 1996 traza unos criterios a seguir a la hora de 
preferir un principio sobre otro, dada la igualdad jurídica de cada uno de 
ellos, sin que la preferencia de un principio en un caso concreto pueda ser 
descrita como un acto arbitrario, injusto o ilegítimo (Corte Constitucional, 
1996). Señala la Corte Constitucional que una vez se haya definido la 
condición de igualdad entre un principio y otro, es necesario adelantar un 
test de razonabilidad. Mediante la satisfacción de este test es posible (i) 
definir la existencia de un objetivo logrado en razón de un trato desigual; 
(ii) asegurar la validez de dicho objetivo a la luz de las premisas formales y 
materiales de la Constitución, y (iii) definir la relación de proporcionalidad 
entre dicho trato y el fin perseguido. Esto es, que el principio al que se acude 
para asegurar la salvaguarda de algún interés específico o de un derecho 
fundamental no contradiga la naturaleza o estructura de otros principios 
que pudieran llegar a ser constitucionalmente más importantes o más 
vinculantes. Por último, es necesario agotar el test de proporcionalidad. 
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A través de él se tiene el objeto de verificar tres supuestos: (i) que exista 
adecuación de la medida con el fin constitucionalmente exigido; (ii) que la 
implementación de dicho principio obedezca a la exigencia de necesidad de 
aplicación; (iii) que el principio preferido no afecte los intereses jurídicos de 
otras personas o de otros grupos. Y que en caso de afectar tales intereses 
ocurra que tal afectación tiene fundamento constitucional o que tal afecta-
ción sea mínima. A esta tercera condición la jurisprudencia la ha definido 
como el test de proporcionalidad en sí mismo. Es un test a través del cual se 
pretende asegurar que en el marco de todo ejercicio discrecional mediante 
el cual se dirima una ponderación se asegure que en todo momento y lugar 
haya condiciones de legitimidad, correspondencia constitucional y mínima 
afectación de los intereses de terceros (Corte Constitucional, 1996). 

3.1.2 	 Del bloque de constitucionalidad

Es el término empleado para hacer referencia al conjunto de principios, de 
valores y de derechos que tienen un carácter y una naturaleza supra - nacional 
y supra - política. Obedece a un orden externo al del orden jurídico interno. 
Pero tiene asiento y arraigo en la condición básica de la dignidad humana. 
Históricamente el bloque de constitucionalidad tiene lugar luego de la 
Segunda Guerra Mundial. La Sentencia C - 617 de 2008 hace referencia a dos 
presupuestos esenciales y determinantes del bloque de constitucionalidad 
como institución jurídica: (i) son normas que sin estar explícitamente 
integradas en la Constitución, dada su naturaleza y conexidad con la 
dignidad humana, se entienden y asimilan como integrantes del sistema 
constitucional, y (ii) todo el conjunto de normas que integran el bloque sirve 
como parámetro de validez a través de cual se puede realizar el control 
constitucional (Corte Constitucional, 2008).

El concepto de bloque de constitucionalidad tiene el objeto de expandir 
la tesis de que la Constitución de un Estado va mucho más allá de su texto 
constitucional. El artículo 93 superior es claro en señalar que los tratados 
internacionales que versen sobre derechos humanos, ratificados por el 
Congreso, forman parte de nuestro sistema normativo de forma prevalente 
(República de Colombia, 1991). Sumado al mandato de que todos los derechos 
y los deberes que integren nuestro sistema normativo han de interpretarse 
de conformidad con las directrices trazadas en dichos tratados. El artículo 
94 superior presenta la incorporación de normas que, sin estar explícita-
mente contenidas en la Constitución o en un tratado ratificado, siempre 
que sea posible advertir la conexidad con la protección de la condición 
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humana, también son susceptibles de ser tenidas en cuenta como criterio 
de interpretación y de aplicación del encuadramiento fáctico y normativo 
(República de Colombia, 1991).

3.1.3 	 Del principio de progresividad

A través del principio de progresividad se explica y se desarrolla buena 
parte de la naturaleza del Estado social de derecho. Ostenta una carga 
argumentativa de altísimo nivel por cuanto es una manifestación explícita 
del derecho internacional de los derechos humanos que opera y rige como 
mandato vinculante para nuestro Estado en tanto sujeto activo del Pacto 
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU), 1966); la Convención Americana de 
Derechos Humanos (Organización de los Estados Americanos (OEA), 1969) 
y el Protocolo de San Salvador (Organizacion de las Naciones Unidas (ONU), 
1988). Su principal fundamento normativo tiene asiento en el artículo 4 
del Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(Organización de las Naciones Unidas (ONU), 1966). Este principio contiene 
una naturaleza jurídica que se emplea como parámetro de validez de la 
constitucionalidad de las normas. Sumado a lo anterior, debe decirse que 
este principio integra el bloque de constitucionalidad y cualifica el tipo de 
obligaciones que adquieren las autoridades públicas del Estado social de 
derecho. A través de la salvaguarda de este principio se procura asegurar 
la eficaz existencia de garantías, en tanto fundamentales, de los derechos 
sociales.

El principio de progresividad tiene un contenido normativo básico a 
través del cual resulta posible exigirle al Estado que adopte medidas, hasta 
el máximo de recursos disponibles, con el objeto de asegurar la más amplia y 
plena efectividad de los derechos sociales. Es por ello que en el desarrollo y la 
materialización de este principio se ha señalado, por vía judicial y de tutela, 
la necesaria inclusión de la gradualidad y del progreso, en sentido estricto.

Gradualidad significa el reconocimiento estatal de que la salvaguarda y 
la atención efectiva del derecho social no logran hacerse de manera plena 
en el corto plazo. Progresividad en sentido estricto establece el conjunto 
de prescripciones o máximas normativas estatales a través de las cuales 
debe asegurarse una: (a) obligación de actuar; (b) prohibición de disminuir 
recursos; (c) prohibición de aumentar costos de acceso, y (d) prohibición de 
aumentar requisitos.
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Tenemos entonces que el principio de progresividad debe entenderse no 
solo como una carta de exigencias de intervención estatal sino que también 
aplica y representa un límite normativo. Un límite de acción para que las 
autoridades públicas se abstengan de proferir normas o actuaciones que 
puedan limitar o hacer más dispendioso el acceso a un servicio público o un 
derecho social. Si bien es cierto que se reconoce la potestad legislativa, el 
principio de progresividad debe leerse como límite, pues en caso de instalar 
condiciones que limiten o hagan más dispendioso el acceso a la prestación 
de un derecho social, tal norma se supondrá, a priori, inconstitucional.

Este principio debe leerse como una condición legislativa y pública que 
exige: (i) erradicar condiciones de injusticia social inmediata; (ii) trazar 
políticas públicas conducentes a la minimización de la desigualdad social, 
y (iii) promover e intervenir en el estímulo del mejoramiento progresivo de 
las condiciones materiales de existencia de los agentes más excluidos (Corte 
Constitucional, 2012).

La Sentencia C - 1165 de 2000 había instalado los presupuestos estructu-
rales de este principio, en los siguientes términos: (i) asegurar la satisfacción 
inmediata de niveles mínimos de protección de los derechos sociales; (ii) 
asegurar la inexistencia de discriminación en toda política conducente a 
ampliar el rango de eficacia del derecho; (iii) asegurar la instalación de 
normas que, en un plazo razonable, favorezcan la realización de dimensiones 
positivas de cada derecho, y (iv) asegurar que no se retroceda en el camino 
iniciado hacia la protección del derecho (Corte Constitucional, 2000).

3.1.4 	 Test de constitucionalidad de medidas regresivas en materia de 
derechos sociales

Si bien es cierto que el mundo de los principios jurídicos está constituido 
por los mandatos normativos que implican y condicionan relaciones de 
optimización social, también es cierto que el principio de progresividad no 
siempre es aplicado o protegido en su totalidad, pues exigencias económi-
cas parecen regir el rumbo de las políticas públicas o de los intereses del 
gobierno de turno. Es por ello que la Corte Constitucional ha señalado que 
el carácter constitucional del principio de progresividad de los derechos 
sociales está ajustado por estrecha condición de necesidad al principio de 
supremacía de la Constitución (Corte Constitucional, 2012). En razón de dicha 
condición, resulta posible afirmar que todo desconocimiento injustificado 
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frente al deber de prohibir la regresividad de protección del derecho puede 
ser declarado inconstitucional. 

¿Qué determina la justificación de regresividad de protección de un 
derecho social? A juicio de la Corte Constitucional la única condición que 
posibilita que sea constitucional tal afectación requiere la superación del 
test de constitucionalidad de las medidas regresivas en materia de derechos 
sociales (Corte Constitucional, 2012). Estas medidas regresivas tienen lugar 
cuando: (i) se limita el ámbito sustantivo de protección del derecho; (ii) se 
aumenta considerablemente el conjunto de requisitos exigidos para acceder a 
derechos; (iii) se reducen considerablemente los recursos públicos destinados 
a asegurar la protección del derecho (Corte Constitucional, 2013).

Dicho test está integrado por dos condiciones:

(i)	 Que la aplicación de la norma sí contenga un carácter de regresividad 
de los derechos sociales.

(ii)	Que la aplicación de la norma no afecte los contenidos mínimos intan-
gibles de los derechos sociales.

Dado que no existe una regla general que determine, a priori, cuál es 
el contenido mínimo intangible de los derechos sociales, se hace necesario 
mirar, en cada caso en particular, la naturaleza de cada derecho, su núcleo 
esencial y las garantías reconocidas por los tratados internacionales, a través 
de los cuales resulte posible edificar un régimen constitucional que oriente 
y condicione el criterio de validez constitucional de la norma que atenta 
contra el principio de progresividad.

La Sentencia C–038 de 2004 ha señalado que el régimen constitucional 
sobre el cual se erige el contenido mínimo intangible en materia laboral se 
edifica a partir de la aplicación de las máximas: (i) prohibición de discrimina-
ción laboral; (ii) prohibición de ampliación de jornada laboral por encima de 
las ocho horas; (iii) interpretación normativa laboral en favor del trabajador; 
(iv) no restricción al salario mínimo (Corte Constitucional, 2004 B).

La Sentencia T - 068 de 2010 ha señalado que el régimen constitucional 
sobre el cual se erige el contenido mínimo intangible en materia de pro-
tección a la comunidad desplazada tiene una doble naturaleza. En cuanto 
a la forma se exige la atención inmediata de satisfacción de necesidades 
materiales básicas para que la vida digna sea posible. Con especial énfasis 
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en la población infantil, adulto mayor y mujeres en estado de embarazo; en 
cuanto al fondo el contenido mínimo de protección de los derechos a la 
comunidad desplazada está dirigido a la instalación del retorno y la garantía 
de no repetición (Corte Constitucional, 2010).

La Sentencia C-288 de 2011 ha señalado que el régimen constitucional 
sobre el cual se erige el contenido mínimo intangible en materia de seguri-
dad social data de la no transferencia política o legislativa de los derechos 
adquiridos (Corte Constitucional, 2011).

3.1.5Del principio de progresividad en materia alimentaria

Siguiendo de cerca el trabajo de la profesora Olga Cecilia Restrepo-Yepes 
(Restrepo-Yepes O. , 2011), conviene señalar que en materia de política 
pública sobre alimentación en Colombia es posible señalar una doble direc-
ción. Una dirección destinada a atender emergencias en las que la alimenta-
ción se define como el derecho a estar libre de hambre (Molina-Saldarriaga, 
Restrepo-Yepes, & Giraldo-Ramirez, 2017) (Restrepo-Yepes, Molina-Salda-
rriaga, Molina-Betancur, Rojas-Betancur, & Bocanument-Arbelaez, 2017). 
Otra dirección es estructural, en la que se entiende la alimentación dentro 
de un conjunto de planes normativos y programas en los que se concibe la 
alimentación en un sentido más amplio, y en los que, a la par de erradicar el 
hambre, también incluye un conjunto de planes y de acciones a través de los 
cuales resulte posible asegurar el acceso a los alimentos de tal manera que 
se erradiquen el hambre y la malnutrición. Obviamente esta segunda direc-
ción es la ideal, que la intervención estatal en materia de alimentación no 
esté condicionada, como parece estarlo según el análisis de políticas públi-
cas realizado por la profesora Restrepo en el plazo considerable de cuarenta 
años (1967-2008), a eventos trágicos o de simple coyuntura, sino que dicha 
intervención debe sustituir la reacción, por la aplicación sistemática de 
planes de actuación que en materia de erradicación del hambre, integridad 
física, acceso a los alimentos y alimentación integral resulten satisfechos de 
manera permanente, a lo largo del tiempo y con una cobertura plena que 
empiece desde la protección a la madre gestante y se prolongue en el tiempo 
y en la ejecución de la política pública hasta el adulto mayor. Aquí tenemos 
dos condiciones básicas de la naturaleza de la progresividad en materia de 
protección alimentaria. Una primera condición está contenida en la exigen-
cia de transitar de las vías de reacción hacia la instalación de una política 
estructural, a través de la cual resulte posible entender la confección de un 
derecho a estar libre de hambre y el acceso a una alimentación adecuada. 
Una segunda condición está contenida en la ampliación del 
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margen de beneficiarios de esta política integral de confección del derecho 
a estar libre de hambre. Este margen debe empezar con la protección a la 
madre gestante y movilizarse en la curva de tiempo hasta el adulto mayor. 

Una tercera condición que desarrolla el principio de progresividad, en el 
marco de la instalación de una política pública de naturaleza estructural, 
exige: (i) erradicar la brecha entre la disponibilidad de alimentos y las 
necesidades de consumo de la población más vulnerable; (ii) mejorar las 
condiciones de salud de la población y; (iii) instalar un sistema de información 
institucional que permita identificar oportunamente el estado nutricional 
de la población.

Una cuarta condición y presupuesto esencial del proceso de configu-
ración del acceso a una alimentación integral o comprensión del derecho 
a no tener hambre, lo encontramos en la consagración de esta última 
condición, derecho a no tener hambre, como derecho fundamental. Bajo 
esta nominación entramos en la esfera subjetiva de los derechos y en la 
extensión de ampliar el marco de obligaciones de la agencia estatal, de tal 
forma que el acceso a los alimentos no obedezca solo a una coyuntura de 
situación de emergencia sino que se enmarque en el seno de una política 
pública o política de Estado para que la salvaguarda de recursos materiales 
sea equivalente a la soberanía alimentaria, a la erradicación del hambre 
y a la atención inmediata e integral de todo abastecimiento que permita 
la vida digna y sus demás derechos derivados, desde el que está por nacer 
hasta el adulto mayor.

3.2. 	DIRECTRICES VOLUNTARIAS EN APOYO DE LA REALIZACIÓN 
PROGRESIVA DEL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN Y SU ACOGIDA 
EN LA AGENDA DE NEGOCIACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO EN 
COLOMBIA

Entre el 23 de febrero y el 26 de agosto de 2012 en la República de Cuba el 
Gobierno nacional de Colombia y el grupo insurgente FARC - EP desarrollaron 
un acercamiento político que se denominó Encuentro Exploratorio que 
tenía como propósito determinar la posibilidad de un diálogo orientado a 
un proceso de negociación para la terminación del conflicto armado entre 
ambas partes. Luego de la finalización del Encuentro Exploratorio, ambas 
partes acogieron los términos dispuestos y aceptaron oficialmente iniciar 
el proceso de negociación. Para ello establecieron 6 ejes temáticos que 
concentraron las discusiones, definidos así: (i) Política de desarrollo agrario 
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integral; (ii) Participación política; (iii) Fin del conflicto; (iv) Solución al 
problema de las drogas ilícitas; (v) Punto sobre las víctimas del conflicto 
armado; (vi) Implementación, verificación y refrendación (Gobierno nacional 
de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2016 A).

A partir de ello, ambas partes comenzaron la discusión sobre cada 
uno de los puntos acordados estableciendo las pretensiones e intenciones 
sociopolíticas de transformación nacional que motivaron el dialogo general, 
lo que implicó no solo negociar la desmovilización de las FARC–EP, sino 
algunas realidades sociales de Colombia, que se creyeron como las causantes 
del conflicto armado en el país y, por tanto, asuntos estructurales.

Finalmente, en agosto del año 2016, ambas partes concluyen el proceso 
de negociación en La Habana (Cuba), generando el documento final, que 
se ha denominado: “Acuerdo final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera” (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP, 2016 A).

Este acuerdo reúne los logros dados durante el tiempo del dialogo que 
materializan las proyecciones para cada uno de los puntos de discusión. 
En virtud de ello y no cambiando de manera absoluta los seis (6) acuerdos 
originales contemplados en el comienzo del proceso, el documento final 
establece que los puntos definitivos son los siguientes:

Punto 1. Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural 
Integral.

Punto 2. Participación política: Apertura democrática para construir 
la paz.

Punto 3. Fin del conflicto. Cese al fuego y de hostilidades bilaterales 
y definitivas y la dejación de las armas.

Punto 4. Solución al problema de las drogas ilícitas.

Punto 5. Víctimas del conflicto: Sistema Integral de Verdad, Jus-
ticia, Reparación y No Repetición”. Incluyendo la Jurisdicción Especial 
para la paz y Compromiso sobre Derechos Humanos.

Punto 6. Implementación, verificación y refrendación” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia (FARC - EP), 2016 A).
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Cada uno de estos puntos está integrado por una serie de acciones 
de naturaleza diversa que especifica las estrategias definidas para su 
realización. De este modo, plantean planes, programas, proyectos y otras 
iniciativas de ejecución para implementar paulatinamente lo acordado según 
los contenidos de cada uno de los puntos.

Ahora bien, para dar cumplimiento a nuestro objetivo definiremos una 
ruta de análisis que nos permita articular tres elementos fundamentales. 
El primero, el acuerdo final entre el Gobierno colombiano y las FARC–EP en 
lo relativo a la reforma rural integral, pero específicamente en lo referido al 
desarrollo progresivo del derecho a la alimentación; segundo, la directrices 
voluntarias como instrumento internacional para facilitar el cumplimiento 
de este derecho en el mundo, y tercero, la referencia y relación explícita o 
implícita de las directrices voluntarias en la agenda de negociación y en el 
contenido del documento final del acuerdo.

3.3.	 ACUERDO FINAL. PROCESO DE NEGOCIACIÓN 

Conforme lo planteamos en el párrafo anterior, el primer punto que de-
sarrollaremos hace referencia al acuerdo final entre el Gobierno nacional 
y las FARC - EP. Desde este orden de ideas, el punto 1 de este acuerdo se 
denominó “Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral”. Su 
objetivo fundamental pretende una transformación estructural del campo 
colombiano, mediante el cierre de las brechas históricas entre la ciudad y el 
campo que han generado grandes diferencias en las condiciones de bienestar 
y la integración del territorio colombiano, además, de pobreza y desigualdad 
rural (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 A).

Este punto establece también que una de las causas históricas del conflic-
to es “la cuestión no resuelta de la propiedad de la tierra y particularmente 
su concentración” (Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 A), y cómo ello se 
ha convertido en un mecanismo de exclusión, que no contempla el territorio 
rural como una fuente de diversidad social y cultural y que finalmente ha 
generado la desintegración urbano - rural en la conformación territorial 
colombiana.

Con base en lo anterior, una idea fundamental y recurrente en este 
primer punto es la intención de favorecer el acceso a la tierra como propiedad 
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rural, mediante la regularización de los predios y la desconcentración de 
los mismos para cumplir su función social. Paralelo a ello, se plantea la 
formalización, la restitución y la distribución equitativa de la tierra como 
consecuencia directa de lo anterior.

Ahora bien, el acuerdo propone que al lado del acceso a la tierra, el Estado 
debe promover y ejecutar una política integral rural que articule la provisión 
de bienes y servicios públicos tales como “(…) educación, salud, recreación, 
infraestructura, asistencia técnica, alimentación y nutrición (…)” (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2016 A) para garantizar condiciones de bienestar 
y adecuadas formas de producción y organización rural.

En cuanto al desarrollo progresivo del derecho a la alimentación encon-
tramos que una consideración de este punto establece que: 

“la Reforma Rural Integral en materia de alimentos y nutrición 
pretende asegurar para toda la población rural y urbana en Colombia 
disponibilidad y acceso suficiente en oportunidad, cantidad, calidad 
y precio a los alimentos necesarios para una buena nutrición, espe-
cialmente la de los niños y niñas, mujeres gestantes y lactantes y 
personas adultas mayores, promoviendo prioritariamente la producción 
de alimentos y la generación de ingresos” (Gobierno nacional de la 
República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2016 A, p. 9).

Otro factor importante en cuanto a las consideraciones aquí contempla-
das tiene que ver con la pretensión de este primer acuerdo en desarrollar 
como marco ejecutivo el enfoque territorial para sus iniciativas, de modo 
que se fundamenten sobre las realidades, necesidades, características 
y particularidades culturales, económicas y sociales de cada territorio, 
incluyendo sus habitantes.

Este Primer Acuerdo se fundamenta en los siguientes principios, 
los cuales reconocen, también, el desarrollo progresivo del derecho a la 
alimentación, a saber:

•	 Transformación estructural: cambio de la realidad social rural con 
equidad, igualdad y democracia.

•	 Igualdad y enfoque de género: reconocer a las mujeres como ciudadanas 
autónomas, dando cuenta de sus necesidades específicas y condiciones 
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diferenciales frente a los hombres.

•	 Bienestar y buen vivir: erradicación de la pobreza y satisfacción de 
las necesidades básicas de los habitantes de las zonas rurales del país 
logrando el equilibrio con la calidad de vida urbana y en armonía con el 
enfoque territorial, el enfoque de género y la diversidad étnica y cultural 
de las comunidades en los territorios.

•	 Priorización: priorizar el desarrollo agrario en las poblaciones y territorios 
más necesitados y vulnerables que han sido afectados por la miseria, 
la pobreza y el conflicto, favoreciendo, especialmente, a los pequeños y 
medianos productores.

•	 Integralidad: asegurar las condiciones básicas de bienestar, desde el 
acceso a los bienes públicos como la salud, la vivienda, la educación, 
la infraestructura y la conectividad, la alimentación sana, adecuada y 
sostenible para la población. Además, asegurar la productividad rural 
mediante la ciencia, la tecnología y la innovación.

•	 Restablecimiento: reversión de los efectos causados por el conflicto y el 
abandono sobre los territorios. Restablecer los derechos vulnerados.

•	 Regularización de la propiedad: legalizar la posesión y propiedad de 
las tierras, garantizando los derechos de los ciudadanos como legítimos 
poseedores y dueños.

•	 Derecho a la alimentación: “la política de desarrollo agrario integral 
debe estar orientada a asegurar progresivamente que todas las personas 
tengan acceso a una alimentación sana y adecuada y que los alimentos se 
produzcan bajo sistemas sostenibles” (Gobierno nacional de la República 
de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2016 A, p. 11).

•	 Participación: favorecer la participación de los ciudadanos en los procesos 
de formulación, ejecución y seguimiento de planes y programas. Además, 
en los mecanismos de rendición de cuentas, veeduría y vigilancia.

•	 Beneficio, impacto y medición: beneficiar al mayor número posible de 
ciudadanos en el menor tiempo posible, midiendo sus impactos en cada 
territorio.

•	 Desarrollo sostenible: explotación adecuada de los recursos naturales 
con aplicación de mecanismos para su conservación.
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•	 Presencia del Estado: prestación de la oferta institucional del Estado 
colombiano a través de las diferentes instituciones, organismos y ramas 
del poder público, especialmente, de aquellos que ejecutan la política 
social.

•	 Democratización del acceso y uso adecuado de la tierra: garantizar 
que el mayor número posible de ciudadanos pueda acceder a la tierra 
incentivando su uso adecuado en términos de sostenibilidad ambiental, 
vocación productiva, ordenamiento territorial y participación comunitaria 
(Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 A).

Ahora bien, estructuralmente este primer acuerdo se organiza de la 
siguiente manera: es necesario tener en cuenta que los temas propuestos 
se agrupan en tres núcleos temáticos y en cada uno de ellos se concentran 
las demás iniciativas que permitirán su complemento y ejecución. Estos tres 
núcleos son: acceso y uso de la tierra; planes nacionales rurales y programas 
de desarrollo con enfoque territorial.

Primer núcleo temático: acceso y uso. Tierras improductivas. Formali-
zación de la propiedad. Frontera agrícola y protección de zonas de reserva.

Está estructurado por los siguientes componentes:

•	 Fondo de tierras para reforma rural integral.

•	 Otros mecanismos para promover el acceso a la tierra.

•	 Personas beneficiarias.

•	 Acceso integral.

•	 Formalización masiva de la pequeña y mediana propiedad rural.

•	 Tierras inalienables e inembargables.

•	 Restitución.

•	 Algunos mecanismos de resolución de conflictos de tenencia y uso y de 
fortalecimiento de la producción alimentaria.

•	 Formación y actualización del catastro e impuesto predial rural.

•	 Cierre de la frontera agrícola y protección de zonas de reserva. (Gobierno 
nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC - EP), 2016 A, pp. 11 - 17).
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Segundo núcleo temático: programas de desarrollo con enfoque terri-
torial.

Está estructurado por los siguientes componentes:

•	 Objetivos.

•	 Criterios de priorización.

•	 Planes de acción para la transformación regional.

•	 Mecanismos de participación.

•	 Medios.

•	 Seguimiento y evaluación. (Gobierno nacional de la República de 
Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 
2016 A).

Tercer núcleo temático: planes nacionales para la reforma rural inte-
gral. El propósito fundamental de estos planes es reducir la pobreza y la 
desigualdad, de modo que sea posible lograr el desarrollo y bienestar rural; 
paulatinamente, cerrar la brecha entre campo y ciudad. Para ello se articula 
desde esta iniciativa el mejoramiento y aumento de los ingresos económicos 
de las familias y el acceso a bienes y servicios públicos.

Este núcleo está fundamentado en los siguientes componentes:

•	 Infraestructura y adecuación de tierras. Comprende: infraestructura vial; 
infraestructura de riego; infraestructura eléctrica y de conectividad.

•	 Desarrollo social: salud, educación, vivienda, erradicación de la pobreza. 
Comprende: salud; educación rural; vivienda y agua potable.

•	 Estímulos a la producción agropecuaria y a la economía solidaria y 
cooperativa: Comprende: acompañamiento financiero a la economía 
solidaria y cooperativa; asistencia técnica; subsidios, generación de 
ingresos y crédito; mercadeo; formalización laboral rural y protección 
social; sistema para la garantía progresiva del derecho a la alimentación 
(Gobierno nacional de la República de Colombia y Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016 A, pp. 19 - 29).

Como podemos observar, es en este tercer núcleo temático donde se 
estructura con detenimiento el desarrollo progresivo del derecho a la 
alimentación, pero con mayor precisión en el tercero y último subgrupo, 
como se mostró anteriormente.
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La idea anterior nos permite analizar el papel que fue otorgado al desa-
rrollo progresivo del derecho a la alimentación en relación con los acuerdos 
finales, de la siguiente manera:

1.	 Para garantizar de forma progresiva el derecho a la alimentación sana, 
nutritiva y culturalmente apropiada, el Gobierno nacional deberá ejecutar 
un sistema especial para la alimentación rural. Tal sistema necesita 
garantizar la erradicación del hambre y para ello es fundamental in-
crementar progresivamente la producción alimentaria en los territorios 
rurales, el mejoramiento y aumento de los ingresos y la creación de 
condiciones adecuadas para el bienestar rural a través del acceso a la 
tierra, a las infraestructuras, a los sistemas de riego, al agua potable, a 
la vivienda, a los créditos, a la asociatividad y la cooperación.

2.	 Esto nos permite deducir que la política alimentaria y nutricional 
pretende integrar varios factores, que abarcan no solamente el hecho 
alimenticio como tal, en tanto acceso a la comida, sino los mecanismos 
de su producción, consumo y comercialización. Esto es, encadenar varios 
factores productivos.

La política alimentaria y nutricional aquí propuesta que da reconoci-
miento al desarrollo progresivo del derecho a la alimentación establece 
un conjunto de criterios (MECANISMOS) que, a su vez, podrían ser 
contemplados como estrategias para ejecutar este precepto, lo cual genera 
la necesidad de asegurar la efectividad y eficacia de la negociación para  
este tema53.

Teniendo en cuenta lo anterior, podemos inferir entonces que el Punto 
1: “Hacia un nuevo campo colombiano: reforma rural integral” del acuerdo 
final de la negociación, en lo que tiene que ver con el desarrollo progresivo 
del derecho a la alimentación, lo incorpora como uno de sus elementos 
constitutivos. En este sentido es importante destacar que el derecho a la 
alimentación es enunciado, descrito y tratado como una de las alternativas 
o estrategias contempladas durante el proceso de los diálogos para ser 
ejecutada en el país durante la implementación de los acuerdos.

53	 Para lograr una mayor comprensión sobre los temas relacionados con la consolidación del 
SSA y sus mecanismos según el Acuerdo Definitivo del proceso de negociación entre el 
Gobierno nacional y las FARC - EP, revisar el capítulo 2: “los puntos acordados, y por acordar, 
en la mesa de conversación de paz con las FARC en lo relativo a la seguridad alimentaria”.
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En términos de construcción del documento del acuerdo Final, el derecho 
a la alimentación se nombró en la consideración, en los principio y como 
grupo de proyectos pertenecientes a la línea de planeación nacional de la 
reforma rural integral.

3.4.	 DIRECTRICES VOLUNTARIAS EN APOYO DE LA REALIZACIÓN 
PROGRESIVA DEL DERECHO A UNA ALIMENTACIÓN ADECUADA 
EN EL CONTEXTO DE LA SEGURIDAD ALIMENTARIA NACIONAL 
EN CONSONANCIA CON EL ACUERDO FINAL ENTRE EL GOBIERNO 
NACIONAL Y LAS FARC - EP

En ejecución del orden planteado en las páginas anteriores, desarrollaremos 
en segunda instancia el contenido asociado a las directrices voluntarias como 
instrumento del derecho internacional para el cumplimiento del derecho a 
la alimentación.

En noviembre del año 2004 la Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura y la Alimentación –FAO–, aprobó las directrices voluntarias 
como un mecanismo internacional para orientar a los Estados en torno a 
la realización progresiva del derecho a la alimentación con el propósito 
de lograr los “objetivos del Plan de Acción de la Cumbre Mundial sobre la 
Alimentación”, luchar contra el hambre y la pobreza y facilitar, también, la 
consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005).

En este contexto, las Directrices Voluntarias se constituyen en un con-
junto de instrumentos, mecanismos y estrategias para que los gobiernos del 
mundo puedan aplicar medidas conducentes a la realización del derecho a la 
alimentación generando condiciones de dignidad y seguridad para ello. Esto 
se fundamente en el “derecho de toda persona a tener acceso a alimentos 
sanos y nutritivos, en consonancia con el derecho a una alimentación apro-
piada y con el derecho fundamental de toda persona a no padecer hambre” 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación 
(FAO), 2005, p. 4).

Las directrices voluntarias se constituyen en un mecanismo de orien-
tación para que los Estados cuenten con herramientas adecuadas para 
la realización progresiva del derecho a la alimentación en el contexto de 
la seguridad alimentaria nacional; por tanto, constituyen un ejercicio de 
orientación de las iniciativas estatales en la consecución de este propósito.
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Las directrices voluntarias conciben que la alimentación es un derecho 
humano y, por tanto, no debe utilizarse como un instrumento de presión 
política, económica o social; en virtud de ello, este instrumento internacional 
se fundamenta en los principios de la igualdad, la participación, la inclusión, 
la no discriminación, la rendición pública de cuentas, el Estado de derecho 
y, sobre todo, en la universalidad, la indivisibilidad y la interdependencia 
propias de los derechos humanos (Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005).

Es importante establecer que las directrices voluntarias no determinan 
obligaciones que vinculen jurídicamente a los Estados, pues se constituyen en 
un instrumento de orientación y no en un tratado internacional. Desde este 
punto de vista, pretenden crear unas bases para que los países fundamenten 
sus planes, programas, proyectos, políticas, actividades y demás estrategias 
en torno al derecho a la alimentación de manera autónoma y soberana 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación 
(FAO), 2005).

Con base en lo anterior, el soporte jurídico de las directrices para su 
instrumentalización reposa en las siguientes herramientas internacionales 
que versan sobre su objeto y contenido:

•	 Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 25.

•	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
artículos 2, 11.

•	 Carta de la Naciones Unidas, artículos 55 y 56.

•	 Convención sobre los Derechos del Niño.

•	 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer.

•	 Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales.

•	 Declaración del Milenio. (Organización de las Naciones Unidas para la 
Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, pp. 11 - 13).

Al articular lo anterior, tanto lo político como lo jurídico, llegamos a la 
definición que la FAO ha adoptado para este instrumento, así: 
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[…] existe seguridad alimentaria cuando todas las personas tienen 
en todo momento acceso físico y económico a suficientes alimentos 
inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades alimentarias y 
sus preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una vida 
activa y sana. Los cuatro pilares de la seguridad alimentaria son la 
disponibilidad, la estabilidad del suministro, el acceso y la utilización 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación 
(FAO), 2005, p. 14).

Desde el punto de vista estructural y para poder llevar a cabo lo 
propuesto, las directrices voluntarias se han organizado en 18 directrices 
internas –propiamente dicho–, que establecen las acciones a desarrollar 
desde los diferentes campos que pretenden abarcar. Cada una de ellas da 
soporte operativo a los pilares que hemos anunciado anteriormente. Las 
directrices son las siguientes:

•	 Directriz 1. Democracia, buena gestión pública, derechos humanos y el 
Estado de derecho. Su propósito es promover y ampliar la democracia, la 
eficiencia y la eficacia administrativa en el uso de los recursos públicos, 
el reconocimiento de la alimentación como un derecho humano y el 
cumplimiento de los principios estructurales del Estado de derecho 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación 
(FAO), 2005, p. 16).

•	 Directriz 2. Políticas de desarrollo económico. Promover mecanismos 
o modelos de desarrollo económico que faciliten estrategias eficientes, 
eficaces e incluyentes para el logro de la seguridad alimentaria (Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 
2005, p. 17).

•	 Directriz 3. Estrategias. Promover la construcción de una estrategia 
nacional por cada Estado fundamentada en los derechos humanos para 
la realización progresiva del derecho a la alimentación adecuada, pública, 
universal y sin discriminación. Ello es equivalente a la formulación de 
un plan nacional de alimentación (Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 18)

•	 Directriz 4. Sistemas de mercado. Promover el mejoramiento de los 
mercados internos, especialmente los agrícolas, de modo que puedan 
cambiarse las condiciones inadecuadas para el crecimiento y desarrollo 
económico del país, con el propósito de lograr mercados agrícolas 
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eficientes y eficaces, sostenibles y comercialmente rentables. Además, 
favorecer la creación y fortalecimiento de redes de intercambio y co-
mercialización de productos agrícolas en función de la territorialización 
del derecho a la alimentación, para que ningún territorio carezca de 
alimentos (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 
Alimentación (FAO), 2005, p. 20).

•	 Directriz 5. Instituciones. Promover la creación, mejoría, reforma o 
cualquier acción pertinente de instituciones públicas que tengan como 
función la realización progresiva del derecho a la alimentación (Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 
2005, p. 22).

•	 Directriz 6. Partes interesadas. Reconocer la responsabilidad básica, 
fundamental y primaria de los Estados en la realización progresiva del 
derecho a la alimentación, pero resaltar también que pueden confluir 
otros actores como la sociedad civil y el sector privado (Organización de 
las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 
23).

•	 Directriz 7. Marco jurídico. Posibilidad de incorporar en el marco 
jurídico interno y en las políticas nacionales los contenidos dispuestos 
por las directrices voluntarias. Ello estipula las adecuaciones debidas, 
si fuere del caso, del marco jurídico nacional para darle entrada, validez 
y vigencia a lo propuesto. Por ejemplo, reformas constitucionales y 
legislativas, creación de leyes (Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 23).

•	 Directriz 8. Acceso a recursos y bienes. Esta directriz estipula que los 
recursos relacionados con el derecho a la alimentación no deberían 
tener restricciones que obstaculicen o impidan su realización. El 
Estado, mediante esta directriz, deberá crear y ejecutar mecanismos 
que permitan el acceso y uso de los diferentes recursos que existieren 
a toda la población dentro de un marco de sostenibilidad e inclusión, 
y de concordancia con la legislación nacional. Uno de los recursos aquí 
mencionados hace referencia a que dentro de condiciones apropiadas de 
necesidad y legalidad se realicen reformas agrarias que permitan acceder 
equitativamente a tierras, con favorecimiento de poblaciones pobres. En 
virtud de ello, esta directriz también incorpora la posibilidad, desde el 
Estado, de incluir a todos aquellos grupos poblacionales en condiciones 
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de exclusión y abandono en planes, programas, proyectos o políticas 
que generen oportunidades para la participación en la distribución 
de recursos en condiciones de igualdad. Se destaca principalmente la 
participación de minorías tradicionalmente excluidas (Organización de 
las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 
24)

	 Esta directriz contiene seis (6) directrices internas que materializan los 
recursos, es decir, especifican los recursos en 6 tipologías, los cuales 
son: 

	 Directriz 8A. Mercado laboral. Adopción de medidas que permitan el 
crecimiento económico sostenible y adecuado, de modo que se generen 
oportunidades de empleo en dignidad para trabajadores urbanos y rurales 
y, por tanto propiciar niveles adecuados en la calidad de vida. Ello apunta 
a crear condiciones de promoción y protección del trabajo (Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, 
p. 25).

	 Directriz 8B. Tierra. Adopción de medidas para el acceso y la tenencia de 
la tierra, especialmente de grupos poblacionales en condición de pobreza 
y vulnerabilidad social. Se establece el deber de generar mecanismos 
que permitan reformas agrarias para acceso a las tierras y, sobre todo, 
su uso en términos de sostenibilidad ambiental (Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 26).

	 Directriz 8C. Agua. Adoptar medidas para el acceso, uso y distribución 
equitativa del agua como recurso natural estructurante y básico de la 
vida, en condiciones de eficiencia, eficacia, sostenibilidad, potabilidad, 
cantidad adecuada y justicia social (Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 26).

	 Directriz 8D. Recursos genéticos para la alimentación y la agricultura. 
Adopción de mecanismos políticos y jurídicos para el uso sostenible 
y la conservación de los recursos naturales y genéticos relativos a la 
alimentación y la agricultura, estableciendo también, la conservación 
de los conocimientos tradicionales de los pueblos. Favorecer el reparto 
equitativo de los beneficios derivados de la utilización de los recursos 
genéticos (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 
Alimentación (FAO), 2005, p. 27).
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	 Directriz 8E. Sostenibilidad. Adoptar medidas e instrumentos que 
garanticen la sostenibilidad ecológica de los ecosistemas con el propósito 
de garantizar la producción alimentaria en condiciones de calidad, y ase-
gurando el abastecimiento alimentario para las generaciones presentes 
y futuras (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 
Alimentación (FAO), 2005, p. 27).

	 Directriz 8F. Servicios. Desarrollo de entornos adecuados para la 
participación del sector público y privado en estrategias de tecnología 
e innovación, investigación, extensión, comercialización y financiación 
rural como eslabones dentro de la cadena de la prestación de servicios 
afines al desarrollo progresivo del derecho a la alimentación (Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 
2005, p. 27).

•	 Directriz 9. Inocuidad de los alimentos y protección del consumidor. 
Adopción de medidas para que la producción, el almacenamiento y la 
circulación de alimentos nacionales o importados cumplan normativas 
establecidas de sanidad e higiene, de modo que los alimentos cumplan 
con estándares de calidad y así evitar riesgos o problemáticas asociadas 
a formas inadecuadas de preparación o consumo (Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 28).

•	 Directriz 10. Nutrición. Implementación de medidas que permitan 
el suministro de alimentos a las poblaciones o territorios donde son 
escasos o inexistentes. También, diseño y ejecución de políticas que 
promuevan usos y hábitos alimenticios adecuados. Establecer las 
necesidades alimentarias y nutricionales reales de las poblaciones y los 
territorios, de modo que la implementación de tales políticas cumpla 
con lo verdaderamente requerido en términos de eficiencia, eficacia e 
inclusión (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 
Alimentación (FAO), 2005, p. 30).

•	 Directriz 11. Educación y sensibilización. Diseño y ejecución de medidas 
que tengan como propósito la capacitación y formación de la población en 
torno a los asuntos alimentarios. Invertir en la educación alimentaria y 
nutricional desde un punto de vista integral, es decir, desde la articula-
ción de diversas esferas relativas a la alimentación y su materialización 
como un derecho humano (Organización de las Naciones Unidas para la 
Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 32).
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•	 Directriz 12. Recursos financieros nacionales. Asignación e inversión 
de presupuestos por parte de los Estados y sus organismos territoriales 
para lucha en contra del hambre y la seguridad alimentaria. Promoción 
pública de programas sociales que incluyan a los segmentos vulnerables 
de la sociedad como producto de la asignación presupuestaria estatal 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación 
(FAO), 2005, p. 33).

•	 Directriz 13. Apoyo a los grupos vulnerables. Aplicación de medidas 
que tengan como fundamento incluir a los grupos poblacionales, a las 
personas y a las familias dentro de los territorios nacionales que repre-
senten o estén en condiciones de vulnerabilidad o riesgo de inseguridad 
alimentaria y establecer las causas de ello y, en esta medida, generar 
las acciones correctivas correspondientes. Paralelo a ello, procurar que 
los sistemas de información respectivos incluyan realmente a quienes 
necesiten la atención pública y no a quienes no la requieren, evitando así 
formas asociadas a malversación de fondos y corrupción (Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, 
p. 34).

•	 Directriz 14. Redes de seguridad. Establecimiento y mantenimiento 
de redes de seguridad alimentaria, de articulación pública y privada 
que permitan generar recursos para proteger y cubrir a quienes no 
pueden mantenerse por sí mismos, como una forma de cobertura eficaz 
del sistema de protección social del Estado. Ello plantea, también, la 
administración articulada de recursos, suministros, comercialización y 
funcionamiento de una cadena alimenticia (Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 35).

•	 Directriz 15. Ayuda alimentaria internacional. Plantea la adopción de 
medidas o estrategias por parte de la comunidad internacional, donde los 
organismos donantes, Estados u organizaciones, brinden con eficiencia y 
eficacia la asistencia técnica a quienes lo requieran. La asistencia técnica 
va acompañada de asistencia financiera cuando ello lo requiera y, en ese 
sentido, ampliar también a otras formas de cooperación internacional el 
apoyo al derecho a la alimentación (Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 37).

•	 Directriz 16. Catástrofes naturales y causadas por el hombre. En casos 
en los que por causas naturales o creadas por el hombre se presentaren 
catástrofes que afecten a la población y a la producción, suministro y 
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consumo de alimentos, se deben generar mecanismos para garantizar 

la alimentación de las personas en tales circunstancias. Se plantea, 

también, la idea del no uso político del derecho a la alimentación como 

un medio de presión política o económica para la obtención de intereses 

particulares. En caso, por ejemplo, de una guerra u ocupación nunca 

puede afectarse intencionalmente el derecho a la alimentación, ni res-

tringir o impedir el suministro de alimentos a la población (Organización 

de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, 

p. 38).

•	 Directriz 17. Vigilancia, indicadores y puntos de referencia. Creación 

y aplicación de instrumentos técnicos para el control, monitorización y 

seguimiento de la implementación de las directrices voluntarias y de las 

demás iniciativas que en cuanto a alimentación hayan sido formuladas 

por los Estados. Ello implica el uso de sistemas de información adecuados 

y pertinentes que permitan la generación constante de información al 

respecto (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 

Alimentación (FAO), 2005, p. 40).

•	 Directriz 18. Instituciones nacionales de derechos humanos. Articular 

en el interior de cada Estado a las instituciones que en virtud de su na-

turaleza funcional, política y jurídica tengan atribuciones de promoción, 

divulgación y protección de los derechos humanos para que también 

favorezcan, mediante su accionar organizacional el cumplimento del 

derecho a la alimentación como una premisa básica e imperativa del 

ordenamiento estatal (Organización de las Naciones Unidas para la 

Agricultura y Alimentación (FAO), 2005, p. 41).

•	 Directriz 19. Dimensión internacional. Aplicación de las medidas y 

compromisos internacionales que fueron consignadas en las directrices 

voluntarias por parte de cada Estado participante del instrumento. Ello 

implica la debida adopción y concurrencia con el derecho interno propio, 

cuando lo requieran la necesidad o el entorno jurídico, y lo demande el 

contexto político (Organización de las Naciones Unidas para la Agricul-

tura y Alimentación (FAO), 2005, p. 42).

Cada directriz se convierte en una posibilidad, estrategia o herramienta 

que los Estados podrían utilizar para el cumplimiento del derecho a la 
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alimentación. Lo anteriormente expuesto nos permite conocer el conjunto 
de opciones que componen las directrices voluntarias como instrumento 
internacional para el logro de este derecho, y con base en ello, mostrar las 
opciones de concreción real en los territorios, desde lo político, lo jurídico 
y lo social.

Para una ejecución plena y eficaz de las directrices voluntarias se 
requiere articular varios aspectos, que involucran asuntos de diversas 
categorías representadas en factores nacionales, internacionales, políticos, 
económicos, jurídicos, sociales y organizacionales.

En este sentido se determina que la cooperación internacional se 
constituye en una herramienta de apoyo y asistencia fundamental para 
acompañar la ejecución de las disposiciones en cada Estado. Los organismos 
internacionales y los países cooperantes, mediante la conformación de 
pactos globales, podrán determinar esfuerzos vitales para el combate del 
hambre y la mala nutrición, esfuerzos que serían complementados con las 
disposiciones internas adoptadas por los Estados tanto como políticas o 
iniciativas de gobierno que como procesos jurídicos y normativos.

En general, la cooperación mediante la utilización de sus herramientas 
propias demostraría el compromiso de la comunidad internacional para el 
desarrollo del derecho a la alimentación y la lucha contra el hambre. Así, 
para la protección de este derecho se recomienda la implementación de 
mecanismos de cooperación sur–sur, cooperación técnica y cooperación 
financiera que materialicen iniciativas y estrategias bilaterales entre 
países de condiciones socioeconómicas y políticas similares, donde el 
flujo de conocimiento, su producción, circulación y apropiación permitan 
la aplicación de instrumentos tecnológicos, científicos e innovadores al 
mismo tiempo que se generan recursos monetarios para la financiación  
de las iniciativas.

A lo anterior puede articularse, también, el papel positivo del comercio 
internacional en tanto representaría un instrumento adecuado para la 
creación de oportunidades dentro del crecimiento y desarrollo económicos, y 
desde ese punto de vista mitigar la pobreza, el desempleo, la baja capacidad 
adquisitiva, la generación de ingresos y, por conexión, disminuir el hambre 
y aumentar la seguridad alimentaria nacional, prefiriendo el desarrollo 
del mercado agrícola en tanto asociado directo de la disponibilidad de la 
alimentación.
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La alimentación como derecho involucra la participación y la responsa-
bilidad de diversos actores sociales, desde el Estado hasta el sector privado, 
e incluye también, a las organizaciones de la sociedad civil. Se logrará un 
efectivo cumplimiento de este derecho al articular con eficiencia, eficacia, 
universalidad y no discriminación, todos los factores y variables expuestos 
en la estructura de estas disposiciones.

3.5.	 DIRECTRICES VOLUNTARIAS Y ACUERDO FINAL

En cumplimiento de lo planteado como orden metodológico, abordaremos 
el tercer propósito de nuestro documento, que consiste en evidenciar la 
relación explícita o implícita de las directrices voluntarias en apoyo de la 
realización progresiva del derecho a la alimentación y cómo fue acogida en 
la agenda de negociación y en el contenido del documento final del Acuerdo 
entre el Gobierno colombiano y las FARC - EP.

Tras el proceso de negociación y la generación de los acuerdos finales 
es posible evidenciar la relación del contenido de las directrices voluntarias 
con los mismos. Ello significa que el proceso de negociación incluyó en su 
cuerpo elementos referentes y propios de las directrices54.

Al respecto es importante considerar que el punto 1 referente a la refor-
ma rural integral y, en general, todo el contenido del acuerdo final no es un 
desarrollo del derecho a la alimentación; más bien, este se constituye en un 
subtema asociado al núcleo o contenido fundamental que es la propiedad, 
tenencia, posesión, uso y distribución de la tierra como factor histórico y 
decisivo del conflicto armado en Colombia.

En el desarrollo del acuerdo final podemos encontrar que este acoge 
algunas de las directrices voluntarias o coincide con algunos contenidos 
incorporados en ellas. En el siguiente cuadro evidenciaremos la relación 
entre ambas partes.

	

54	 Es preciso anotar que no se cuenta con una fuente institucional que dé cuenta de la referencia 
directa o indirecta de las directrices voluntaria en los Acuerdos, pero sí es evidente la 
relación estrecha que tienen ambos instrumentos (Acuerdo final - directrices voluntarias).
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Acuerdo final Gobierno Colombiano / 
FARC - EP

Directrices voluntarias para la realización 
progresiva del derecho a la alimentación

Punto 1. “Hacia un nuevo campo colom-
biano: Reforma Rural Integral“

Directrices voluntarias

1.	 Principios orientadores 1.	 Directriz voluntaria equivalente o rela-
cionada

Bienestar y buen vivir

Lucha contra la pobreza y satisfacción de 
necesidades básicas.

Directriz 2. Políticas de desarrollo económico.
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.
Directriz 13. Apoyo a los grupos vulnerables.

Integralidad

Integración de bienes y servicios públi-
cos para el bienestar colectivo.

Promoción de la ciencia, la tecnología y 
la innovación para la alimentación y la 
producción agrícola.

Directriz 4. Sistemas de mercado.
Directriz 8. Acceso a los recursos y bienes. 

Derecho a la alimentación

Derecho humano, protegido por la 
normatividad internacional y nacional.

Directriz 7. Marco jurídico.
Directriz 10. Nutrición.
Directriz 15. Ayuda alimentaria interna-
cional.
Directriz 18. Instituciones nacionales de 
derechos humanos.

Participación

Fortalecimiento y extensión de la de-
mocracia. 

Promoción de la participación ciudadana 
en diferentes escenarios públicos.

Directriz 1. Democracia, buena gestión públi-
ca, derechos humanos y el estado de derecho.
Directriz 6. Partes interesadas.
Directriz 11. Educación y sensibilización.
Directriz 14. Redes de seguridad.

Desarrollo sostenible 

Uso adecuado y conservación de los 
recursos naturales.

Directriz 9. Inocuidad de los alimentos y 
protección al consumidor. 

2.	 MECANISMOS de implementación 
de los contenidos y estrategias relacio-
nados con el desarrollo progresivo del 
derecho a la alimentación

2.	 Directriz voluntaria equivalente o 
relacionada

El desarrollo de planes departamentales 
y locales para la alimentación y nutrición 
culturalmente apropiadas, con la parti-
cipación activa de las comunidades, la 
sociedad, el Gobierno nacional y los go-
biernos departamentales y municipales, 
para articular en el territorio las medidas 
y establecer las metas.

Directriz 1. Democracia, buena gestión públi-
ca, derechos humanos y el estado de derecho.
Directriz 2. Políticas de desarrollo económico.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 4. Sistemas de mercado.
Directriz 5. Instituciones.
Directriz 6. Partes interesadas.
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Acuerdo final Gobierno Colombiano / 
FARC - EP

Directrices voluntarias para la realización 
progresiva del derecho a la alimentación

Directriz 10. Nutrición. 
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.
Directriz 14. Redes de seguridad.

El establecimiento de consejos departa-
mentales y municipales de alimentación 
y nutrición, con representación del 
Gobierno y amplia representación de la 
sociedad y las comunidades –hombres y 
mujeres - , con el fin de proponer y parti-
cipar en la definición de los lineamientos 
para el diseño y puesta en marcha de las 
políticas alimentarias y nutricionales a 
través de los planes departamentales y 
locales, movilizar recursos de la región, 
monitorear el riesgo y hacer seguimiento 
al cumplimiento de las metas.

Directriz 1. Democracia, buena gestión públi-
ca, derechos humanos y el estado de derecho.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 5. Instituciones.
Directriz 6. Partes interesadas.
Directriz 10. Nutrición. 
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.
Directriz 17. Vigilancia, indicadores y puntos 
de referencia.

El establecimiento de un Consejo Na-
cional de Alimentación y Nutrición 
integrado por autoridades nacionales, 
departamentales y municipales y re-
presentantes elegidos y elegidas en el 
marco de los consejos departamentales 
y municipales, que proponga y participe 
en la definición de los lineamientos de la 
política alimentaria, coordine los planes 
departamentales y locales, informe y 
monitorice el riesgo, y haga seguimiento 
nacional a las metas.

Directriz 1. Democracia, buena gestión públi-
ca, derechos humanos y el estado de derecho.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 5. Instituciones.
Directriz 6. Partes interesadas. 
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.
Directriz 17. Vigilancia, indicadores y puntos 
de referencia.

El desarrollo de programas contra el 
hambre y la desnutrición con cobertura 
nacional, especialmente para la pobla-
ción rural en condiciones de miseria, 
las mujeres gestantes y lactantes, niños 
y niñas, y para la tercera edad. Estos 
programas incluirán planes de choque 
para la población rural más vulnerable 
y en pobreza extrema. 

Directriz 2. Políticas de desarrollo económico.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 5. Instituciones.
Directriz 6. Partes interesadas.
Directriz 8. Acceso a los recursos y bienes.
Directriz 9. Inocuidad de los alimentos y 
protección del consumidor.
Directriz 10. Nutrición.
Directriz 11. Educación y sensibilización.
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.
Directriz 13. Apoyo a los grupos vulnerables.
Directriz 14. Redes de seguridad.
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Acuerdo final Gobierno Colombiano / 
FARC - EP

Directrices voluntarias para la realización 
progresiva del derecho a la alimentación

La adopción de esquemas de apoyo 
para fortalecer, desarrollar y afianzar 
la producción y el mercado interno, que 
incluyan asistencia técnica - científica, 
orientados a promover la cualificación 
de la economía campesina, familiar y 
comunitaria, ambiental y socialmente 
sostenible, que contribuyan a su auto-
suficiencia y al autoconsumo.

Directriz 2. Políticas de desarrollo económico.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 4. Sistemas de mercado. 
Directriz 5. Instituciones.
Directriz 6. Partes interesadas.
Directriz 8. Acceso a los recursos y bienes.
Directriz 11. Educación y sensibilización.
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.

La promoción de mercados locales y 
regionales que acerquen a quienes 
producen y consumen y mejoren las 
condiciones de acceso y disponibilidad de 
alimentos en las áreas rurales del país.

Directriz 2. Políticas de desarrollo económico.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 4. Sistemas de mercado. 
Directriz 6. Partes interesadas.
Directriz 8. Acceso a los recursos y bienes.

La realización de campañas orientadas 
a promover la producción y el consumo 
de alimentos con un alto contenido 
nutricional, el manejo adecuado de los 
alimentos y la adopción de buenos hábi-
tos alimenticios, que tenga en cuenta las 
características del territorio y fomente la 
producción y el consumo de alimentos 
nacionales.

Directriz 1. Democracia, buena gestión públi-
ca, derechos humanos y el estado de derecho.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 4. Sistemas de mercado. 
Directriz 9. Inocuidad de los alimentos y 
protección del consumidor.

Adicionalmente, la provisión de condi-
ciones e incentivos a la producción y a 
la comercialización, incluyendo, cuando 
sean necesarios, apoyos directos para el 
fortalecimiento productivo, con el fin de 
que en la economía campesina, familiar 
y comunitaria se eviten o minimicen 
los impactos negativos que supongan la 
internacionalización de la economía y la 
liberalización del comercio.

Directriz 2. Políticas de desarrollo económico.
Directriz 3. Estrategias.
Directriz 4. Sistemas de mercado. 
Directriz 6. Partes interesadas.
Directriz 8. Acceso a los recursos y bienes.
Directriz 12. Recursos financieros nacionales.
Directriz 13. Apoyo a los grupos vulnerables.
Directriz 14. Redes de seguridad.
Directriz 15. Ayuda alimentaria interna-
cional.
Directriz 18. Instituciones nacionales de 
derechos humanos.
Directriz 19. Dimensión internacional. 

Tabla 1. Identificación de la correlación entre los puntos del Acuerdo 
final, relacionados con la alimentación, con las directrices voluntarias 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación 

(FAO), 2005).
Fuente: elaboración propia
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En el cuadro anterior podemos observar dos columnas que contienen los 
elementos básicos mediante los cuales se articulan entre sí los contenidos 
relativos al Acuerdo final entre el Gobierno colombiano y las FARC - EP, y 
las directrices voluntarias solo sobre el desarrollo progresivo del derecho 
a la alimentación.

En la columna de la izquierda podemos relacionar lo respectivo al 
Acuerdo final y los contenidos que según lo pactado y consignado en el 
documento final referencian el derecho a la alimentación.

Aquí encontramos que este derecho es ubicado y desarrollado en la parte 
del documento correspondiente a los principios orientadores y a los meca-
nismos de ejecución del mismo, que el acuerdo estableció. En la columna 
de la derecha encontramos las directrices voluntarias que, de acuerdo a su 
configuración, tienen concordancia con lo determinado en el acuerdo final 
del proceso de negociación.

El cuadro nos permite inferir que sí hubo acogida en la agenda de 
negociación del tema relativo al derecho a la alimentación y que, por tanto, 
se relaciona con gran cercanía a lo dispuesto por las directrices voluntarias 
como instrumento orientador para esta materia.

Con base en lo dicho anteriormente, el proceso de negociación del Go-
bierno Colombiano con las FARC - EP incorporó en la agenda de negociación 
el derecho a la alimentación.

Este tema no se convirtió en el eje central del punto 1 correspondiente 
a la Reforma Rural Integral, sino en un derivado del mismo, dado que el 
centro es la discusión sobre la propiedad y uso de la tierra.

No obstante, es importante validar que dentro de este primer acuerdo 
se reconoce el desarrollo progresivo del derecho a la alimentación apoyado 
en un grupo de estrategias de diversas categorías para su aplicación en el 
territorio colombiano tras la implementación de los acuerdos, que articula 
las acciones propias de las entidades territoriales colombianas al respecto 
y también convoca a la comunidad internacional sobre lo mismo.

CONCLUSIONES

Conforme se plantea en las líneas anteriores, es necesario identificar la 
importancia normativa de las disposiciones que estructuran las acciones 
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que en general se han planteado para reconocer la seguridad alimentaria 
y nutricional y el derecho progresivo a la alimentación.

Podemos observar que se establecen diversos instrumentos en condición 
de acuerdos y en condición de norma. Ello quiere resaltar, de un lado, el 
contenido que al respecto plantearon las negociaciones al concentrar en este 
punto todos los aspectos bajo la figura de reforma rural integral y de cómo 
allí es expresado el asunto de la tierra. De otro lado, es posible observar 
el contenido de las directrices voluntarias que, como norma internacional, 
recomiendan una serie de lineamientos para ser desarrollados en los países 
que pactaron su incorporación a las legislaciones internas frente al tema 
de la alimentación.

Frente a lo que allí se expresa puede observarse el contenido político 
y jurídico en términos de lo negociado por el Estado colombiano con las 
FARC - EP y lo pactado internacionalmente con los organismos respectivos 
para la aceptación de las directrices como norma orientadora para el tema 
alimentario.

En ese sentido podemos observar que la seguridad alimentaria y nutri-
cional y el derecho progresivo a la alimentación no se constituyen en una 
simple coyuntura producto de los procesos globales contemporáneos, sino 
en un tema estructural, pues se fundamentan en principios constitucionales, 
normativos y legislativos que son, a su vez, columnas vertebrales en los es-
quemas políticos de los Estados y, así, también propio del Estado colombiano. 
Al abordar aspectos como lo es el reconocer la fundamentación dentro de la 
figura del “Estado de derecho”, se ratifica la inmersión de Colombia en ello.

Por tanto, la normativa que aquí se ha descrito ofrece un panorama 
para la visualización de las condiciones que se deben tener en cuenta en el 
escenario del posconflicto que Colombia comienza a construir en el tema 
de la seguridad alimentaria.
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Capítulo 4

 Lineamientos de una política pública en alimentación 
en contextos de posconflicto: el caso colombiano

INTRODUCCIÓN

La construcción de una política pública es un proceso de participación 
social que involucra la intervención de diversos actores en la realización 
de objetivos comunes. Desde ese punto de vista, cada sociedad, comunidad 
o conglomerado poblacional definen el conjunto de ideas y contextos que 
materializan sus formas de vida y cosmovisiones en relación con su entorno; 
esto es, dar valor a todo aquello que consideren estructural para su cohesión, 
tal como tradiciones, costumbres, mentalidades, prácticas, hábitos y demás 
formas de unidad y ordenamiento social. Cada sociedad, dependiendo de 
sus procesos internos y de su relación con lo externo, moldea su forma y 
define los mecanismos que la estructuran como conglomerado y a partir de 
allí crea sus características existenciales que la diferencian de las demás 
sociedades otorgándole sus rasgos distintivos (Roth Deubel, 2002) (Cuervo 
Restrepo J., 2015).

En este sentido, se puede definir, dentro de esta condición, una cantidad 
indeterminada de rasgos diferenciadores que son transversales a los procesos 
que puedan darse al interior de una sociedad, desde lo político, lo económico, 
lo cultural, lo normativo, lo simbólico, entre otras más.

Todo ello, en clave de política pública, puede leerse dentro del siguiente 
concepto: el interés. Y será justamente la idea de interés social o colectivo lo 
que comience a definir la construcción de una política pública de cualquier 
temática o contenido.

Para nuestro caso, el interés que motiva la construcción de una política 
pública es el ámbito de la alimentación, pero desde la perspectiva de la 
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seguridad alimentaria y nutricional, y del derecho a la alimentación en 
contextos de posconflicto, asuntos que se incorporan en el proceso histórico 
del conflicto armado en Colombia, referenciando su tratamiento en la nego-
ciación de los Acuerdos de Paz entre el Gobierno nacional y las FARC - EP en 
La Habana, Cuba, y su articulación al contenido de las directrices voluntarias 
como norma internacional al respecto.

¿Cómo entender la idea de política pública? Este es un debate que hoy 
en día cobra mucha relevancia, pues en general los procesos de gobierno, 
administración, planeación y gestión púbica, democracia y participación 
ciudadana están incorporados en las estructuras contemporáneas de los 
Estados y las sociedades.

Disciplinas sociales como la ciencia política han asumido como propio 
el estudio académico y profesional de las políticas públicas (Roth Deubel, 
2002) (Cuervo Restrepo J., 2015); esto ha permitido avances profesionales 
en la materia, creando una multiplicidad de definiciones de la misma. En 
esta perspectiva, la política pública como objeto de estudio ha avanzado 
significativamente para ser considerada una rama de la ciencia política. Pero 
el propósito no es realizar una epistemología de la misma, sino destacar su 
utilidad pública para las intervenciones en el tratamiento o solución de las 
problemáticas, necesidades o deficiencias sociales dentro de un territorio 
bien sea desde el Estado o de cualquier otro actor social.

Conforme lo anterior, se definirá la política pública como:

Un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos 
considerados necesarios o deseables y por medios y acciones que son 
tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u organización 
gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de 
actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida 
como insatisfactoria o problemática (Roth Deubel, 2002, p. 27).

De esta definición podemos inferir que una política pública comienza 
a configurarse a partir de la existencia de situaciones insatisfactorias o 
problemáticas, o ante vacíos, insuficiencias o carencias en una sociedad. 
Frente a ello, es decir, para su intervención, tratamiento o solución el Estado 
actúa como organismo corrector de las mismas. 

Pero para el caso que nos articula, es decir, los asuntos de seguridad 
alimentaria y nutricional y del derecho a la alimentación, no debe concen-
trarse en el Estado la única y exclusiva intervención de la temática, pues 
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se requiere necesariamente la participación de otros actores más, con 
incidencia directa y transversal en el tema. Por lo tanto, ampliaremos la 
definición del profesor Roth sobre la política púbica y diremos también, 
que aparte de la intervención del Estado en el tratamiento o solución de 
los problemas sociales, es necesaria la participación de actores no estatales 
en el tratamiento de los mismos, lo cual implicaría la incorporación de los 
agentes reales que soportan directamente los efectos de las problemáticas 
sociales y la concreción efectiva de los intereses colectivos de ellos mismos 
soportados en tal situación.

El elemento fundamental indica que toda política pública es una inter-
vención (estatal o no estatal) para el tratamiento o solución de una situación 
que se considera como problemática, insatisfactoria o indeseable, o como 
una intervención para corregir ausencias, vacíos o fallas en la prestación de 
un servicio público que se considera como factor fundamental del desarrollo 
y de la existencia, por ejemplo, la alimentación, la educación, la salud, la 
vivienda (Roth Deubel, 2002).

Los calificativos de insatisfacción, indeseable, ausencia, vacío o falla para 
caracterizar una situación social específica son los requerimientos para la 
determinación de un problema social y, por tanto, para la construcción de 
una política pública.

En ese sentido, el profesor Roth (2002) afirma que un problema social 
se define y se determina por la articulación de los siguientes elementos:

La naturaleza: ¿en qué consiste el problema? Las causas: ¿en qué 
condiciones surgió el problema y cuáles son sus causas? ¿La norma-
tividad existente sobre el tema genera problemas? La duración: ¿el 
problema es duradero o pasajero? La dinámica: ¿es posible observar 
una evolución del problema (ciclos, regularidades, agravación)? Los 
afectados: ¿quiénes son los afectados por el problema y de qué modo lo 
están (directa o indirectamente)? Las consecuencias: si no se interviene 
¿Qué sucedería a los afectados y a los demás? (Roth Deubel, 2002, p. 60).

Ahora bien, la simple existencia de los elementos anteriormente definidos 
no constituye por sí misma el problema social. Para ello es necesario, en 
última instancia, la generación de acuerdos colectivos para la definición del 
problema. Ello quiere decir que una situación se considera como problemática 
porque diferentes actores sociales creen que ello es así y, por lo tanto, le dan 
valor colectivo y grupal a esa situación, es decir, conciben que tal situación 
es indeseable, insatisfactoria, no debida, inadecuada o inaceptable y que 
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debe ser intervenida para ser mejorada o solucionada. Entonces implica 
que la definición del problema es un asunto relativo, pues lo que para una 
sociedad o grupo determinado puede ser problemático, para otra no, y como 
consecuencia, una la intervendría y la otra no. De modo que las decisiones 
allí tomadas o no tomadas, también, corresponderían al esquema de valores, 
intereses y propósitos que rigen a esa sociedad en un momento determinado.

Cuando la sociedad o el grupo de interés en cuestión han identificado 
el problema social que los afecta, es necesario determinar los mecanismos 
para la solución o tratamiento del mismo y, por lo tanto, establecer quiénes y 
cómo lo intervendrán. Es decir, definir los mecanismos estatales o privados 
para esta intervención. Es entonces cuando hablamos de la incorporación 
del problema en la Agenda Pública (Roth Deubel, 2002), es decir, en 
los instrumentos públicos de intervención del Estado (que para el caso 
colombiano podrían ser planes estratégicos, planes maestros, programas, 
proyectos, planes de desarrollo nacional, departamental, municipal) u otros 
instrumentos de planeación o de intervención social con el apoyo, auspicio 
o participación de actores no estatales.

La Agenda Pública (Roth Deubel, 2002) implica, por tanto, la voluntad 
estatal de intervenir una situación considerada socialmente problemática, 
para su tratamiento o solución y es, por consiguiente, la decisión política 
de hacer algo para confrontar tal situación.

La ciencia política al estudiar los asuntos de las políticas públicas propone 
que estas se enmarquen en el cumplimiento de un ciclo vital, es decir, en el 
desarrollo de unas fases o etapas en las cuales se proyecten y materialicen 
las diversas intervenciones colectivas –estatales o privadas– frente a una 
situación considerada como socialmente problemática (Cuervo Restrepo J. 
I., 2007). Este ciclo está definido por las siguientes etapas:

•	 Identificación del problema: reconocimiento de las situaciones so-
ciales que se consideran como inaceptables, indeseables, indebidas, 
deficitarias, carentes y demás. Acuerdos colectivos para determinar 
qué situaciones son socialmente problemáticas, es decir, definición 
y concepción grupal de los problemas.

•	 Formulación: incorporación del problema en la Agenda Pública.

•	 Planeación de las estrategias de intervención o tratamiento del 
problema (planes, programas, proyectos). Es decir, construcción de 
las herramientas o instrumentos de intervención.
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•	 Implementación / ejecución: llevar a la práctica lo planeado en la fase 
de la formulación. Aplicación de las herramientas de intervención 
en el territorio.

•	 Evaluación: valoración de los resultados obtenidos tras la ejecución 
de los instrumentos o estrategias pensadas para la intervención de 
la problemática (Roth Deubel, 2002).

Con base en lo anterior, proponemos los lineamientos para la cons-
trucción de una política pública en materia de alimentación y seguridad 
nutricional y del derecho a la alimentación en contextos de posconflicto, 
a partir de lo convenido al respecto en el proceso de negociación entre el 
Gobierno nacional de Colombia y las FARC - EP en los Acuerdos de Paz de 
La Habana, Cuba.

4.1.	 IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA

Ante la posibilidad de la solución concertada de un conflicto armado de 
más de cincuenta años entre el Gobierno nacional y las FARC - EP, se dio 
paso a un sinnúmero de conversaciones y acercamientos que dieron como 
resultado la firma de un Acuerdo Final que buscaba la terminación definitiva 
de este conflicto armado. Si bien dentro de este Acuerdo Final se fijaron 6 
puntos de negociación, uno de ellos destacó y desarrolló la necesidad de la 
implementación de un Sistema de Seguridad Alimentaria. Es por esto que 
es pertinente establecer unos lineamientos para una política pública en 
alimentación en contextos de posconflicto55.

Lo anterior puede indicarnos que el contexto sobre el cual se fundamenta 
la propuesta de política pública tiene que ver con el reconocimiento de los 
condicionamientos históricos que se han articulado para explicar los asuntos 
relativos a la seguridad alimentaria y nutricional, y del derecho progresivo 
a la alimentación a partir del contexto del conflicto armado en Colombia.

Ello nos permitiría entender que a partir de las dinámicas del conflicto 
colombiano se produjo una serie de situaciones o coyunturas que de una 
u otra forma se constituyeron como vacíos, ausencias, insuficiencias o 
situaciones indeseables, indebidas o inaceptables frente al tema del derecho 

55	 Frente a la pertinencia de acciones políticas en escenarios de posconflicto puede consultarse 
el acápite “Observatorio jurídico sobre políticas públicas para el posconflicto” en el capítulo 6 
del libro Auditorio Constitucional. Discusión y reflexión sobre algunos temas de investigación 
jurídica, realizado en la ciudad de Medellín, por el Fondo Editorial IUE (Restrepo - Yepes, 
Restrepo - Yepes, Bedoya Taborda, Zapata Ospina, & Correa Londoño, 2016).
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a la alimentación. Por tanto, podría ser el conflicto el receptáculo que 
contuvo todo ello como una de sus variables históricas y que en el proceso 
de negociación de los Acuerdos de Paz encontró una forma de ser visible 
públicamente y pensarse como problema social que debería incorporarse a 
la agenda pública del posconflicto mediante la acción decidida del Estado 
en sus diversos niveles, como estrategia de intervención social dentro de 
los puntos a los que se refiere, en tanto acción perteneciente a la reforma 
rural integral.

En virtud de ello, los escenarios planteados y los temas discutidos durante 
el proceso de negociación de los acuerdos en La Habana (Cuba) permitieron 
identificar, mediante las discusiones y las intervenciones de los equipos 
de negociación, diferentes componentes históricos en la configuración del 
problema.

Lo contenido en los acuerdos logrados en el punto correspondiente a la 
reforma rural integral no constituye concentración o propósito fundamen-
tal en el tema de la seguridad alimentaria y nutricional y en el derecho 
progresivo a la alimentación. Antes bien, el objeto en sí mismo de esta 
discusión se canalizó en la comprensión de la tierra como factor social y en 
las situaciones de su tenencia, propiedad, uso y explotación históricas por 
parte de los agentes sociales del país, como los campesinos, agricultores, 
terratenientes y otros actores vinculados a ella en Colombia.

No obstante, el hecho de que el propósito se haya dirigido a explicar que 
la tierra ha sido uno de los factores más importantes en el origen y evolución 
del conflicto armado en Colombia, es una base fundamental para comprender 
el asunto de la seguridad alimentaria, entendiendo que la misma es un pro-
ceso asociado a la producción, distribución, acceso y consumo de alimentos 
con función nutritiva para los ciudadanos de Colombia mediante los canales 
y cadenas de productividad agrícola del territorio (Cumbre Mundial sobre la 
Alimentación, 1996) (Consejo Nacional de Politica Económica Social, 2007).

Esta situación plantea la vinculación directa de la seguridad alimentaria 
al tema de la tierra que forma parte, a su vez, de las intervenciones previstas 
en virtud de la reforma rural integral.

En términos de la descripción de los factores asociados a la definición 
del problema social en cuestión, podemos analizar que la tenencia y la 
propiedad inequitativa y desigual de la tierra han derivado en el conflicto 
armado colombiano. De allí se articula que su uso inadecuado, su explotación 
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desigual, su concentración inequitativa, su expropiación ilegal, los vacíos 
e ineficacias para su acceso, titulación y tenencia por parte de pequeños 
productores y tenedores han configurado, por décadas, la confrontación, 
siendo, por tanto, un asunto asociado a factores agrarios.

El transcurso de la historia colombiana en el siglo XX, sobre todo en la 
segunda parte, nos ha permitido identificar las acciones desarrolladas en 
virtud de las funciones básicas de la tierra por parte de una gran variedad 
de actores legales e ilegales, hechos que han mostrado diversas dinámicas 
sociales y evidenciado afectaciones sobre propietarios, poseedores, agricul-
tores, campesinos y otros agentes más en la evolución del conflicto armado 
y las diversas consecuencias que se han acumulado en la evolución histórica 
del país respecto al tema de la tierra y su derivado: la seguridad alimentaria 
y nutricional y el derecho progresivo a la alimentación.

Autores como Giraldo Moreno y Molina Cruz han afirmado que la 
aparición del conflicto en Colombia obedece al incumplimiento del deber 
del Estado en garantizar necesidades básicas como vivienda, alimentación 
y trabajo, necesidades que se relacionan fundamentalmente con la tierra, 
lo cual explica también, que los problemas en el acceso y tenencia de la 
misma terminen por influir en la garantía y satisfacción de dichas necesi-
dades, particularmente la alimentaria (Giraldo Moreno, 2015). Al entender 
la alimentación como necesidad, es posible afirmar que existe una débil 
garantía que se traduce en la falta de alimentos suficientes o de acceso a 
estos; por lo tanto, ubica a la tierra como un elemento central no solo en 
cuestiones relacionados con la producción de alimentos (Molina Cruz, s. f.), 
sino también con una población determinada (rural) y con grupos en estado 
de vulneración mujeres / niños / ancianos / campesinos, entre otros.

Todo lo anterior nos permite reunir una cantidad de variables para la 
determinación de las situaciones inadecuadas que agrupan las condiciones 
características en el contexto del conflicto colombiano, para la definición 
del problema que queremos establecer como fundamento en la proposición 
de los lineamientos de política pública para el derecho progresivo a la 
alimentación y la seguridad alimentaria y nutricional.

4.2. 	FORMULACIÓN

La formulación de la política pública debe procurar la participación de 
diversos actores sociales que tengan relación e interés con el tema de la 
seguridad alimentaria.
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Desde ese punto de vista, es muy importante recomendar la participación 
activa y dirigente del Estado, pues por principios políticos, sociales y jurídicos 
es esta la principal institución pública del territorio. El cumplimiento de 
los deberes, principios, objetivos y propósitos públicos nacionales es su 
responsabilidad, como bien lo establece la Constitución Política en su artículo 
2 (República de Colombia, 1991).

No obstante, es necesario incentivar la participación activa de otros 
actores sociales que muestren relación con el tema, es decir, que en la cons-
trucción de la política pública confluyan aquellas organizaciones y personas 
cuyos intereses, acciones públicas y actividades converjan en el contexto del 
derecho a la alimentación y la seguridad nutricional y alimentaria.

En este sentido, se recomienda que las tres ramas del poder público, de 
manera articulada y dentro de su ámbito de competencia, dirijan una serie 
intervenciones tendientes a impactar con eficacia el problema anteriormente 
descrito.

La Rama Ejecutiva, en cabeza del Gobierno nacional, y en consonancia 
con los gobiernos departamentales y municipales, debe orientar los procesos 
de incorporación y ejecución de los contenidos propuestos en los documentos 
CONPES, las directrices voluntarias y los Acuerdos de Paz en lo que respecta 
al derecho progresivo a la alimentación y a la seguridad alimentaria y nutri-
cional. Esto podría representar la creación de políticas, planes, programas 
y proyectos para llevar a cabo los contenidos antes expuestos o incorporar 
lo allí estipulado a los planes de desarrollo de cada entidad territorial con 
el fin de generar condiciones operativas, administrativas y financieras para 
su intervención.

Implicaría, por lo tanto, una respuesta favorable del Estado para el 
tratamiento de esta situación problemática en la medida que incorpora a la 
Agenda Pública (Roth Deubel, 2002) la voluntad política y así asume el rol 
de decisor principal respecto a las intervenciones a ejecutar.

La construcción de la política pública será completa y adecuada si la 
participación social en ella es efectiva; ello quiere decir, que también deben 
concurrir aquellos sectores sociales no estatales involucrados en el tema. Por 
tanto, debe darse cabida a organizaciones campesinas y agrícolas, gremios, 
partidos y movimientos políticos, organizaciones sociales y comunitarias, 
agricultores (grandes, medianos y pequeños), sindicatos, ONG y en general 
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todas aquellas expresiones organizadas de participación e interés colectivo 
e individual concurrentes al tema de la seguridad alimentaria y nutricional 
y del derecho progresivo a la alimentación.

Se propone, por tanto, que la política pública sea construida y concebida 
mediante el ejercicio continuo y dual entre el Estado y los sectores de 
interés correspondientes a través de procesos de convergencia, articulación 
y acuerdo de propósitos y voluntades.

En ese sentido la política pública no dependería exclusivamente de 
un modelo que identifique como único actor al Estado en su formulación, 
generando así una vía administrativa, es decir, de oferta institucional que 
llevare quizá a la no inclusión de las condiciones reales de esta problemática 
y de los territorios. En el mismo sentido, la formulación no debe depender 
en exclusiva de la sociedad, es decir, de los grupos de interés, marginando 
la intervención estatal, bajo una suerte de modelo de demanda social, donde 
son los grupos no estatales quienes le solicitan al Estado lo requerido. Re-
comendamos por tanto, la articulación colectiva de los modelos, es decir, la 
combinación de las ofertas administrativas con las demandas sociales para 
la generación de confianzas y la articulación de intereses entre las partes.

Dentro de las estrategias contempladas para lograr definir los lineamien-
tos para una política pública en alimentación en contextos de posconflicto, 
se propone articular lo respectivo al Acuerdo Final (Gobierno nacional de 
la República de Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC - EP), 2016) (Capítulo 2 del documento), en el documento de las 
directrices voluntarias (FAO, 2005). (Capítulo 3 del documento), la Política 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (PSAN) en Colombia 
(Consejo Nacional de Politica Económica Social, 2007) y los Indicadores 
a partir del contenido normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11 del 
PIDESC “Observación general N.° 12. El derecho a la alimentación adecuada” 
(Organización de las Naciones Unidas (ONU), 1966).

4.2.1	 Acuerdo Final Gobierno nacional de la República de Colombia y 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP) y su 
relación con las directrices voluntarias en apoyo de la realización 
progresiva del derecho a la alimentación

Como bien se explica en el capítulo dos de este texto, en el Acuerdo Defi-
nitivo del proceso de negociación entre el Gobierno nacional y las FARC - EP, 
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en lo concerniente a la seguridad alimentaria y nutricional y del derecho 
progresivo a la alimentación (Gobierno nacional de la República de Colombia 
y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2014), se 
destacan los siguientes contenidos para fundamentar la política pública:

1. 	 El SSA establece que las políticas alimentarias y nutricionales a crear en 
las zonas rurales se basarán en ejes centrales, a saber: (i) el incremento 
progresivo de los alimentos, (ii) la generación de ingresos y, en general, 
(iii) la creación de condiciones de bienestar previamente garantizadas 
por los demás planes nacionales propuestos en los otros puntos del 
borrador conjunto del acuerdo de Política de Desarrollo Agrario Integral 
(PODEAI).

	 Los tres aspectos en los cuales se basa el SSA propuesto desde el Acuerdo 
Definitivo están dirigidos, directa o indirectamente, a guiar la creación 
de los planes nacionales y se articularán con los planes territoriales, 
alcanzando así la consolidación de una política alimentaria y nutricional 
diseñada para un escenario de posconflicto.

2. 	 De igual forma, el Acuerdo Definitivo estableció ocho criterios, los cuales 
se denominarán MECANISMOS, necesarios para crear, desarrollar, 
implementar y ejecutar el Plan Nacional de Alimentación y Nutrición 
propuesto en la Mesa de Conversaciones.

Los tres primeros mecanismos contemplan la construcción y consolidación 
de las autoridades administrativas (estructura orgánica) –Consejo Nacional 
de Alimentación y Nutrición, los consejos departamentales y municipales 
de alimentación y nutrición–, esto es, la creación de órganos colegiados que 
tomarán decisiones sobre políticas alimentarias y nutricionales, los cuales 
contarán con amplia participación de la comunidad y la sociedad en general.

Los cinco mecanismos restantes se concentran en garantizar el derecho 
a la alimentación en sus tres dimensiones: (i) disponibilidad de alimentos, 
(ii) accesibilidad de los alimentos y (iii) utilización e inocuidad biológica de 
los alimentos56.

56	 Para lograr una mayor comprensión sobre los temas relacionados con la consolidación del 
SSA según el Acuerdo Definitivo del proceso de negociación entre el Gobierno nacional 
y las FARC - EP, revisar el capítulo 2: LOS PUNTOS ACORDADOS, Y A ACORDAR, EN LA 
MESA DE CONVERSACIÓN DE PAZ CON LAS FARC EN LO RELATIVO A LA SEGURIDAD 
ALIMENTARIA”.
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Ahora bien, el contenido del SSA deberá estar complementado con las 
Directrices Voluntarias (FAO, 2005) puesto que estas se constituyen como 
un mecanismo de orientación para la realización progresiva del derecho a la 
alimentación en el contexto de la seguridad alimentaria. Por tanto, ofrecerían 
un panorama internacional que debe tenerse en cuenta en el escenario del 
posconflicto que Colombia comienza a construir en el tema de la seguridad 
alimentaria y protección del derecho a la alimentación57.

4.2.2 	 La Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
(PSAN) en Colombia

En este punto destacamos la relación respectiva y el contenido base que 
desde la Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional fundamen-
tarían los lineamientos de la política pública. Para el CONPES 113 de 2007, 
los ejes de la política de seguridad alimentaria y nutricional se clasifican 
de la siguiente manera:

1.	Desde la perspectiva de la dimensión de los medios económicos: a) 
Disponibilidad de los alimentos b) Acceso.

2.	Desde la perspectiva de la dimensión de calidad de vida y fines del 
bien - estar (capacidad de las personas de transformar los alimentos): 
c) Consumo d) Aprovechamiento.

3.	Aspectos relacionados con la calidad e inocuidad de los alimentos: 
e) Calidad e inocuidad de los alimentos (Consejo Nacional de Politica 
Económica Social, 2007).

4.2.3 	 Los Indicadores a partir del contenido normativo de los párrafos 
1 y 2 del artículo 11 del PIDESC – “Observación general N.° 12. El 
derecho a la alimentación adecuada“

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas, organismo autorizado para la interpretación del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales –PIDESC– (Organización 
de las Naciones Unidas (ONU), 1966), expidió la “Observación general N.º 
12. El derecho a la alimentación adecuada” –OG, N.° 12– mediante la cual 
considera algunas cuestiones relativas a la aplicación del derecho a una 

57	 Para lograr una mayor comprensión sobre los temas relacionados con la consolidación del 
SSA y las directrices voluntarias, revisar el capítulo 3: LAS DIRECTRICES VOLUNTARIAS 
Y SU RELACIÓN CON EL ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO 
ENTRE LAS FARC.
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alimentación adecuada; derecho regulado, de manera más extensa que en 
algún otro instrumento internacional (OG, N.º 12. Párr. 1), por el artículo 11 
del PIDESC. En dicho documento se establecen siete diferentes indicadores 
que sirven para medir el nivel de satisfacción del derecho a la alimentación 
adecuada (tabla 3) y, por ende, para la formulación de políticas públicas al 
respecto:

Indicadores a partir del contenido normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11  
del PIDESC “Observación general N.º 12. El derecho a la alimentación adecuada“

Denominación Contenido

Disponibilidad

Es la posibilidad que tiene el individuo de alimentarse, ya 
sea directamente, explotando la tierra productiva u otras 
fuentes naturales de alimentos, o mediante sistemas de 
distribución, elaboración y comercialización que funcionen 
adecuadamente y que puedan trasladar los alimentos 
desde el lugar de producción a donde sea necesario según 
la demanda.

Adecuación
Determinar si ciertas formas de alimentos o regímenes de 
alimentación a las que tienen acceso las personas son las 
más adecuadas en determinadas circunstancias.

Sostenibilidad

Garantizar la disponibilidad y accesibilidad a largo plazo de 
una alimentación adecuada. 

Sobre la disponibilidad de alimentos, ésta debe ser en 
cantidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades 
alimentarias de los individuos, sin que estos contengan 
sustancias nocivas, y que los alimentos sean aceptables para 
una cultura determinada.

Por su parte, la accesibilidad hace referencia a que el acceso 
a esos alimentos sea sostenible y que no dificulten el goce 
de otros derechos humanos.

Necesidades 
alimentarias

El régimen de alimentación en conjunto deberá aportar una 
combinación de productos nutritivos para el crecimiento 
físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento, y la activi-
dad física que sea suficiente para satisfacer las necesidades 
fisiológicas humanas en todas las etapas del ciclo vital, y 
según el sexo y la ocupación.

Sin sustancias nocivas

Hace referencia a la inocuidad de los alimento y evitar la 
contaminación de los productos alimenticios debido a la 
adulteración y / o la mala higiene ambiental o la manipulación 
incorrecta en distintas etapas de la cadena alimentaria.
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Indicadores a partir del contenido normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11  
del PIDESC “Observación general N.º 12. El derecho a la alimentación adecuada“

Denominación Contenido

Aceptables para una cul-
tura o unos consumidores 
determinados

Es necesario tener en cuenta, en la medida de lo posible, 
los valores no relacionados con la nutrición que se asocian 
a los alimentos y el consumo de alimentos, así como las 
preocupaciones fundamentadas de los consumidores acerca 
de la naturaleza de los alimentos disponibles.

Accesibilidad

Comprende la accesibilidad física y la económica: 

La accesibilidad física implica que la alimentación adecuada 
debe ser accesible a todos, incluidos los individuos físicamen-
te vulnerables. La accesibilidad económica implica que los 
costos financieros personales o familiares asociados con la 
adquisición de los alimentos necesarios para un régimen de 
alimentación adecuado deben estar a un nivel tal que no se 
vean amenazados o en peligro la provisión y la satisfacción 
de otras necesidades básicas.

Tabla 2. Observación general N.º 12.  
El derecho a la alimentación adecuada 

Fuente: elaboración propia

Con base en lo anterior, proponemos que la formulación de la política pú-
blica sea el instrumento mediante el cual se articulen el Acuerdo Final entre 
el Gobierno Nacional de Colombia y las FARC - EP, las Directrices Voluntarias 
en apoyo de la realización progresiva del derecho a la alimentación, la Política 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional y los Indicadores a partir 
del contenido normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11 del PIDESC.

La política pública respondería, por tanto, a las necesidades y lineamien-
tos que se han expuesto en cada eje anterior, de modo que sean la fuerza 
de cohesión entre cada una de ellas, para que no se ejecuten como acciones 
individuales e inconexas sino como un gran instrumento con varios ejes 
estratégicos para la intervención territorial de la problemática. El factor 
fundamental correspondería a la capacidad aglutinante de la política pública 
y a la posibilidad de articular y compaginar las acciones individuales de cada 
propuesta como un trabajo conjunto de intervención colectiva. 

La política pública de alimentación en contextos de posconflicto puede 
ser efectiva en la medida en que se tengan en cuenta cuatro enfoques, 
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contemplados desde el Acuerdo Final (Gobierno nacional de la República de 
Colombia y Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC - EP), 2016), 
que serán los siguientes: 1. Enfoque de género, 2., Enfoque de derecho 3. 
Enfoque territorial y 4. Enfoque poblacional (Capítulo 2).

1.	 Enfoque de género. Entre los principios tenidos en cuenta para la 
implementación del Sistema de Seguridad Alimentaria en contextos de 
posconflicto se encuentra consagrado el de la “igualdad y enfoque de 
género”, el cual propone que las mujeres, principalmente campesinas, 
puedan acceder a la tenencia y uso de la tierra y con esto lograr una au-
tonomía económica y familiar, que les permita reducir la discriminación 
y superar la pobreza.

2.	 Enfoque de derechos. El derecho a la alimentación. Como elemento 
importante y eje central del Sistema de Seguridad Alimentaria en 
contextos de posconflicto, se contempla el derecho a la alimentación 
(Restrepo Yepes, 2009). Se tomará como referencia para la conceptua-
lización de este derecho lo contemplado en la Constitución Política de 
Colombia (República de Colombia, 1991), el documento de las directrices 
voluntarias (FAO, 2005) (Capítulo 3 del documento), la Política Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional (PSAN) en Colombia (Consejo 
Nacional de Politica Económica Social, 2007) y los Indicadores a partir 
del contenido normativo de los párrafos 1 y 2 de artículo 11 del PIDESC 
“Observación general N.° 12. El derecho a la alimentación adecuada” 
(Organización de las Naciones Unidas (ONU), 1966).

3.	 Enfoque territorial y (4) enfoque poblacional. La política pública deberá 
crear una Sistema de Seguridad Alimentaria que siente sus bases para 
una transformación estructural del campo (territorial), creará condiciones 
de bienestar para la población rural (poblacional) y contribuirá a la 
construcción de una paz estable y duradera. En ese sentido, la política 
pública debe reconocer las características y condiciones propias de 
cada territorio y de cada grupo poblacional, distinguiendo ideas como 
municipio, departamento, nación, zona urbana, zona rural, vereda, casco 
urbano, jóvenes, niños, adultos mayores, hombres, mujeres y demás ca-
tegorías que permitan identificar, caracterizar y categorizar condiciones, 
necesidades y circunstancias fundamentales para la efectividad de la 
política pública, que obraría naturalmente como mecanismo de uso y 
optimización de recursos y eficacia en la ejecución de las intervenciones. 
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Esto es, adaptar las estrategias y acciones de la política pública a los 
contextos geográficos y sociales de los territorios.

4.3.	 IMPLEMENTACIÓN

La implementación establece el conjunto de mecanismos para ejecutar los 
planteamientos determinados en la fase de la formulación. Por lo tanto, es la 
articulación de esfuerzos para llevar a los territorios y poblaciones específicas 
los contenidos y estrategias propuestos como formas de intervención (Roth 
Deubel, 2002).

En esta fase deben articularse con más precisión los diversos niveles 
de la Administración Pública del país, pues es necesario desplegar los 
mecanismos de gestión y ejecución de la administración descentralizada y 
de la autonomía territorial.

La implementación debe asegurar el engranaje adecuado de los conte-
nidos propuestos para la política pública con los mecanismos de planeación 
locales, es decir, que para su oportuna ejecución no puede dejarse sola, 
como una simple política pública aislada, sino converger con los planes, 
programas, proyectos y políticas que en materia de alimentación y segu-
ridad nutricional existan en las entidades territoriales. Y de todos ellos el 
principal instrumento al que debe vincularse la política pública es al plan 
de desarrollo y en esta perspectiva asegurar su incorporación a los planes 
de desarrollo municipal, departamental y nacional de modo que puedan 
asegurarse recursos durante los cuatrienios administrativos y su inserción 
a los bancos de proyectos.

De otro lado, se sugiere la intervención del Gobierno nacional a través 
de sus organismos, especialmente los ministerios respectivos y el Depar-
tamento Nacional de Planeación que mediante los Documentos CONPES 
pueda asegurar el destino de recursos y la ejecución de acciones técnicas y 
administrativas en virtud del acompañamiento a las entidades territoriales.

Así, debe ser el Gobierno nacional quien disponga los recursos necesa-
rios, pues es el principal negociador del Estado colombiano con las FARC - EP 
y en virtud de ello la coordinación y la dirección de la política pública debe 
estar bajo su jurisdicción. Al mismo tiempo debe generar los mecanismos de 
ajuste de modo que los departamentos y los municipios adopten las medidas 
para la incorporación de los contenidos de los Acuerdos de Paz mediante la 
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política pública en lo referente a la seguridad alimentaria y nutricional y al 
derecho progresivo a la alimentación.

Al respecto, se recomienda la fijación de mecanismos alternativos, por 
ejemplo, las alianzas público - privadas –APP– que permitan vincular al 
Estado con los sectores no estatales en función de la articulación de esfuerzos 
y recursos, dado que se habla también del logro de intereses comunes.

La Administración Pública debe convertirse en el eje que permita la 
cohesión de los diferentes agentes sociales en la ejecución de la política 
pública, y en virtud de ello, coordinar las acciones dirigidas a la ejecución 
de las acciones públicas y privadas de la política.

Se requiere, por tanto, la participación activa de los sectores sociales 
no estatales involucrados en esta problemática al igual que la coordinación 
efectiva de los mecanismos de planeación y gestión pública propios de las 
entidades territoriales, para que armonicen las acciones contempladas en 
los instrumentos de desarrollo territorial con las disposiciones de los ejes 
estructurales y los contenidos de la política pública.

Por tanto, se recomienda que en el proceso de ejecución de la política 
pública se destaque la acción decisiva y coordinadora del Estado con la 
participación activa de los sectores sociales respectivos en ejecución continua 
de los instrumentos públicos y los instrumentos privados de la planeación y 
la gestión sobre el territorio para la intervención de problemática en cuestión.

4.4.	 EVALUACIÓN

La evaluación determina el conjunto de acciones que tienen como propósito 
monitorizar o seguir el proceso de obtención de resultados y cumplimiento 
de los propósitos y las metas establecidos por la política pública (Roth 
Deubel, 2002).

En ese sentido, se deben estructurar los procedimientos para medir el 
logro de los objetivos una vez la política pública se haya ejecutado, claro 
está, teniendo como base el tiempo que se determine para su desarrollo. 
Ello está ligado a los tiempos fijados durante el proceso de negociación en La 
Habana para la aplicación de los Acuerdos. No obstante, deben considerarse 
las circunstancias, coyunturas y dinámicas del país, que podrían facilitar o 
impedir la ejecución de la misma. La determinación del tiempo de duración 
de la política pública depende, por tanto, de los acuerdos operativos entre 
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el Gobierno nacional y las FARC - EP y, naturalmente, de la disposición de 
recursos y de la coordinación con las entidades territoriales y los organismos 
respectivos encargados de la ejecución en los diferentes niveles del territorio.

La evaluación de la política pública no debe limitarse exclusivamente 
al momento posterior de la ejecución total de la misma y, aunque toda 
evaluación se fundamenta en el seguimiento a los resultados obtenidos y 
al cumplimiento de propósitos, se recomienda que la evaluación sea una 
actividad permanente durante todas sus fases.

Para ello es importante tener en cuenta un ciclo que es propio de todo 
tiempo en la planeación de una actividad y que permite evaluar con cons-
tancia y permanencia los diferentes resultados. La evaluación se convierte 
en permanente cuando se asume la linealidad temporal del antes, el durante 
y el después.

El antes hace referencia a los procesos previos de ejecución de la política 
pública, cuando se asumen elementos de preparación, estudios previos, 
análisis de factibilidad y demás actividades relacionadas. Ello permite 
preparar los elementos requeridos para la construcción de la política pública.

El durante se fundamenta en el tiempo de ejecución de la política pública, 
es decir, el momento mismo. Indica, por tanto, las acciones del tiempo 
presente de la misma, su plena ejecución.

El después asume los momentos posteriores a la ejecución completa 
de la política pública y asumiría la valoración de los resultados obtenidos 
y el impacto de la misma en la transformación social y la solución de los 
problemas tratados o intervenidos en virtud del derecho progresivo a la 
alimentación y la seguridad alimentaria y nutricional.

Por tanto, la evaluación no debe asumirse como un único momento al 
final de la política pública sino como una actividad permanente a lo largo 
de todo su ciclo.

Es importante destacar que la evaluación de esta política pública puede 
ser ejecutada por todos los actores sociales que participaron en ella, Estado 
y grupos de interés en general no estatales, desde los diferentes niveles 
territoriales (municipal, departamental, nacional e internacional).

Desde este punto de vista es necesario pensar en la actuación del 
Estado a través de diversas instituciones del poder público: el Gobierno, 
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por ser quien ejecutaría la política pública por llevar a cabo su coordinación 
y la integración social; los organismos de control público, para efectos de 
la revisión del cumplimiento adecuado en el orden de la función pública 
y disciplinaria, y del uso debido de los recursos financieros y del control 
fiscal; la sociedad civil o los grupos de interés en general, vinculados a la 
esfera temática de la política pública en tanto conformación de veedurías 
ciudadanas, procesos de rendición de cuentas y otros mecanismos propios 
del control y seguimiento ciudadano a las acciones públicas.

La evaluación debe encaminarse al entendimiento de la situación social 
en un escenario de posconflicto, por lo que deben tenerse en cuenta los 
procedimientos previos que lleven al cumplimiento de los Acuerdos en su 
etapa básica para luego ejecutar los otros contenidos inherentes a la nego-
ciación. Es decir, desarrollar de manera paulatina los diferentes acuerdos 
estableciendo niveles de jerarquía o prioridad en función de saber cuáles 
son más inmediatos o urgentes y cuáles pueden pertenecer a momentos 
posteriores.

Se necesita, por tanto, la planeación paulatina y propedéutica de las 
acciones, de modo que una vaya llevando a la otra dentro de una cadena 
articulada de fases, etapas o momentos, por lo que la política pública de 
seguridad alimentaria y nutricional y del derecho progresivo a la alimenta-
ción en un contexto de posconflicto requiere pensarse en un escenario de 
largo plazo para el país, no bajo condiciones inmediatistas.

CONCLUSIONES

Para la construcción de la política pública de seguridad alimentaria y 
nutricional y del derecho progresivo a la alimentación en un contexto de 
posconflicto, es necesario e importante vincular al mayor número posible de 
actores sociales que tengan relación con la situación que hemos planteado 
como problemática al comienzo de esta propuesta, pues aquella requiere 
intervenir con el mayor grado de eficacia posible sobre el territorio, para 
efectos de la contención de ausencias, vacíos, necesidades y carencias en 
el tema alimentario.

La articulación efectiva de los actores sociales permite contar con 
niveles más adecuados de certeza en el tratamiento del problema, pues son 
ellos quienes conocen el contenido del mismo, comprenden la evolución y 
variaciones que ha tenido a lo largo del tiempo y, sobre todo, perciben los 
impactos que ha generado en sus territorios. 
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Paralelo a ello, la participación social motivaría la obtención de proce-
sos amplios de legitimidad en la construcción de la política pública, pues 
podría contar con la aceptación ciudadana y el reconocimiento como parte 
estructural del proceso del posconflicto en el país.

El Estado colombiano debe crear y facilitar las condiciones adecuadas 
para la articulación y el cumplimiento de los lineamientos normativos 
nacionales e internacionales en esta materia, pues es la principal institución 
política del país y en virtud de ello es la organización que políticamente 
lleva la principal responsabilidad en los procesos de generación del interés 
colectivo. En esa medida, el Estado se propone como el principal actor que 
en materia de la política pública debe cumplir con mayor funcionalidad 
las disposiciones y funciones de orientación, coordinación, articulación y 
ejecución de acciones. 

No debe pensarse en un papel absolutista o totalitario del mismo, más 
bien, en una función de máxima coordinación de las diversas acciones 
requeridas para la efectividad de la política. Se recomienda, por tanto, la 
articulación de esfuerzos e intereses, que vinculen tanto a la sociedad civil y 
a sus representantes directos en el tema de la alimentación, como al sector 
público a través de las diversas ramas del poder político.

Cada etapa de la política pública deberá asegurar los recursos nece-
sarios para su desarrollo y en esa medida identificarlos para determinar 
sus condicionamientos, observando si lo requerido está referenciado como 
recurso humano, social, como proceso o como recurso financiero. En ese 
sentido, se debe asegurar la implementación de mecanismos continuos de 
evaluación y seguimiento.

En un contexto de posconflicto como el que prepara Colombia, el factor 
rural se convierte en uno de sus elementos más importantes y dentro de 
ello está lo concerniente a la seguridad alimentaria; por tanto, la política 
pública se proyecta como un elemento potencialmente decisivo para abordar 
con acierto lo planteado en las negociaciones. 
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Anexo A.  Línea del tiempo

1920

1930

1940

1950
1948

1958

1981
1982
1984

1988

1991
1992
1993

1998
1999

2012

2013

2014
2015
2016

2002

1960

1970

1980

1990

2000

2005

2010

Inicio del conflicto PRIMERA POSTURA

Inicio del conflicto SEGUNDA POSTURA
Modelo PROTECCIONISTA en la agricultura

Inicio del conflicto TERCERA POSTURA

Modelo de LIBERACIÓN en la agricultura

Acuerdo Definitivo para la Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera

Acuerdo de paz con el M–19

Comisión de paz con las FARC-EP
Negociación de paz con las FARC-EP
Firma del acuerdo de La Uribe

Ley de Amnistía M–19

Conversaciones con las FARC-EP y el ELN

Mesa de conversaciones con las FARC-EP y firma del Acuerdo General 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera
Presentación de 100 propuestas a cargo de las FARC-EP para una re-
forma agraria
Borrador conjunto sobre Política de Desarrollo Agrario Integral

Proceso de paz con las FARC-EP

Diálogos con el ELN

Acuerdo final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 
Paz Estable y Duradera
Plebiscito

Estatus político ELN

Desmovilización de la Corriente de Renovación Socialista
Desmovilización del EPL, Quentin Lame y PRT
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